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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña. 
Asimismo, se encontraban presentes el Coordinador de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo; el Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez, y la Jefa de División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 11:16, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 69ª y 70ª, ordinarias, en 5 y 6 de diciembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



2) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley despachado por el Senado que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Por acuerdo de los Comités, queda para la tabla de esta sesión.

Informe



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, desde el 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2018, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Bosnia y Herzegovina (boletín Nº S 1.957-05) (con la urgencia contemplada en el artículo 53, N° 5, de la Constitución Política de la República) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Queda para tabla. 

Moción



Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Civil y el Código de Procedimiento Civil, para incorporar la conciliación en los juicios sobre partición de bienes (boletín Nº 11.537-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, disponga la asignación de un porcentaje de los recursos contemplados para el Fondo de Administración Pesquera en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018, para los extripulantes pesqueros desplazados durante la vigencia de la ley N° 19.713 (boletín N° S 1.958-12) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Queda para ser votado en su oportunidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización para que puedan ingresar a la Sala don Eduardo Abedrapo, Coordinador de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, y don Enrique Álvarez, Jefe de Asesores de la misma Secretaría de Estado. 



--Se accede a lo solicitado.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por otra parte, la Ministra de Educación me ha pedido que recabe la autorización de la Sala para que pueda ingresar doña Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior. 



¿Habría acuerdo?



--Acordado.
V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SOCIEDAD ESTATAL “FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.”

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, con urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.647-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 72ª, en 13 de diciembre de 2017. 



Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 77ª, en 3 de enero de 2017. 



Obras Públicas (segundo): sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.



Hacienda: sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.



Discusión:



Sesiones 77ª, en 3 de enero de 2017 (se aprueba en general); 40ª, en 22 de agosto de 2017 (queda pendiente su votación en particular); 41ª, en 23 de agosto de 2017 (se aprueba en particular).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó enmiendas en los artículos 1, 4, 5, 11 y 25, incorporó un nuevo artículo 31 y suprimió el artículo segundo transitorio.



Cabe hacer presente que las enmiendas nombradas, con excepción de la recaída en el artículo 11, que es la supresión de su letra a), y la eliminación del artículo segundo transitorio, inciden en normas de quorum calificado, por lo que requieren para su aprobación 19 votos favorables.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la otra rama legislativa.



Nada más, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, el presente proyecto vuelve en tercer trámite al Senado. Ya había sido aprobado aquí, y hace poco tiempo -hará unos dos meses- fue despachado, en su segundo trámite, por la Cámara de Diputados. 



Por lo tanto, debemos desarrollar nuevamente la discusión de lo que significa la creación de una empresa pública llamada “Fondo de Infraestructura S.A.”, que utiliza el excedente de los peajes para invertir en infraestructura. La iniciativa reúne un conjunto de elementos que fueron largamente debatidos tanto en la Comisión de Obras Públicas como en la de Hacienda del Senado.



En el segundo trámite en la Cámara Baja se hicieron algunos agregados al texto del proyecto que nos parecen positivos, y que más bien se pueden calificar de menores desde los puntos de vista de la redacción y de su impacto.



Paso a explicarlos.



En los artículos 1, 4 y 5 se especifica que las operaciones de reparación, construcción, etcétera, solo se podrán realizar “a través de terceros no relacionados”. Eso nos parece positivo, toda vez que permite evitar la integración vertical. 



En el artículo 25 se habla de la rentabilidad esperada -porque se le pide al Fondo que sea rentable- y se especifica que ella “deberá ser superior al costo del endeudamiento del Fisco, ajustado por riesgo”. Igualmente nos parece positivo; va en la línea de lo que hemos hecho en otras inversiones públicas.



Y mediante el artículo 31 se obliga al Fondo a informarles semestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados “los principales aportes y transferencias financieras realizadas en el semestre anterior”.



Por lo tanto, nos parece que todas estas adecuaciones que se han introducido en la Cámara son positivas, y nuestro interés, en la medida en que los Senadores se manifiesten de acuerdo, es que se aprueben. 



Tengo una consideración sobre otras dos enmiendas, pero, si entiendo bien, Su Señoría quería centrar el debate en las normas mencionadas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero proponerle a la Sala aprobar las normas que ha indicado el señor Ministro, que vienen modificadas desde la Cámara de Diputados.



Se trata de los artículos 1, 4, 5, 25 y 31, para los cuales requerimos quorum especial.



¿Habría acuerdo en proceder de la forma propuesta?

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, nosotros estuvimos estudiando el trabajo realizado por la Cámara de Diputados y coincido con el señor Ministro en que cinco artículos fueron modificados más bien en un sentido correcto. 



Sin embargo, hay otros dos artículos que son más complejos. 



Sé que vamos a pronunciarnos en conjunto, pero quiero hacer una sola exposición.



Uno de ellos es el artículo 11, donde también quiero dejar constancia de que a su respecto hubo mucha discusión aquí, en la Sala del Senado. Yo, por lo menos, no lo voté a favor. 



O sea, a diferencia del resto de los temas, que quedaron aprobados, el artículo 11 es complejo; tiene que ver con el patrimonio del Fondo. 



Y el segundo transitorio también es un artículo que reúne cierta dificultad.



Entonces, propongo que votemos ahora en un sentido que nos permita ir a Comisión Mixta. Entiendo que ella se reuniría la próxima semana, en todo caso, porque nos referimos a asuntos complejos. Por lo menos, que no nos fuercen a ir a la Comisión Mixta ahora, porque eso sería un problema. Pero, en los términos planteados, podemos coincidir en tratar la iniciativa la próxima semana o cuando sea posible a los efectos de poder resolver este tema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votar de inmediato? 



Les recuerdo que requerimos quorum especial.
El señor BIANCHI.- Escuchemos al señor Ministro primero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, estoy de acuerdo y solo intervengo para precisar.



Me referí únicamente a los cinco artículos donde alcanzamos consenso. Nuestro interés es que, si los Senadores así lo estiman, se puedan aprobar hoy.



Pero respecto de los otros dos, que no tuvieron quorum en la Cámara de Diputados, esperamos que sean rechazados, para así forzar la formación de una Comisión Mixta que sesione la próxima semana.



Por cierto, como se me indica, el Senado los aprobó en su momento. 

El señor COLOMA.- Pero con votación dividida.

El señor PIZARRO.- ¡Con mayor razón!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Efectivamente, fue con votación divida.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en función del diálogo que siempre anima a esta Corporación, como muy bien decía el Ministro Undurraga, a lo que accedimos en la Cámara de Diputados, por expresa petición de la Oposición, fue a aclarar más que esto no se prestará para que el Estado de forma indirecta comience a construir -si lo quiere hacer así, debe hacerlo a través de una ley- y, asimismo, que no existirá ninguna forma de subsidio escondido.



Por eso se dice que el Fondo está obligado a tener, por lo menos, la rentabilidad del costo ajustado por riesgo. Si hubiese cualquier financiamiento adicional, debe ir, transparentemente, en el Presupuesto.



Todas son cosas que generalmente van a crear consenso.



Ahora, respecto de los temas que ya aprobó la Cámara de Diputados, y que se perdieron por un voto -porque son de quorum calificado-, cabe decir que, en verdad, son la esencia del proyecto.



Entonces, esperamos que en eso se insista a objeto de poder ir a una Comisión Mixta.



Gracias.

El señor COLOMA.- Está bien.

El señor DE URRESTI.- De acuerdo.

El señor WALKER (don Ignacio).- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece que demos por aprobadas las modificaciones que señaló la Mesa? 



--Por unanimidad, se aprueban las modificaciones de la Cámara de Diputados recaídas en los artículos 1, 4, 5, 25 y 31, nuevo, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional exigido, de que se encuentran presentes en la Sala 21 señores Senadores.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si les parece a las señoras Senadoras y los señores Senadores, se rechazarán las enmiendas a los artículos 11, letra a), y segundo transitorio. 



--Por unanimidad, se rechazan.
ESTABLECIMIENTO DE NUEVA INSTITUCIONALIDAD PARA EDUCACIÓN SUPERIOR
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior, con informe de la Comisión de Educación y Cultura y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.783-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 34ª, en 19 de julio de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 71ª, en 12 de diciembre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son los siguientes:


-Crear un Sistema de Educación Superior, que estará integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en la materia, así como por las instituciones de educación superior. Dicho sistema es de provisión mixta y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional.


-Considerar una nueva institucionalidad integrada por la Subsecretaría y la Superintendencia de Educación Superior y consagrar diversas modificaciones al actual Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, es decir, en materia de acreditación.


-Consagrar el financiamiento institucional para la gratuidad, disponiéndose al efecto que a él podrán acceder las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que cumplan con los requisitos señalados en la ley.


La Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana e Ignacio Walker.


Cabe tener presente que los artículos 7, letra e); 19, letra b), inciso primero, e inciso final; 33; 51, inciso primero; 81, números 1), 2), 4), 6), 8), 9), 24), 38) y 39); 118, números 1), 2), 3), 4), 5) y 6); y 119, número 14), permanentes, así como la disposición segunda transitoria tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.


El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 158 a 256 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.


Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, propongo abrir la votación, en cuyo caso mi discurso sería parte de la fundamentación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación manteniendo los tiempos?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.


En votación.


--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.
El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, este es uno de los proyectos más emblemáticos de la reforma educacional que hemos impulsado en los últimos años.



Quiero recordar que se partió con la Ley de Inclusión, aprobada el 30 de enero del 2015, después de un encendido debate. De ahí quedó una cuestión pendiente: la de los arriendos o las compraventas de los inmuebles por parte de los sostenedores privados. Eso se arregló en el último mes, contemplándose una mayor flexibilidad a ese respecto.



Después vino la carrera docente. Se invirtieron 2 mil 300 millones de dólares para prestigiar, dignificar la labor de nuestros profesores, del magisterio.



Existen 90 mil profesores de la educación pública que ya tienen, desde agosto, un aumento del 20, 30 por ciento de sus remuneraciones. El 2019, 100 mil profesores de la educación particular subvencionada también lo tendrán; a cambio, por supuesto, de normas de desempeño, de evaluación, de una verdadera carrera docente.



Después tratamos la iniciativa de ley sobre la nueva educación pública, para prestigiarla, porque muchas veces se nos ha ido quedando atrás. Se aprobó en esta Sala con una votación de 34 a 0.



Vino la educación parvularia. Estamos creando 70 mil cupos nuevos de salas cuna y jardines infantiles; creamos una Subsecretaría y una Intendencia de Educación Parvularia. Se trata de un reconocimiento oficial para las salas cuna y jardines infantiles.



Es decir, Ley de Inclusión, carrera docente, nueva educación pública y educación parvularia.



Creamos 15 centros de formación técnica, uno por región en el país; 2 universidades nuevas (estatales).



En ese contexto, el proyecto de ley sobre educación superior cobra mucho sentido; al igual que el referido a las universidades estatales, que está siendo despachado por la Cámara de Diputados, y que entrará pronto al Senado.


Eso, en cuanto al contexto.


Segundo. Esta iniciativa ingresó el 5 de julio del 2016.



En el caso del Senado, desde el 9 de agosto del año en curso, tuvimos cuatro meses (en ocho sesiones, con 38 invitados, incluidos 17 rectores) para formarnos una idea y lograr dos grandes acuerdos:



Primero, la necesidad de legislar: casi ningún invitado dejó de reconocer que se requiere una regulación, una normativa.



Y, segundo, una opinión muy mayoritaria, muy crítica, respecto de muchos de los contenidos de este proyecto. 



Recordemos que estamos en la votación en general, discutiendo los contenidos fundamentales de este proyecto. 



Aprovecho de pedir, señor Presidente, que se fije un plazo para presentar indicaciones hasta el 28 de diciembre.


De todos los aspectos que contempla la iniciativa (calidad, acreditación, institucionalidad, financiamiento) tiendo a pensar (esto se aprobó por unanimidad en la Comisión: 5 por 0) que lo que debiera ordenar esta pirámide es el concepto de la calidad de la educación superior; el concepto de la acreditación.



Se fortalece el Consejo Nacional de Acreditación, el sistema de acreditación, porque tiene incidencia en todo lo demás: la institucionalidad, el financiamiento, etcétera.



Señor Presidente, hay dos pilares fundamentales de este proyecto: institucionalidad y financiamiento institucional para la gratuidad.



Respecto de lo primero, los 38 invitados estimaron unánimemente que hay una subregulación, una falta de regulación, pero se advirtió sobre el peligro de una sobrerregulación, de pasar de un extremo a otro. 



Por lo tanto, conversamos con el Ministerio de Educación -aquí está su titular, la señora Adriana Delpiano- acerca de una minuta, ya presentada en la Comisión, donde se recoge parte muy importante de tales observaciones, para alivianar, mejorar, perfeccionar el entramado burocrático administrativo institucional, que era y sigue siendo muy pesado en el proyecto y puede ahogar las energías creadoras del sistema de educación superior.



Por eso, en la minuta se plantean nuevas normas sobre la Subsecretaría de Educación Superior. Esta ya no regirá verticalmente el sistema, sino que colaborará en la coordinación, en la plataforma informática, por ejemplo, del mecanismo de admisión, de acceso, el cual estará principalmente en manos de los propios establecimientos de educación superior y de unos comités técnicos que se crearán para tal efecto, a fin de evitar cualquier discrecionalidad.



Entonces, estando de acuerdo en la creación de una Subsecretaría de Educación Superior, habrá nuevas normas para impedir que esta ahogue las energías creadoras a que aludíamos. No me voy a referir en detalle a ellas, las cuales serán propuestas a través de indicaciones que se presentarán dentro de un plazo que nosotros estamos proponiendo que se extienda hasta el 28 de diciembre.



En el caso de la Superintendencia de Educación Superior, es evidente que hay mucho control burocrático administrativo vertical, bajo el amparo de la fiscalización, que es necesaria, especialmente para el uso de los recursos públicos destinados a dicho nivel de enseñanza. Aquí se elimina, por ejemplo, el informe sobre viabilidad financiera de las instituciones, prefiriéndose una auditoría externa. 



También se contemplan diversas garantías en beneficio de las instituciones de educación superior, como la facultad de ingresar a los establecimientos y el acceso a documentos, libros, antecedentes, etcétera;  lograr, sobre todo, una organización institucional más adecuada a su contexto y realidad regional, respetando, en el fondo, la autonomía de las instituciones (menciono, por ejemplo, a la Universidad de Concepción y la Universidad Austral), a objeto de que puedan mantener su actual forma organizativa, y, en general, que cada institución pueda definir sus órganos de gobierno dentro de los parámetros generales que consagra la normativa.



En cuanto a la acreditación institucional, que es como el vértice de la pirámide que le da sentido a este proyecto de educación superior, se establecen niveles de acreditación institucional y criterios y estándares de evaluación, y se mantiene la obligación de acreditar todas las dimensiones, salvo la dimensión de generación de conocimientos, creación y/o innovación, que solo será obligatoria para obtener la acreditación de excelencia en su nivel más alto. Esto tiene influencia y significación tanto para la acreditación como para el financiamiento del arancel regulado, de manera que no sea un problema, un castigo para el que investiga, el que innova, el que crea, sino un premio en materia de acreditación y de financiamiento a través del arancel regulado.



Finalmente, respecto del financiamiento institucional para la gratuidad, se perfecciona la regulación de vacantes, el arancel regulado -ya lo he dicho-, incorporando el criterio de investigación, etcétera.



Quiero expresarlo con mucha claridad: aquí hay artículos permanentes y artículos transitorios. 



En los permanentes se establecen ciertos parámetros desde el punto de vista de la carga tributaria que el país pudiera alcanzar, a propósito del crecimiento económico, en los años o décadas que vengan por delante. Y los transitorios van a ser, digo yo, la realidad permanente de esta iniciativa: un mix de gratuidad, becas y créditos.



La gratuidad ya alcanza este año al 23 por ciento de toda la matrícula de la educación superior (260 mil de un millón 200 mil alumnos), y el 2018 llegará, en virtud del Presupuesto, al 30 por ciento, cubriendo a quienes se hallen dentro del 60 por ciento de menores ingresos.



El que no tenga gratuidad -yo siempre hablo de “gratuidad para el que la necesita”-, accederá a becas: Gómez Millas y Bicentenario, en el ámbito universitario, y Nuevo Milenio, para los CFT e IP, como el DOUC e INACAP. 



Y el que no tenga gratuidad ni becas, podrá postular a un crédito, con la nueva modalidad que estamos implementando. A cientos de miles de alumnos se les aplica una tasa de interés de 2 por ciento; la deuda se paga solo si el egresado se encuentra trabajando, y la cuota no rebasa el 10 por ciento de su ingreso.



Por lo tanto, los artículos transitorios son para los próximos años y décadas. Claro, si algún día llegamos a ser Dinamarca, con una carga tributaria del 30 por ciento del producto, es evidente que las nuevas generaciones, nuestros nietos, establecerán otras normas. Pero, por ahora, lo que instauran los artículos transitorios, que van a ser lo permanente, no es la gratuidad universal, sino una gratuidad en la medida de lo posible, a través de un mix de gratuidad, becas y créditos. Durante los años y las décadas que vengan, dependiendo de los parámetros de crecimiento y de la carga tributaria, ese será el régimen aplicable. 



Los artículos permanentes consagran una cuestión más bien programática, de aspiración. 



Me parece que es una buena solución.



Termino, señor Presidente, manifestando que ojalá se apruebe al final un plazo para presentar indicaciones hasta el 28 de diciembre.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, creo que hemos llegado a uno de los momentos más trascendentales del profundo proceso de reforma educacional que ha llevado adelante el Gobierno de la Presidenta Bachelet. 



Pocas materias son tan importantes para nuestra sociedad, para cada uno de sus ciudadanos, para cada una de las personas, como esta.



Como señaló el Presidente de la Comisión de Educación, quien expuso sobre un panorama bastante amplio, es imposible no referirse a ese contexto e ignorar los 70 mil cupos de la educación preescolar o parvularia, que incentiva, motiva, despierta habilidades y que es tan necesaria en los primeros tres años de vida.



Cómo no pensar en la carrera docente, donde, finalmente, hemos tratado de devolverles la dignidad y una mejor remuneración y reconocimiento a nuestros profesores.



Cómo no pensar, pese a la campaña intensa que se hizo en contra, en lo que va a significar que de aquí en adelante 2 millones 800 mil familias no se vean obligadas al copago.



Y aquí quiero hacer un paréntesis, señor Presidente.



No logro entender -me ha tocado escucharlo en más de un debate- al candidato Sebastián Piñera, quien afirma, una y otra vez, que el que no paga no tiene compromiso, o tiene menos compromiso, para ser más exacta y fidedigna. Lo dijo en Tolerancia Cero y lo repitió en otra oportunidad. 



Me parece un profundo error. Y, más que error, marca la mirada que existe cuando se piensa en la forma y los parámetros de la educación: más que considerarla un derecho social, más que verla como un derecho que debiera estar garantizado, más que estimarla como algo cuyo acceso debería asegurar el Estado, existe una mirada mercantilista según la cual, al parecer, solo el que paga, solo el que pone dinero está más comprometido con la educación. 



Eso lo considero un insulto a las familias más vulnerables, a las familias de sectores medios -a las que a algunos miembros de la Oposición y al candidato presidencial de ese sector les gusta tanto mencionar-, que ganan menos de 500 mil o 600 mil pesos. 



¿Qué pueden hacer padres con tres hijos que desean ponerlos en una escuela particular subvencionada cuyo copago puede ir desde los 20 mil hasta los 84 mil pesos?



¡Hasta cuándo se va a seguir discriminando a la gente colocándola en el parámetro del pago!



Esa es una de las realidades. 



En definitiva, más allá de las dificultades que hubo y que finalmente se aclararon con respecto a la transición de los colegios particulares hacia sin fines de lucro, ahora estamos liberando del pago a más de 2 millones 800 mil familias, las cuales tendrán libertad para escoger dónde poner a sus hijos, pero no por el dinero. Es el gran paradigma que hemos intentado establecer en esta reforma y que a veces ha sido manipulado, distorsionado o poco comprendido, pero que es muy trascendente, porque representa una mirada diferente. 



Por lo mismo, tenemos que decir que ahora estamos dando un paso aún mayor, llegando, por fin, al nivel de la educación superior.



Estas inquietudes nacieron con el primer movimiento que hubo, conocido como el de los “pingüinos”, y siguieron después, con las irrupciones masivas en las calles los años 2011 y 2013. 



Debemos reconocer que fueron los estudiantes los que pusieron la demanda de la gratuidad, la demanda por mejorar la calidad de la educación superior, y la demanda de hacernos cargo, como Estado, de algo que no éramos capaces de regular y fiscalizar, porque, a diferencia de la educación básica, el lucro está prohibido en las instituciones de educación superior.



Aunque no fuimos capaces de detectarlos a tiempo, todos sabíamos que se cometían abusos, que había falta de transparencia. En este país se decretó un libertinaje -porque ya no era libertad- respecto de la educación superior, que llevó a la existencia de muchos planteles que no reunían condiciones universitarias, que no cumplieron jamás con los requisitos, con la acreditación, con el rigor que debe caracterizar a una institución de este tipo. Simplemente, era gente que vio la posibilidad de lucrar, de generar excedentes y que no se preocupó de lo demás.



Por eso, la demanda estudiantil nos hizo ver, con toda razón, que había llegado el momento de legislar sobre la materia.



Y aquí voy a hacer otro paréntesis.



Yo espero que en la discusión particular nos hagamos cargo de la sanción para aquellos que, a pesar de esta nueva regulación, de la creación de la Superintendencia y de las normas establecidas, insistan en operaciones poco transparentes, relacionadas de alguna manera con terceros, que les permitan generar un lucro indebido. La idea es que, si hay excedentes, estos se inviertan en el proyecto educativo. La educación, en realidad, es una vocación: no es para ganar dinero y no debiera ser ese el horizonte. 



Digo lo anterior porque me parece que la sanción que se contempla para este delito es insuficiente. Considero que tres años no son disuasivos para quienes quieran continuar con prácticas que han venido realizando por largo tiempo. 



Desde ya se lo planteo a la señora Ministra, que nos acompaña hoy día en la Sala, para que se recoja como observación junto a las muchas que ya se han formulado, de manera de poder cambiar aquello.



Esto no ha sido fácil. Quiero recordar la historia. Cuando aprobamos por primera vez la gratuidad en el Presupuesto, la Derecha se opuso, nos llevó al Tribunal Constitucional y casi nos quedamos sin gratuidad. ¡No podemos olvidarlo!



Y yo me alegro de que hoy, a escasos días de una nueva elección presidencial, el candidato de la Oposición haya cambiado de opinión.



Aquí está presente el Senador Ossandón, quien condicionó su apoyo a un cambio en el concepto y el criterio de abordar la educación y la gratuidad.



Si la necesidad de contar con más respaldo y de superar el magro resultado de la primera vuelta (36 por ciento) ha obligado a ese candidato a recibir estas nuevas orientaciones, a cambiar su planteamiento en 180 grados, ¡enhorabuena para nosotros! Porque a mis queridos colegas les voy a decir algo más: si hay un legado de la Presidenta Bachelet que será recordado históricamente en el país, va a ser su concepto de gratuidad, que es, en el fondo, entender la educación como un derecho social garantizado, no como un bien que debe ser transado en el mercado, ni como un bien mercantilista que obligue al estudiante a llegar solo hasta donde el bolsillo se lo permita, manteniendo a su familia angustiada y al egresado con 15 años de deuda. 



Por eso, quiero recordar que nos llevaron al Tribunal Constitucional y casi nos quedamos sin gratuidad, pero que, con perseverancia y persistencia, este Gobierno ha insistido en establecer la educación como uno de sus pilares fundamentales. Y me alegro de ello, porque sé que de ahora en adelante la mirada será distinta.



¡Cómo no me voy a alegrar si hoy día casi 257 mil familias no están pagando la educación superior de sus hijos! Es algo tremendamente importante. En la Región de Valparaíso 31.992 estudiantes, representativos del 12,4 por ciento a nivel nacional, no pagan. 



Y, aunque no forma parte de este proyecto pero sí de la reforma educacional, también quiero recordar la creación de quince centros de formación técnica -uno por cada región- y de dos universidades donde no las había: O´Higgins y Aisén. 



Esta va a ser la herencia de la Presidenta Bachelet, que será recordada por muchos años.



Y algo más. 



La creación de quince nuevos CFT habla de que también hemos entendido que a la educación técnico-profesional hay que darle el estatus y las condiciones necesarias para transformarla en una excelente alternativa, que les permita a los estudiantes conectarse con sus regiones y obtener alta empleabilidad. 



Y esta es, igualmente, una de las miradas que a este país le hacían mucha falta, porque no todo se debe resolver a través de la educación universitaria.

 

Hay que dar más oportunidades y, sobre todo, insistir en lo que este proyecto, por fin, pretende garantizar: más calidad, en la medida en que las instituciones estén acreditadas. 



Debemos fortalecer el sistema de acreditación, de modo que no haya arbitrariedad, que no se repitan los delitos que se perpetraron en el pasado o incluso el lobby que se aceptaba. La acreditación debe ser muy seria, muy rigurosa, muy profesional, porque es la garantía que tienen los padres de que están enviando a sus hijos a estudiar a una institución de calidad, que ofrece una formación que el día de mañana les permitirá ser profesionales que aporten no solo a sí mismos, sino también a sus familias.



Por lo tanto, espero que culminemos con éxito un proceso que aún está pendiente, pues debemos seguir trabajando con las universidades públicas, a las cuales debemos darles, de una vez por todas, el impulso que merecen y que necesitan después de haber sido tan maltratadas durante tantos años.



Voto que sí.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a la delegación de la Escuela Escuadrón, de Coronel, que hoy nos acompaña en el Senado.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)-------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, tiene la palabra la Senadora señora Von Baer, para fundamentar su voto.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, hace ya bastante tiempo existe un consenso transversal en cuanto a que es de vital importancia para Chile contar con una nueva normativa que regule nuestro sistema de educación superior. Pero esta debe avanzar en la dirección correcta, con una visión que se haga cargo de los desafíos del futuro, sin afectar la igualdad de los estudiantes, discriminándolos arbitrariamente, sin atentar -y esto es muy importante- contra la autonomía de las instituciones de educación superior, y sin limitar indebidamente la libertad de enseñanza. 


El proyecto, tal como viene de la Cámara de Diputados, da cuenta de una sobrerregulación que -ya lo dijo el Presidente de la Comisión y fue una preocupación planteada transversalmente por distintos rectores y personalidades que escuchamos en dicho organismo- puede limitar fuertemente la autonomía universitaria y la libertad de enseñanza, por lo que incluso -si el texto queda tal como está- estaremos frente a eventuales vicios de inconstitucionalidad que, obviamente, deben ser subsanados si queremos avanzar de manera correcta en esta iniciativa.



Al inicio de la discusión en la Comisión de Educación, nosotros esperábamos un debate con altura de miras y una visión de Estado que le permitiera al Gobierno rectificar todo aquello del proyecto que afecta los derechos de las familias y de los estudiantes vulnerables, así como, sobre todo, el derecho de las instituciones a contar con un proyecto educativo diverso y autónomo.



Pues bien, señor Presidente, ese llamado fue acogido por el Gobierno y por la Ministra del ramo. Por eso, antes de la votación de la idea de legislar en la Comisión, ella dio cuenta de una serie de modificaciones que serán ingresadas por el Ejecutivo durante la discusión particular y que nosotros consideramos que, en general, apuntan en la dirección correcta, para resguardar los conceptos antes mencionados y subsanar la mayoría de los problemas advertidos transversalmente por casi todos los expositores en dicho órgano técnico.



En este sentido, el Gobierno se comprometió:



1) A terminar con la sobrerregulación del sistema, eliminando, por ejemplo, la posibilidad de que sea la Superintendencia la que determine algo tan vago y discutible como la viabilidad financiera de las instituciones, la cual se establece como causal para dar lugar a la administración provisional e incluso al cierre de las instituciones de educación superior. El Gobierno señaló que eliminará esta causal.



2) Incluir contrapesos a las nuevas facultades de la Subsecretaría, las cuales van a ir reduciendo su excesiva discrecionalidad en el Sistema Único de Acceso. La decisión sobre la pertinencia y la idoneidad de los programas e instrumentos de admisión ahora quedará a cargo de los comités técnicos y no de una autoridad política.



Asimismo, el Gobierno eliminará el rol de la Subsecretaría como órgano rector de todo el sistema, lo cual evidentemente afecta la libertad de enseñanza y la autonomía de las universidades, tal como fue planteado por todos los expositores en la Comisión.



3) En este sentido, además, el Gobierno se comprometió a consagrar una garantía explícita referida a que tanto la determinación de los requisitos de admisión a cada plan o programa de estudios como la selección de los postulantes serán siempre efectuadas por las instituciones de educación superior.



4) También se reducirá la regulación en la estructura jurídica de las instituciones de educación superior privadas para no afectar su autonomía y para que estas puedan alcanzar una organización institucional más adecuada a su contexto y realidad regional. 


Para mí, como Senadora de la Región de Los Ríos, lo anterior resultaba absolutamente crucial para prestar nuestra aprobación al proyecto, porque esta regulación afectaba directamente a la Universidad Austral  y a la de Concepción. De esta manera, la primera podrá mantener, según el compromiso que asumió la Ministra, su actual forma organizativa.



5) Se adecúa la definición de personas relacionadas a los estándares vigentes en la Ley de Mercado de Valores y de Sociedades Anónimas. Así, el grado de consanguineidad pasa de tercero a segundo, y el porcentaje de participación de las personas jurídicas de 5 a 10 por ciento, permitiendo de este modo que las instituciones de educación superior adopten una forma más flexible en su forma de relacionarse con las demás universidades.


6) Además, el Gobierno se comprometió a incorporar un procedimiento que permita la celebración de operaciones prohibidas, siempre que la Superintendencia apruebe previamente un mecanismo de resolución de conflictos de interés, propuesto por la propia institución de educación superior.



7) Finalmente, el Ejecutivo señaló que mantendrá la obligación de acreditar todas las dimensiones, pero excluyó la de generación de conocimiento, creación y/o innovación (investigación), que solo será obligatoria para obtener la acreditación de excelencia, que es la más alta del sistema. 


Con eso se transparenta el sistema, sin obligar a que todas las universidades deban ser complejas y se reconoce a las llamadas “universidades docentes”.



Todos estos compromisos, adquiridos por escrito por la Ministra de Educación, nos han llevado a entregar nuestro voto favorable a la idea de legislar. 


En consecuencia, votamos a favor de una nueva Ley de Educación Superior, sabiendo que aún existen diferencias que deben ser debatidas en las próximas semanas en la Comisión de Educación durante la discusión en particular con el objeto de subsanar los problemas que aún quedan pendientes.



Nosotros agradecemos la flexibilidad y la apertura del Gobierno, porque creemos que nos van a llevar a una mejor regulación del sistema de educación superior.



Sin embargo, como señalé, aún hay temas muy importantes que se encuentran pendientes, de los cuales solo mencionaré algunos -son más-, pues no me alcanza el tiempo. 



Debemos modificar todas las normas referentes a los principios del sistema de educación superior a fin de no alterar por esta vía lo que ya legislamos en la Ley General de Educación, principalmente aquello que dice relación con un principio tan sensible como la autonomía de las universidades.



De otro lado, debemos cuestionar si realmente es necesario crear una Subsecretaría de Educación Superior, lo cual aumentaría innecesariamente el aparataje estatal y, además, convertiría a este organismo en un agente relevante para la fijación de los aranceles, en vez de ser una instancia técnica. Una amplia mayoría de los expositores y de los rectores plantearon que su creación es innecesaria.



También debemos discutir si precisamos un marco de cualificaciones, el que ha sido transversalmente criticado por tratarse de un concepto no arraigado en nuestra cultura, que da cuenta de cierta ambigüedad y abre la puerta para estandarizar el sistema de educación superior, afectando la diversidad y la autonomía de las instituciones. Ello constituye un germen de vulneración a la libertad de enseñanza y, sobre todo -esto es lo que a mí más me preocupa-, a la autonomía.


Asimismo, debemos revisar el sistema de acceso que propone el Gobierno para no restar autonomía a las universidades, tal como lo han sostenido transversalmente todos los actores.



Finalmente, resulta muy importante señalar que este proyecto no consagra -como se ha dicho- la gratuidad universal, sino que, como sostuvo el Senador Ignacio Walker, solo garantiza una gratuidad en la medida de lo posible.



En efecto, según los cálculos expuestos en la Comisión, sobre la base del texto del proyecto de ley del Gobierno, recién en once años más se aumentará del 60 al 70 por ciento, en circunstancias de que hoy día estamos en el 23 por ciento de la matrícula. Para llegar al 90 por ciento más vulnerable se demorará por lo menos, ¡por lo menos!, setenta años más.



Señor Presidente, otro problema de esta iniciativa es que regula con un espejo retrovisor: mira hacia el pasado y no hacia los desafíos futuros de nuestro sistema de educación superior. 



Y, por último, una reflexión final.



Ojalá los esfuerzos para financiar la educación superior sean de la misma intensidad cuando tengamos que preocuparnos de aquellos que no marchan: los niños de Chile en educación preescolar y escolar, y, sobre todo, nuestros adultos mayores por sus pensiones.



Gracias a la apertura de la señora Ministra...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Dispone de un minuto más.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Para finalizar, en atención a lo anterior y valorando y reconociendo los compromisos adquiridos por escrito por la Ministra, los cambios comprometidos para el proyecto y las posibilidades de avance que vemos para contar con una Ley de Educación Superior mucho más flexible y respetuosa de la autonomía de las universidades, votamos a favor de la idea de legislar.


He dicho.
)------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a los alumnos del Colegio Jorge Prieto Letelier, de Peñalolén, que hoy día nos acompañan.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, para todos aquellos que estamos hoy día acá y para los que han formado parte de este debate no cabe duda alguna de la necesidad que existe en nuestro país de impulsar una reforma a la educación superior después de 36 años.



Y esto no tiene que ver con razones ideológicas ni económicas, sino con la necesidad de hacerse cargo de la realidad de un Chile que cambió.



La educación superior es central para el desarrollo, para determinar cómo asumimos los desafíos futuros del país; para su crecimiento económico; para su desarrollo social; para una mejor distribución del ingreso y de las posibilidades que tienen la población, las familias, los jóvenes, la participación, la cultura, la justicia, la inclusión, la innovación, las ciencias, las artes.



No cabe duda alguna de que la educación superior es la medida del desarrollo de Chile.



Sin embargo, este proyecto, cuya idea de legislar hoy día estamos votando, no es esa reforma.



Con esto quiero ser clara en cuanto al desafío que tenemos en materia de discusión legislativa y reconocer la importancia de lo que hoy día estamos votando, toda vez que, de alguna manera, es un paso necesario, imprescindible, previo para llevar adelante esa reforma más profunda.



En definitiva, uno podría decir que este proyecto es como servir la mesa: establece el ordenamiento, el funcionamiento, el financiamiento de la estructura de los servicios necesarios para dar un paso siguiente.



Eso estamos planteando acá desde las distintas estructuras que consagra la iniciativa, como la Subsecretaría de Educación Superior; las instancias de acreditación; los mecanismos para fiscalizar el buen uso de los recursos públicos; el establecimiento de la gratuidad, tal como se ha planteado en la Sala; el cómo entregamos atribuciones y recursos que nos permitan ordenar, aclarar los caminos, ajustar normas y resolver tensiones que es evidente que hoy día existen y que hemos visto: cómo se ha instalado el lucro, vulnerando las limitaciones al respecto, y cómo todos los jóvenes de nuestro país pueden tener acceso a desarrollar sus talentos.



Sobre ese debate, al que hoy día estamos llamados, entiendo que en la discusión particular hay todavía, además de los compromisos que asumió la Ministra y que se han reiterado en la Sala, mucho por hacer.



Por eso a mí me gustaría plantear al menos dos principios que me parece fundamental dejar establecidos en esta mesa que hoy día estamos ordenando, y que no han sido identificados con suficiente claridad.



El primero tiene que ver con la realidad de un país diverso, que de norte a sur, pasando por el centro, requiere el fortalecimiento de su identidad.



Me refiero al desarrollo regional como un principio positivo que tiene que quedar consignado en los artículos iniciales del proyecto de ley.



Eso guarda relación no solamente con cómo se potencian las universidades regionales y no se las castiga con aranceles regulados que no necesariamente reconozcan la composición del alumnado que accede a ellas, sino también con cómo estas se transforman en polos de desarrollo. Esto tiene que ver con la fortaleza del territorio; con su vinculación a la labor de la universidad; con la posibilidad de la formación de docentes a través del intercambio nacional e internacional; con las pasantías para alumnos y profesores; con la investigación y con el reconocimiento de cómo se generan efectivamente espacios para la creación y la innovación, a fin de que las universidades se vayan diferenciando, y, en definitiva, esta diferenciación en nuestros territorios sea una ganancia para el desarrollo del país.



En segundo lugar, cuando hablamos de educación, me parece fundamental el principio del compromiso cívico y social.



Hemos centrado el debate en el derecho a la gratuidad. Y todos reconocemos cómo lo instalaron los jóvenes: movilizándose en las calles. Es un principio que llega para quedarse, que se ha matizado, por supuesto, y discutido respecto a su financiamiento. ¡Pero ya nadie duda de cómo fue instalado!



Yo creo en una sociedad no solo de derechos, sino también de deberes.



Y ese es un principio que debe quedar establecido en el proyecto de ley.



Esto tiene implicancias prácticas. Por ejemplo, parte de lo que hemos construido como propuesta es que un alumno favorecido con gratuidad en educación superior, una vez terminada su carrera -en buena hora que lo haga-, se desempeñe durante un año en el Servicio País, en una comuna rural, en una localidad donde se requiera un profesional. Es decir, que de alguna manera sea parte de su formación el estar en contacto con una realidad que le entregue un sentido adicional a contar con una carrera: el aporte al país.



Me parece que ese es un principio que debe quedar consignado no solamente en la formación de pregrado, sino también en la de posgrado.



Para estudiantes de posgrado, en que el Estado ha financiado su educación -y me parece muy bien, además, que eso se haga y se potencie-, no debería presentarse el problema de que una vez que regresen al país con su grado de doctor no tengan dónde trabajar.



Asimismo, previamente ellos deberían definir a qué región van a volver a realizar su aporte (en un centro universitario), y su tesis tendría que estar relacionada con los desafíos existentes, por ejemplo, con el desarrollo de energía solar, en el norte; o con temas de conservación, en el sur; o con cómo tener mejores ciudades. De alguna manera, esos deberían ser recursos que estén a disposición de un fin, en que tengamos una mirada equilibrada de derechos y deberes.



Por lo tanto, el principio positivo del desarrollo regional y el compromiso cívico y social son dos elementos que tienen que incorporarse.



Un segundo punto que me gustaría destacar es que si hablamos de un sistema de educación superior es imprescindible darle más fuerza a la educación técnico-profesional.



Aquí se contempla una estrategia nacional de formación técnico-profesional y una unidad de coordinación.



Sin embargo, me parece que la educación técnica sigue siendo el pariente pobre de la educación. Es como si se pensara que todo el sistema apunta a que los jóvenes deben llegar a ser universitarios y las carreras profesionales son el único camino.



Creo que tenemos que revalorar la educación técnica. Esta tiene que recuperar un sitial que, además, es imprescindible para la existencia del capital humano necesario para asumir los desafíos de futuro.



No pienso en una educación de segunda categoría, sino, muy por el contrario, en la lógica de una formación continua, de la trayectoria de vida de una persona, y en cómo contar con una educación técnica relacionada con lo que hacen los jóvenes en la educación media (pensando mucho más en la experiencia alemana de la educación dual, que conocimos), que efectivamente entregue las mejores herramientas para acceder a un trabajo y para aportar a las necesidades del territorio.



En tal sentido, debemos sostener una discusión sobre el rol de los centros de formación técnica -materia que aprobamos en este Parlamento-, ya que no tiene sentido que compitan con la oferta privada.



Así no es como entiendo el rol del Estado, sino como una instancia articuladora en la lógica del fortalecimiento de la educación técnica en las trayectorias de vida, de la vinculación de la educación técnica con el mundo secundario, de la necesidad efectiva de mano de obra calificada y de los desafíos en cada una de las regiones.



Al respecto, creo que tenemos que avanzar, primero, en garantizar la gratuidad para el cien por ciento de los alumnos de la educación técnica, pero mirado desde la lógica de cómo avanzamos en aumentar los años de educación obligatoria; y que esto sea un paso que les permita a muchos seguir después una carrera universitaria, pero a otros, no. Algunos continuarán, incluso, perfeccionándose.



Ahí tenemos un ejemplo más de cómo no está contemplada la formación posterior en carreras tecnológicas. Respecto de la educación universitaria siempre pensamos en doctorado, en magíster, pero no así con relación a la educación técnica, donde se requiere, sobre todo si pensamos en un mundo donde el incorporar la tecnología y su desarrollo es fundamental para los desafíos futuros.



Creo que en materia de educación técnica tenemos bastante que hacer en la discusión particular del proyecto. Y aportaremos, sin duda, con indicaciones en esa línea, entendiendo, tal como lo señalaba inicialmente, que este ordenamiento que hacemos hoy día es un paso previo, indispensable, para lograr la educación superior necesaria para nuestro país.



Y, solo a modo de titular, señalo también la necesidad de generar espacios de creatividad, de innovación, que tienen que ver con la autonomía.



Existe el compromiso de no caer en la sobrerregulación. Sé que esta es necesaria (más bien, la vigilancia, la fiscalización). Sin embargo, espero que no signifique que pesen más las herramientas de control que la existencia de una educación superior que sea un motor de pensamiento, de generación de conocimientos, de generación de capacidades para el desarrollo de nuestro país.



Con gusto, voto a favor de este proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sus Señorías, tomando en cuenta la hora de término de la sesión, ¿habría acuerdo para que la fundamentación de voto fuera por cinco minutos?

El señor QUINTANA.- ¡No! Estamos en la discusión en general.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, continuamos.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar al Gobierno, porque estamos ampliando una de las políticas públicas más importantes de los últimos años.



La educación es la principal herramienta de movilidad social. Y si el Gobierno se ha fijado como objetivo reducir la desigualdad, qué mejor entonces que ampliar la posibilidad de que más jóvenes tengan acceso a la educación superior.



En estos días se ha planteado una discusión respecto de los elementos cuantitativos: los costos de los programas, los verdaderos beneficios, en fin.



Por eso, creo importante ponerle cifras, números a lo que el Gobierno está haciendo y a lo que deberemos seguir haciendo en el futuro.



En este año, 262 mil 160 estudiantes han accedido a la gratuidad o han renovado su acceso a ella. De estos, 93 mil 327 son jóvenes que ingresaron este año a la educación superior, y 54 mil 713 son alumnos que ya cursaban alguna carrera.



El total de beneficiarios representa al 25 por ciento de toda la matrícula de pregrado. Para decirlo de otra forma: hoy, 2017, uno de cada cuatro estudiantes de educación superior ya estudia sin pagar matrícula o arancel.



Qué distinto es esto, ¿no? ¡Qué diferente es a lo que ocurría hasta hace algunos años!



Desde el punto de vista de la distribución, de los 262 mil estudiantes favorecidos con la gratuidad el año 2017, 93 mil 535 jóvenes (es decir, un 35,7 por ciento) están matriculados en un centro de formación técnica o en un instituto profesional, mientras que un 64 por ciento lo está en universidades.



Eso habla de que la mirada no solo tiene que ser puesta en quienes desean estudiar carreras profesionales, sino también en aquellos que legítimamente quieren cursar carreras técnicas.



¡Por Dios que es importante para nuestro país perfeccionar a nuestros jóvenes en carreras técnicas!



Hoy día el desarrollo de la tecnología y los avances en innovación, en investigación, en robótica exigen capacidades técnicas que un aula universitaria no entrega, pero que sí puede dar un instituto profesional o un centro de formación técnica.



Los números nos revelan que más de la mitad de los jóvenes de primer año beneficiados con la gratuidad pertenecen al sector técnico profesional, lo cual resulta tremendamente importante.



Señor Presidente, considero de gran relevancia señalar también que la gratuidad no es exclusiva para aquellos alumnos con vulnerabilidad social. Por cierto, en este momento estamos hablando de los segmentos más pobres de nuestro país. Pero también en estos segmentos se está exigiendo reunir requisitos de ingreso, es decir, talento y esfuerzo.



¡Qué distinto sería Chile si existiera un sistema discriminatorio por talento y esfuerzo y no por plata!



Hoy día estamos avanzando hacia allá: no solo damos gratuidad a quienes socialmente la necesitan, sino también a aquellos que, requiriéndola, poseen talento y esfuerzo. Son premiados el talento y el esfuerzo.



¡Qué relevancia tiene esto!



¡Es muy importante!



Un señor dijo por ahí que quien paga tiene mayor compromiso.



Le quiero responder, no con discursos, sino con cifras objetivas. Como a este caballero le gustan las cifras, veamos qué nos dicen las cifras.



Puedo afirmar en esta Sala que los jóvenes beneficiados con la gratuidad son más comprometidos que aquellos que no la tienen. El nivel de deserción de ellos es menor que el de aquellos que no tienen gratuidad.



Sepa usted, señor Presidente, que este año la retención de los estudiantes que cuentan con gratuidad fue de 86,8 por ciento -es decir, casi 9 de cada 10 se mantienen-, mientras que entre aquellos que estudian sin gratuidad la retención fue de 79,2 por ciento.



Este elemento es cuantitativo, objetivo.



Pero también hay uno subjetivo.



En mi zona, en las Regiones del Biobío y de Ñuble, me ha tocado compartir con beneficiarios de la gratuidad y sus familias.



No se imagina, señor Presidente, su nivel de compromiso con el buen rendimiento, pues saben que esta es la primera oportunidad, y quizás la última, que tienen para salir de la condición de pobreza.



Hablo de esa hija de una temporera de la comuna de Coihueco, cuya madre jamás en la vida pensó que un hijo suyo cursaría la enseñanza técnica o profesional y que hoy ve cómo esa joven estudia en una universidad. Ante esto uno dice: “¡Por Dios que es importante!”.



Se le está cambiando la vida a la gente.



Tenemos un desafío relacionado con la lejanía de ciertas zonas, pues la gratuidad en el pago del arancel y de la matrícula no siempre es suficiente. Porque también hay que cubrir gastos de traslado o de alojamiento a quienes deben viajar desde el mundo rural a la zona urbana.



Sin embargo, ¡por Dios que es importante lo que estamos haciendo!



Es destacable que la Presidenta de la República también haya tenido la valentía de impulsar la gratuidad a instituciones sin fines de lucro. Porque la tentación, y la presión de algunos, apuntaba a que el beneficio abarcara a todas las entidades educacionales. Pero lo que no queremos es que estos recursos que todos los chilenos estamos aportamos para la gratuidad se destinen a algunas instituciones que impulsarán un negocio inmobiliario.



Es muy importante que cada peso que se gasta en gratuidad se invierta en calidad de la educación.



Desde el punto de vista de la descentralización, en 2017, 62,5 por ciento de los beneficiarios de la gratuidad corresponde a jóvenes que estudian en regiones distintas a la Región Metropolitana. Es decir, más de 6 de cada 10 jóvenes que accedieron al beneficio no viven en la Capital, lo cual es tremendamente importante.



Me felicito de haber votado a favor, ya que 14,2 por ciento del total de beneficiarios -es decir, 37 mil 183 estudiantes- pertenece a las actuales Regiones del Biobío y de Ñuble.



Es de gran trascendencia dar oportunidades a jóvenes de regiones.



Ahora tenemos que pasar al segundo nivel: descentralizar dentro de las regiones, sobre todo a los sectores más rurales.



Adicionalmente, la gratuidad ha favorecido a 2 mil 642 jóvenes con discapacidad y a mil 831 extranjeros.



¡Qué importante es incluir a través de la educación en momentos en que se discute sobre inmigración e inclusión!



Aquí está la inclusión: 2 mil 642 jóvenes con discapacidad fueron beneficiados con la gratuidad.



¡Qué importante es eso!



A partir de este año los hijos de 27 mil 250 familias que estaban endeudadas con el CAE pasarán a estudiar gratis. Es decir, dejarán de endeudarse para estudiar.



¡Eso también es muy relevante!



Señor Presidente, 35,9 por ciento de los beneficiarios de la gratuidad proviene de un colegio municipal.



¡Qué importante resulta eso cuando gran parte de la sociedad chilena estudia en la educación pública!



¿Qué sucede en materia de proyección?



Actualmente, los beneficiarios provienen de familias que pertenecen al 50 por ciento de la población con menores ingresos. Tenemos que avanzar hacia el 60 por ciento, lo cual implica pasar a un ingreso per cápita familiar ubicado entre 180 mil y 230 mil pesos. Para decirlo de otra forma: los hijos de familias conformadas por 4 personas cuyo ingreso total llegue hasta 920 mil pesos podrían estudiar gratis. Así, la hija de profesores y aquella cuyo padre es comerciante también estudiarían gratis.



¡Qué tremendo beneficio!



Señor Presidente, considero muy relevante lo que estamos haciendo hoy. Felicito al Gobierno de la Presidenta Bachelet. Es importante que la gente sepa cuánto estamos avanzando.



Encantado voto a favor de la idea de legislar respecto de este proyecto, pues me parece que es la mejor herramienta de movilidad social.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto viene a coronar una reforma al sistema educativo en Chile que comenzó con fuerza durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet. Y al término de su mandato vemos cómo se ha cumplido una quimera, un sueño para la sociedad chilena.



Estamos definiendo como indispensable el rol del Estado en materia de educación.



Lo que se decidió, y que votará el Congreso, es la gratuidad universal. Esto tiene que ver con cómo garantizamos calidad en la educación superior.



Ello, sin perjuicio de las otras reformas aprobadas por el Parlamento y que ya se encuentran en proceso, relacionadas con el acceso a la educación prebásica, a la educación parvularia, a la educación básica, a la educación media (científico-humanista y técnico-profesional) y a la educación superior.



Me parece que uno de los elementos centrales de la movilidad social tiene que ver con el desarrollo de las capacidades de las personas.



Y mediante esta iniciativa estamos poniendo el acento precisamente en eliminar una desigualdad enorme que afecta a los sectores más vulnerables, que carecían de capacidad para la movilidad social por falta de conocimiento, a tal extremo que recién ahora estamos terminando con las cifras de analfabetos en Chile. De hecho, en la Región de La Araucanía todavía existen zonas en donde hay bolsones de personas que no saben leer ni escribir.



Al mismo tiempo, hoy en mi Región más de 20 mil estudiantes tienen acceso a la educación superior gratuita, y además con calidad.



Por esa razón en este proceso se crearon organismos como la Superintendencia de Educación Superior, la Agencia de Calidad de la Educación y un sistema de financiamiento para las instituciones, a fin de que proceda efectivamente la gratuidad.



Cuando hablábamos de gratuidad muchas veces el foco de la discusión apuntaba a si la entregábamos a unos pocos, es decir, al 40 o 50 por ciento, o al 70 por ciento, o si llegábamos al 90 o 100 por ciento.



Ese debate, que ha llamado la atención especialmente de determinados centros de estudio, tiene que ver con decidir cuál es el rol del Estado para garantizar este derecho. ¡Porque esto es un derecho! Y no se puede garantizar un derecho solo a una parte de la sociedad. Por eso la gratuidad es universal, es para todos.



Pero algunos dicen: “¡Cómo vamos a financiar los elevados costos que implica incorporar a sectores de altos ingresos en un beneficio que no deberían recibir!”; “Quizás con esos recursos tendríamos que atender otras necesidades básicas, como el agua potable”; “Hay familias que no cuentan con agua potable, entonces, ¡cómo vamos a garantizar acceso universal a sectores pudientes para financiarles la educación!”.



Lo que sucede es que el concepto del derecho a la educación tiene que ver con que no se puede parcializar ese derecho, así como no puede parcializarse el derecho a la seguridad, al acceso a la vía pública o a los bienes públicos.



Creo que una sociedad que avanza es aquella que garantiza derechos tan básicos, tan elementales como la herramienta más importante para la promoción social.



Este proyecto viene a coronar un gran esfuerzo, con una enorme participación. Estaba leyendo en los informes que más de 130 instituciones asistieron al debate de esta iniciativa, que, en verdad, hace cuatro años nadie soñaba que sería una realidad.



El paso que Chile ha dado en esta materia es gigantesco, colosal; es un ejemplo. Estos resultados no se verán mañana, no se verán el próximo año, sino a mediano y a largo plazo.



Pero pienso que vamos a marcar un antes y un después a partir de lo que significa esta reforma, en un área en la que todavía resta mucho.



Aún queda bastante por hacer en los otros niveles de educación. Pero asegurar calidad y universalidad es un paso que esta sociedad merece, que los chilenos merecen, y no nos vamos a arrepentir de ello.



Por eso, con mucho entusiasmo, voto a favor de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Gobierno, a la Ministra de Educación por este logro y por seguir avanzando en el mejoramiento de la calidad de la educación pública y en la gratuidad. Quienes somos hijos de la educación pública gratuita sabemos el significado de la ley en proyecto.



Deseo recordar que en marzo de 1981 iniciaba su funcionamiento, en una casona de la comuna de Providencia, en la Región Metropolitana, la llamada “primera universidad privada del país”. Unos meses más tarde se inauguraba en el mismo sector oriente de la Capital, el primer mall de Chile.



Con la inauguración de la nueva y pequeña universidad se iniciaba el que llegaría a ser un próspero negocio, enfocado inicialmente en un nicho muy acotado de jóvenes de clase alta que no habían obtenido un puntaje suficiente en la entonces Prueba de Aptitud Académica.



Con los años, llegaron a ser más de un centenar de instituciones, y aumentaron su cobertura hasta más de la mitad de la matrícula total, extendiéndose a alumnos de sectores medios e incluso vulnerables.



Con los centros comerciales pasó otro tanto. Se extendieron en toda la ciudad y por todo nuestro país, controlando hoy la mayor parte de las ventas.



La proliferación de malls y de universidades es parte de un mismo proceso de expansión del consumo y de mercantilización de la sociedad.



¡Pero no es lo mismo un mall que una universidad!



Para algunos es lo mismo. ¡Y no para cualquiera! Un ex Presidente y ahora candidato dijo, al inaugurar un edificio de DUOC, que la educación es un bien de consumo.



Si bien ese tipo de declaraciones en el pasado pudieron pasar inadvertidas y sin mayor controversia, el año 2011, cuando fueron pronunciadas, generaron indignación y provocaron la movilización de millones de personas.



Desde entonces a estos días, muchas cosas han pasado y muchos han cambiado.



Se resistieron a la inclusión en la educación escolar y a la reforma tributaria que permitiría generar los ingresos para la gratuidad en la educación superior.



Esa falta de visión los llevó a perder una elección, y ahora ven el riesgo de perder otra. Por eso están dispuestos a corregir -esto sí se puede corregir- o, al menos, han moderado sus posiciones iniciales.



Ahora formalmente reconocen que la educación es un derecho y valoran la gratuidad, aunque en verdad creen en los beneficios más que en los derechos, y en las becas más que en la gratuidad.



Ponen el acento en la calidad, pero no quieren sistemas de aseguramiento obligatorios y más estrictos.



Están de acuerdo en la prohibición del lucro, pero no quieren explicitar las sanciones en caso de infracciones.



Dicen defender la educación pública, pero no están dispuestos a tomar ninguna medida en su favor que no sea de aplicación general, negando sus fines propios y sus características singulares.



Es cierto, muchas cosas han cambiado desde 1981, y especialmente en educación superior desde el año 2011. 



Varios de los que antes eran expertos en comprar, fusionar y vender universidades ahora se han retirado del negocio porque se hizo más riesgoso.



Los ideólogos que imponían a ultranza sus principios en los años 80, sin admitir protesta alguna, ahora están dispuestos a dialogar.



Yo valoro estos cambios.



Pero nada devolverá sus años perdidos a los miles de estudiantes estafados por la Universidad del Mar y otras instituciones.



Nada devolverá sus sueños a las decenas de miles de jóvenes que no han conseguido un empleo en el área que estudiaron.



Estoy seguro de que esas personas y sus familias valoran el paso que estamos dando y saben muy bien quiénes han estado detrás de este gigantesco engaño todos estos años y quiénes han bregado por desmantelar este negocio; quiénes han obstaculizado los cambios al sistema y quiénes han insistido en transformarlo para contar, de una vez por todas, con un sistema de educación superior que permita alinear las instituciones detrás de objetivos estratégicos del país, que asegure calidad, diversidad y equidad en el acceso y que tenga como eje la educación pública.



Por eso, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de darle la palabra al Senador señor Lagos, y para no tener problemas más adelante con el quorum, propongo fijar plazo para presentar indicaciones respecto de este proyecto hasta el jueves 28 de diciembre.

El señor LARRAÍN.- ¡Viernes 29, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Viernes 29, al mediodía.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, con muchas ganas y alegría votaré a favor en general este proyecto de ley.



Esta iniciativa viene a complementar los otros proyectos que se han venido formulando en este Gobierno y los esfuerzos en simultáneo.



Esta no es una iniciativa -como algunos han querido focalizarla- centrada solo en la educación superior, única, aislada, universitaria, producto del movimiento estudiantil.



Ese movimiento, sin duda, empujó la agenda. Decir lo contrario sería negarnos a nosotros mismos.



Pero acá ha habido un esfuerzo sistemático en todas las esferas.



En educación parvularia se ha invertido alrededor de 1,6 por ciento del PIB. Se gasta y se invierte en educación parvularia. Se han creado más de 70 mil cupos en este Gobierno, lo cual beneficia a alrededor de 500 mil niños y niñas. ¡Son muchos niños y niñas!



En la amplia Región de Valparaíso he asistido a numerosas inauguraciones de jardines infantiles y salas cunas, lo que es una realidad.



Eso, en sintonía por ejemplo con un proyecto sobre reforma de la carrera docente.



En los profesores de Chile se invierten 2 mil 300 millones de dólares. ¡Son muchos recursos!



Entonces, tenemos la educación parvularia; la carrera docente; las subsecretarías que se han ido creando.



Ahora, esta iniciativa de ley intenta capturar un aspecto muy relevante: el de la educación superior.



Nos podríamos concentrar en la gratuidad (lo voy a hacer a renglón seguido). Pero aquí hay un esfuerzo en el sentido de mirar la educación superior de forma integral. 



Se generan una Subsecretaría y una Superintendencia de Educación Superior (esta última velará por la fiscalización).



Se establece una unidad de formación técnico-profesional.



Se abordan la educación universitaria -cómo no- y la educación técnico-profesional.



Se trata el tema de las acreditaciones, que había sido objeto de cuestionamientos.



¡Perdón!



De las cosas que se han hecho, se me quedaba la normativa que aprobamos en el Parlamento para hacernos cargo de las experiencias fallidas de educación superior, que nos acompañan hasta el día de hoy.



Entonces, siento que puedo mirar todo aquello y decir “Teníamos razón: ganamos al imponer la agenda”, o bien, valorar el esfuerzo que vi en una intervención -y, con la venia de la Mesa, voy a identificarla con nombre y apellido- de la Senadora Ena von Baer, quien durante la discusión general trató de ser ecuánime -y creo que lo consiguió- al manifestar cuáles eran sus preocupaciones. Y observé una votación de la idea de legislar que me permite ser optimista en cuanto a los resultados de este proyecto.



No me cabe duda de que de aquí al 28 de diciembre, cuando venza el plazo para presentar indicaciones, formularemos proposiciones para mejorar la iniciativa o adecuarla a nuestras percepciones e inquietudes.



Pero me gustó el tono. Y lo digo bien sinceramente. Porque ese tono -y, si se quiere, me incorporo- no lo teníamos desde hacía mucho rato en una materia tan importante como la educacional.



Algunos cínicos van a decir que es producto de la elección que se realizará el próximo domingo. Tal vez en algunos casos sea así. Pero yo garantizo que el resultado final de este proyecto será bueno.



Y quiero entrar de lleno en lo de la gratuidad.



Yo creo que la gratuidad en la educación superior va a ser un punto importantísimo en lo que ocurrirá el domingo 17 de diciembre, pues siento que hay gente que ha cruzado una calle para decir que la gratuidad en dicho nivel tiene un elemento positivo.


A mi entender, todos tenemos derecho a cambiar de opinión.


No podemos no hablar de eso.



El actual candidato y ex Presidente de la República, Sebastián Piñera, dijo compartir los fundamentos de la gratuidad en la educación superior.


Eso no es menor.


Lo fácil es sostener que lo hace para conseguir votos el domingo venidero. Es factible. Y algunos lo ven así.



Él aspira a gobernar a Chile, y tiene una chance de ser elegido. Mi candidato es el Senador Alejandro Guillier. Pero Sebastián Piñera puede ser elegido Presidente de la República el domingo 17 de diciembre. 



Entonces, para mí es muy importante lo que él hizo al dar aquel paso.


Por eso le auguro un buen resultado a este proyecto de ley.


Ahora, no se trata solo de la magia de las elecciones. Yo quiero creer que detrás de esto hay una convicción genuina. Porque, como recorrió Chile y como escuchó el resultado de las elecciones del 19 de noviembre último, para mí esa es una cuestión fundamental.



A mi entender, lo que va a definir la elección presidencial del próximo domingo es el hecho de que un sector que tenía una visión distinta sobre nuestro país dijo haber escuchado lo que expresaron los chilenos.



Entonces, entre las diversas propuestas que hay -porque es grande el universo de sugerencias y miradas-, algo se empieza a enrielar: la gratuidad en la educación superior.



Y ello no es sorpresa, pues dice relación con la lectura que ha tenido la sociedad chilena.


Las clases medias emergentes ya no son el 44 por ciento de pobres que había en los años noventa. Hoy día ese sector tiene una demanda que debe ser satisfecha por el Estado.



Sí: todavía debo preocuparme de los campamentos, de la falta de alcantarillado, en fin. Eso es una realidad. Pero, en paralelo, tengo que hacerme cargo de otras demandas ciudadanas, que emanan precisamente de personas que han visto cambiar sus vidas, pero que tienen encima de ellas dos elementos que les preocupan permanentemente y uno que las angustia en el día a día. El último es la seguridad. Los otros dos son la educación superior de sus hijos y las pensiones.


Tales son los temas que vamos a tener acá en nuestra actividad. Y para eso son la reforma de la Constitución y una serie de otros asuntos que vamos a discutir. 



Sin embargo, yo siento que, en un tema tan crucial como este y ante una elección tan reñida como la del próximo domingo, un candidato dio el referido salto.



Sé que algunos dicen que es por los votos y porque un Senador le dijo que lo iba a apoyar si se pasaba a la vereda del frente.


Pero si aquello lo hace una persona que puede ser elegida Presidente de la República el domingo 17 de diciembre próximo, yo debo creer que en ella hay algo de convicción tras haber escuchado lo que le dijo la ciudadanía.



El tema de la gratuidad es tremendamente importante. Porque ahora no discutimos si es el 60 o el 70 por ciento.


Yo comparto la universalidad. Coma: en la medida que en Chile se hayan resuelto otros problemas.


Eso es evidente. Nadie va a decir lo contrario. 



Yo no voy a permitir que a mi hijo y a mi hija les paguen la universidad mientras en esta Región sigan existiendo el campamento Manuel Bustos y la población Felipe Camiroaga. De no ser así, ello constituiría una mala asignación de los recursos e implicaría no entender nuestro país.



Siento, pues, que este proyecto cae en el mejor momento.



Además, hay que hacerse cargo de un argumento bastante falaz e injusto.


Se dice “No coloquen temas muy relevantes y muy complejos ante una elección”, como si ello fuera improcedente e impropio.


En el sistema parlamentario el Primer Ministro dice: “¿No me quiere aprobar este proyecto de ley? Disuelvo el Parlamento. Quienes estén conmigo me lo aprueban. Y los que no, verán cómo les va”.



Aquí, como no tenemos sistema parlamentario, ¡qué mejor que haber puesto aquellos temas en una elección presidencial y parlamentaria, para saber qué piensan los señores Diputados y Senadores y los líderes de cada sector!



Si no, uno vota, pasan tres años y la gente ya no se acuerda.



¿Alguien recuerda cómo se votaron acá el proyecto modificatorio de la Ley de Pesca y la iniciativa sobre aborto? Hay que estar recordándolo.


¿Cómo se votó la reforma laboral? ¿Cuánta gente le dio el respaldo a un Senador o a un Diputado que salió elegido y votó en contra de ella?


No se hace el equivalente, el match.


Yo siento que esta discusión general es el momento legítimo, correcto y justo para señalar qué pensamos sobre la materia en debate.



Créanme -y lo digo con convicción-: más allá de que le pueda haber salido a regañadientes, valoro lo que hizo el Presidente Piñera.



Asimismo, valoro que tengamos dos candidatos presidenciales (el mío es Alejandro Guillier, con mi Gobierno, el de la Presidenta Bachelet, y la Nueva Mayoría en pleno empujando por la gratuidad, junto con la nueva coalición política) y que hoy día existan sectores de la Derecha chilena -llámese “Derecha social”, “Derecha liberal”, “Derecha ubicada”, “Derecha que escuchó lo qué piensan los chilenos”: me da lo mismo- que dicen creer en la gratuidad de la educación.



No es la primera vez que ocurre: nos ocurrió siempre.


Nos sucedió desde el Gobierno de Juan Luis Sanfuentes, a principios del siglo XX, cuando nos tomó alrededor de 18 años aprobar la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, pues un sector de conservadores no quería que fuera obligatorio ir a la escuela.



Después nos ha ocurrido en otras materias, pues hay un sector que demora mucho en sumarse a Chile, ya que a veces va -como digo yo- dos o tres pasos detrás. 


Hoy día lo hicieron a tiempo.



Yo estoy tranquilo desde el punto de vista de este proyecto (no del resultado de la elección presidencial), porque veo que tiene garantizado un apoyo presidencial. 


Ahora, si el resultado es el que yo quiero, ¡qué bueno saber que tendremos fuerzas políticas del frente que van a cooperar para mejorar esta iniciativa y no para echarla abajo ni para llevarla al Tribunal Constitucional como lo hacen permanentemente en esta materia! 



Es bueno saber que las cosas pueden cambiar.


Se puede mejorar el articulado: no cabe ninguna duda. Pero siento que hemos dado un tremendo paso adelante.



Señor Presidente, apruebo con entusiasmo, con alegría y con gran convicción este proyecto, pues creo que no va a ser el único.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quisiera rectificar el plazo para presentar indicaciones.


Me dicen que el 28 de diciembre sería la fecha conveniente.

El señor LARRAÍN.- No hay problema, señor Presidente, para que la Secretaría haga bien su trabajo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Exacto.


En consecuencia, así queda establecido.
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Nos acompañan delegaciones del Colegio Integral Altazor, de Peñaflor, y de la Escuela Popular de Teatro de Recoleta.



También, un grupo de jóvenes del Pro Argentino.


¡Bienvenidos al Senado!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, voy a ser breve, dentro de lo posible, porque quienes me antecedieron en el uso de la palabra ya lo han dicho casi todo.



Me voy a quedar con las últimas expresiones del Senador Lagos, que me interpretan absolutamente.



Yo también apruebo con mucha alegría este proyecto de ley.



¿Sabe por qué, señor Presidente? Porque este es otro país, otro Chile. 



¡No se podrá detener lo que se ha avanzado hasta este momento! ¡Esto no lo frena nadie! 



Y eso es lo que nos motiva.



Por intermedio de la Mesa, quiero expresarles mis sinceras congratulaciones a la Ministra de Educación y a la propia Presidenta de la República, quienes se han atrevido a avanzar en esta materia, junto con nosotros, como no se pensaba.



Señor Presidente, no me voy a detener en los aspectos más técnicos de esta iniciativa, pues ya se han analizado. Sí, además de la enseñanza superior, quiero centrar un poco mi discurso en lo que de aquí en adelante significará para Chile la educación técnica, que hoy día se requiere con extrema urgencia para avanzar como país en el ámbito productivo y a la que no se puede mirar como si fuera de segunda calidad, de segunda categoría.



Al respecto, felicito la creación de quince centros de formación técnica estatales, los que cada cinco años tendrán una mirada oxigenada que les permitirá establecer carreras en la medida que nuestra nación vaya requiriendo expertos en distintas áreas.



En consecuencia, no puedo sino alegrarme por ello.



Además, me complace lo que me tocó vivir hace algunos años, cuando mi voto implicó sacar a un Ministro de Educación: más allá de las amenazas públicas y de lo que significó la persecución posterior a la emisión de mi voto dirimente, ¡jamás retrocedí un segundo en mi decisión de, en alguna medida, permitir que toda esta discusión se abriera, se transparentara, para de una buena vez dejar de lado todo lo que desde el punto de vista económico envolvía la existencia de universidades privadas cuya prioridad, independiente de la calidad de su enseñanza, era -hoy día para nadie es un misterio- el beneficio pecuniario!



Jóvenes de mi Región, la de Magallanes, sufrieron en carne propia los efectos del cierre de algunos de aquellos planteles, que, como indiqué, privilegiaban el lucro por sobre lo que siempre debió ser: la entrega de educación superior adecuada en cada una de las regiones.



Entonces, con muchísima satisfacción aprobaré en general este proyecto de ley.



Sin embargo, no puedo abstraerme de la situación regional. 



En mi Región se encuentra la Universidad de Magallanes, que está llevando adelante procesos extraordinariamente significativos.



Allí tenemos el laboratorio natural más grande del mundo en materia antártica, de investigación, de ciencia, de clima, etcétera.



Ahora se está creando un centro de investigación y medicina.



Entonces, señor Presidente, me voy a valer de esta intervención en general para, por su intermedio, pedirle a la Ministra de Educación que no deje de tener la mirada necesaria en cuanto a lo que significa hacer ciencia, investigación, educación superior y técnica en una zona extrema como la Región de Magallanes.



En materia de aportes basales, nuestra Región ha sido ¡la más castigada!: uno por ciento, aproximadamente.



Aquello obliga a las autoridades de dicha Universidad y a toda la comunidad de Magallanes a volver a solicitarle a la referida Ministra la entrega de un aporte adicional.



Señor Presidente, casi 40 por ciento  de los jóvenes que estudian hoy en la Universidad de Magallanes tienen gratuidad.



¡Eso es extraordinario!



En su gran mayoría, se trata de los primeros profesionales de la familia.



¡Cómo no alegrarnos de todo esto!



¡Cómo no alegrarnos de ver un nuevo país, una nueva posibilidad de acceso a la educación técnica y profesional para familias que jamás pensaron en ella!



Pero eso se nos cae cuando a la Universidad de Magallanes, por grandes que sean sus esfuerzos, le resulta imposible competir como lo hacen establecimientos de educación superior situados en lugares más poblados, lo que permite a lo menos obtener los aportes y el financiamiento necesarios para la administración.



En este punto, le reiteramos al Ministerio de Educación -lo planteé durante la discusión del último proyecto de Ley de Presupuestos- nuestra solicitud en el sentido de que a nuestra Universidad se le otorgue un aporte financiero especialísimo, atendido el hecho muy particular de que se halla en una zona extrema: la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Como ya señalé, votaré favorablemente este proyecto de ley.



Me parece tremendamente positivo que la Ministra se haya allanado a acoger sugerencias durante la discusión particular. Probablemente presentaremos muchas indicaciones para mejorar el articulado, para cambiar la mirada, para no discriminar en la educación superior, la que, sin lugar a dudas, será un enorme polo de desarrollo en el futuro de nuestro país.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta es, sin duda, una reforma histórica.



Vivimos otra en un tiempo distante: el año 67 (entiendo que el Senador Allamand estaba en la enseñanza media). Y uno miraba la revolución encabezada por la Universidad Católica, casi paralela a la llamada “Mayo del 68”, que buscaba transformar el contexto de la educación superior en el mundo. Y Chile fue parte de eso, en un proceso que también tocó a las universidades, a los estudiantes.



Era la época en que los rectores marchaban con los alumnos para exigir la reforma.



Luego vino la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE), que a fines de los 80 -por cierto, no había Parlamento- impuso una normativa que posibilitó la creación de universidades privadas y generó condiciones para el estrangulamiento de las universidades públicas. Se jibarizó a la Universidad de Chile y se les impusieron condiciones a los otros planteles de educación superior, los cuales, incluso siendo privados, tenían un fuerte contenido público.



Ahora, en 2017, se plantea una reforma cuyo eje es reestructurar la educación superior a través de un elemento en verdad revolucionario: la gratuidad.



¡Qué más revolucionario en un proceso educacional que en el acceso a la educación superior, elemento base del ascenso social, se posibilite la incorporación de todos los jóvenes, sin distingo de origen social, sino con la sola valorización del mérito!



Yo siempre fui partidario de la creación de un ministerio de educación superior, como lo tienen Finlandia y Cuba. Es decir, de un organismo que siguiera los modelos de esos dos países, que son totalmente opuestos -el primero, con un sistema capitalista neoliberal, y el segundo, con un régimen socialista- y que tienen como condimento el hecho de ser, uno, la mejor educación del mundo, y el otro, la mejor educación de América Latina.



Señor Presidente, se ha estimado necesario crear una institucionalidad como la que estamos conociendo hoy mediante este proyecto de ley. 



Tengo la convicción de que a poco andar Chile va a contar con un ministerio de educación superior.



¿Qué tiene que ver, bajo una misma Cartera, un doctorado en Bioquímica o en Biología Molecular con enseñar a leer a un niño de seis años?



La separación institucional será parte de una reforma que va a durar menos de lo que pensamos.



Señor Presidente, esta iniciativa establece que en nuestro país hay educación mixta: privada y pública.



De la lectura del informe desprendemos que ha habido un debate duro y feroz en torno a todo el articulado.



Por ejemplo, en cuanto a la creación de la Superintendencia y de la Subsecretaría de Educación Superior.



También, en lo concerniente a la definición de “universidades públicas”.



Al respecto, el Rector de la Universidad de Chile echa de menos una consideración al hecho de que las universidades públicas tienen una condición particular y afrontan una deuda de arrastre tremenda por parte del Estado.



Se puede observar que existirá la posibilidad de indicaciones.



Espero conversar con los rectores de los planteles de enseñanza superior de mi Región: Sergio Lavanchy, de la Universidad de Concepción, y Héctor Gaete, de la Universidad del Biobío, para poder conocer su impresión acerca de la larga etapa de debate.



Si algo queremos rescatar de la minuta que se nos ha hecho llegar y que forma parte del informe es que las universidades regionales no obtuvieron en el proceso todo lo que querían. Hemos descentralizado la gratuidad y el 62,5 por ciento de los estudiantes que acceden a ella son de regiones distintas de la Metropolitana, mas uno diría que esos establecimientos tienen un rol que jugar en el desarrollo local, papel que debe ser facilitado por la institucionalidad y el Estado.



Eso se tiene que reflejar de una manera mucho más concreta que el reclamo que formulen. Espero que hagamos el esfuerzo, de aquí al 28 de diciembre, de recogerlo en el proyecto de ley.



Agradezco el voto favorable de la Senadora señora Von Baer y de la Oposición. Se le podría preguntar a la señora Ministra si se negoció algo con ese sector. ¿Cómo cambió tan violentamente de criterio, desde un fuerte rechazo a la gratuidad, desde una posición muy contraria al avance de la iniciativa, a una aprobación?



¡Me alegro profundamente de ello!



Ojalá el acuerdo y la negociación primaran siempre en estos asuntos, lo que no tiene que ser visto como una transaca ni como un elemento propio de la coyuntura. Me complace enormemente que el proyecto pueda ser votado en general de manera consensuada.



Es deseable que las indicaciones no lo ataquen. Porque una cosa es aprobar la idea de legislar, y otra, formularlas en términos que extiendan el debate al infinito.



Una suficiente racionalidad permitiría comprender que la iniciativa es necesaria para el país, independientemente de los resultados del 17 de diciembre. O sea, Chile requiere una nueva ley de educación superior, que es lo que estamos votando ahora.



Hemos dicho que elementos tales como las universidades regionales tienen que ser repuestos. Espero presentar indicaciones sobre el particular.



Hay un aspecto muy claro en torno a la gratuidad. Quiero consignarlo expresamente: ella favorece ahora a 27 mil 250 estudiantes que hasta el año 2016 contaban con el crédito con garantía estatal (CAE). ¡Eso es extraordinario! Si podemos exhibir tal avance, lo que hacemos es ir poniendo freno a un sistema que debe terminar.



Ya mencioné que el 62,5 por ciento de los beneficiarios de la gratuidad en 2017 son estudiantes en regiones distintas de la Metropolitana (163 mil 838 jóvenes), principalmente en la del Biobío (14,2 por ciento del total y 37 mil 183 estudiantes), la de Valparaíso (12,4 por ciento del total y 32 mil 442 estudiantes), la de La Araucanía (7,8 por ciento del total y 20 mil 322 estudiantes) y la del Maule (7,6 por ciento y 19 mil 910 estudiantes), como se establece en la tabla facilitada por el propio Ministerio.



Se trata de personas en condición de vulnerabilidad, pero también de mérito. No basta con pertenecer al 50 por ciento de las familias de menores recursos. Se deben haber cumplido con los requisitos académicos de ingreso establecidos por las instituciones adscritas, cada cual con autonomía.



¿Cuáles son las condiciones para acceder a una carrera? Las determina la propia entidad. Se trata de planteles de calidad, esperamos que acreditada, en la mayoría de los casos por cuatro años.



Cabe recordar que a la fecha existen treinta y dos universidades, seis centros de formación técnica y seis institutos profesionales adscritos. Es decir, hay cuarenta y cuatro instituciones.



Solo quiero recordar que estuve dos años en la Comisión de Educación en mi anterior período senatorial. Cuando quisimos la acreditación, se suscitó un fuerte debate y se nos imputó que éramos estatistas, que queríamos intervenir el alma mater. Hubo una feroz oposición a que la hubiera, porque eso era intervencionismo.



Creo que el tiempo nos ha dado claramente la razón, no solo por el acceso a la gratuidad, que es el mecanismo de presión -digámoslo francamente-, sino también por ser una necesidad de país. Universidades acreditadas establecen que Chile está adoptando estándares internacionales que permiten una coherencia entre desarrollo económico, calidad de la educación y crecimiento social. Es decir, se trata de la capacidad que se proporciona a través de la educación al redistribuir la riqueza.



¡Esto es redistribución de la riqueza!



¡Este es un mecanismo para que el país avance en grados de igualdad! ¡Y qué mejor que hacerlo a través de las personas, porque de la forma como se comporten en los estudios y como actúen profesionalmente depende que en Chile haya una mejor convivencia, lo que se explica por una mayor igualdad!



Hay una valoración del mérito. Eso hace el proyecto de ley.



¡Esta es una reforma extraordinaria!



Por eso, voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, este es un momento histórico, de aquellos que es un gran privilegio vivir, ya que el proyecto de ley marca una ruptura con un sistema sustentado en el lucro y el mercado. Por lo tanto, consagra el derecho a la educación como garantizado por el Estado.



El cambio fue construido en un largo proceso por la decisión, valentía y fuerza de los estudiantes, quienes movilizaron a la sociedad entera y la remecieron desde 2006 a 2011. Se hizo tomar conciencia de la pérdida de derechos que los chilenos estábamos viviendo particularmente en la educación, como en muchos otros ámbitos.



La Presidenta Bachelet asumió el desafío desde el inicio de su Gobierno y se hizo cargo de llevar a cabo una profunda reforma.



Hoy día estamos asistiendo a uno de los hitos finales del cambio emprendido.



Los presentes no podemos contarnos cuentos en esta historia. Sabemos lo difícil que ha sido instalar uno de los elementos centrales de la modificación de todo el sistema educacional: la gratuidad, y que la Primera Mandataria, con decisión, con tenacidad, con liderazgo, ha avanzado en ese propósito pese a los obstáculos puestos en el Congreso.



Ello se ha logrado a pesar de la dificultad de no poder establecerla en una ley, y se ha conseguido por la vía de las glosas presupuestarias, con la amenaza permanente del Tribunal Constitucional, como una sombra que ha recorrido constantemente la profundidad de los cambios que la Presidenta y la sociedad hemos ido asumiendo.



Es importante acoger la iniciativa. Me alegro de que exista, como una cifra mágica, el 36 por ciento registrado en la primera vuelta de la campaña presidencial, que permeó y sensibilizó a los partidos de la Oposición y a su propio candidato. De repente, se comprendió e hizo público que la educación es un derecho, pese a que en el Congreso, en los debates y en todas partes se había predicado permanentemente que era un bien de consumo. Y hoy día estamos sancionando por unanimidad el proyecto y el concepto de gratuidad, que había sido resistido constantemente por esas colectividades políticas.



Estimo muy importante aprobar hoy día en general, efectuar un debate en particular que resguarde el principio y, por lo tanto, ser capaces, como país, de recuperar algo que la sociedad nunca debió perder, que es la educación como un derecho humano, como un derecho garantizado por el Estado.



Lo que hemos ido logrando con la gratuidad capturada por las glosas y no en plenitud por una ley ha permitido en la Región de Coquimbo, por ejemplo, que más de 11 mil estudiantes accedan a ella. Y eso es sin letra chica.



Porque al candidato Piñera le hemos escuchado decir, después del número mágico del 36 por ciento, que se la jugará por el 90 por ciento de gratuidad en la educación técnico-profesional. Ahí existe letra chica. ¿Qué significa tal compromiso? Solo 27 mil jóvenes de aumento.



Entonces, cuando estamos llegando a la conclusión de que la educación es un derecho, de que nuestros niños merecen avanzar en la vida con ella como un elemento para desarrollarse, independientemente del hogar en que hayan nacido, digamos la verdad.


Los más de 11 mil beneficiarios de gratuidad en la Región de Coquimbo son hijos talentosos de pescadores, de pirquineros, de pequeños mineros, de campesinos, y han podido estudiar medicina y odontología.



A mi juicio, no podemos meterle letra chica a lo que estamos construyendo, con la dificultad de los procesos que hemos tenido que enfrentar, en un debate de intereses, de visiones de sociedad distintas, y en los cuales finalmente hemos logrado avanzar.



Creo que nuestros jóvenes, las familias de esfuerzo y la clase media que lucha para que sus hijos sean mejores que padres y abuelos merecen que la gratuidad se abra como un derecho central, elemental, que estructure la construcción de una sociedad más justa, más igualitaria, en la que de verdad nos reconozcamos como seres humanos, como personas con iguales garantías para avanzar en la vida.



Me alegro del momento. Es un privilegio vivirlo, votar y opinar. Y, por cierto, cabe consignar el enorme valor de la Presidenta Michelle Bachelet, quien, contra viento y marea, insistió en consagrar estos derechos.



El sentimiento lo hago extensivo al movimiento estudiantil, a los jóvenes, a las mujeres, que lucharon durante todos estos años -más de una década- para que se llegara a la consagración de algo que nunca debió perder la sociedad chilena.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, soy también de aquellos que se pronunciarán de manera entusiasta. Porque se está o no con proyectos de esta magnitud. No se apoya a regañadientes, sino por convicción. Por eso, me alegro de que estemos llegando a la fase final de la reforma educacional.



Como se dijo, la que nos ocupa es una de las últimas iniciativas más importantes en este ámbito, después de la atinente a la inclusión -o del fin al lucro, al copago y a la selección, como se denominó-; la carrera docente; la nueva educación pública, con servicios locales que ya se están impulsando; la educación parvularia; las universidades del Estado, y los centros de formación técnica en cada región. Esta es la reforma educacional: una respuesta sistemática y pensada a la situación de inequidad que ha vivido nuestro país.



Por fin llegó la hora de la educación superior.



En general, el debate estaba maduro para ser traído el asunto a la Sala hace ya bastante tiempo. El proyecto había sido, no votado, pero sí despachado en la Comisión. Por lo tanto, habían terminado las audiencias.



Sin embargo, quiero destacar que ciertos emplazamientos empujaron en la dirección correcta. Uno de ellos fue el de nuestro candidato presidencial, el Senador Alejandro Guillier, quien, por convicción y recorriendo el país, ha constatado la importancia de la materia para cientos de familias, a las que la iniciativa en examen, en particular, les cambiará la vida.



Por supuesto, no puedo dejar de reconocer al Senador Manuel José Ossandón, quien, en buena hora, ha “traccionado” a su sector, al mismo que hace un año nos llevó al Tribunal Constitucional por estos mismos temas. Hoy día ellos entregan sus votos al proyecto -y nos alegramos-, que busca terminar con la inequidad.



En términos estrictamente referidos a la educación terciaria, es preciso plantear estas definiciones políticas. Porque hace meses se anunció una contrarreforma, como la realizada por la dictadura en 1981 -que nos tiene donde nos tiene-, con relación a la reforma de 1968. En cambio, hoy día nos hallamos -con una votación seguramente unánime- ante algo bastante distinto.



¡Bien por los jóvenes! Lo construido desde 1981 a la fecha es un modelo perverso e indolente, que les ha fallado a cientos de miles de ellos.



Puede haber muchos datos en relación con el ámbito de que se trata. Conforme al ranking QS 2018, encabezado por el Instituto Tecnológico de Massachusetts, nuestro plantel de enseñanza superior mejor situado es la Pontificia Universidad Católica de Chile, en el lugar 137. La Universidad de Chile ocupa el 201, y los demás, el mil y tantos o no aparecen.



¿Cómo se compone hoy día la matrícula en la educación superior? De un millón 200 mil estudiantes, el 11,8 por ciento (146 mil) corresponde a centros de formación técnica; el 30,7 (378 mil), a institutos profesionales, y el 57 (707 mil), a universidades.



¿Esta es la proporción que se necesita para mover la economía, para producir, para generar desarrollo en todo el territorio nacional? No. Ello no se ha regulado nunca, porque lo dejamos en manos del mercado, con la publicidad y todo lo consiguiente, y cada uno se matricula donde puede.



Pero ¿qué tenemos? Lo ha dicho con mucha claridad la Ministra señora Adriana Delpiano -la saludo y felicito por el gran esfuerzo que ha desplegado en la tramitación y que ha encabezado la Presidenta Bachelet-: ¡setenta instituciones sin acreditación! En este caso se hallan casi la mitad de las universidades, la mayoría de los centros de formación técnica y una gran cantidad de institutos profesionales.



¡Díganme Sus Señorías si eso no significa engañar por décadas a cientos de miles de jóvenes!



Sostengo, entonces, que el sistema es perverso e indolente, en el cual más de 800 mil estudiantes se encuentran endeudados, especialmente por el crédito con aval del Estado. Por eso, resulta muy sustantiva la prioridad planteada por Alejandro Guillier de terminar con el CAE, principalmente en el caso de los estudiantes de menores ingresos.



Sobre la base de datos de 2011 del Banco Mundial, los profesores Moreno y Edmunds, del Babson College, en Boston, hicieron estudios y proyectaron hasta 2016 la deuda del CAE, concluyendo que 460 mil estudiantes, de los más de 800 mil endeudados, deben ¡cinco mil millones de dólares! El promedio anual de deuda, en consecuencia, es de cuatro millones 170 mil pesos, lo que involucra, por supuesto, la eventualidad del DICOM y de embargo. La morosidad es relevante, cercana al 30 por ciento.



Por eso es que la situación no da para más y es preciso encontrar una solución -probablemente, es uno de los aspectos que más incidirán en la votación del próximo domingo-, pero es preciso atreverse, como también abrigar la convicción acerca de la necesidad del cambio.



Por si todo lo anterior fuera poco -esto es, el cuadro que he planteado del modelo perverso e indolente en relación con los estudiantes-, los aranceles de Chile son los más caros del mundo. ¿Ello cómo se explica si nuestra mejor universidad aparece en el lugar 137 del ranking que mencioné y un número importante de casas de estudios superiores no se hallan acreditadas? Es increíble.



Solo en Estados Unidos hay universidades más caras, con la “pequeña” diferencia de que cinco de ellas se encuentran entre las mejores del planeta.



¿Dónde está la relación entre aranceles y calidad? Esta es una de las preguntas que tenemos que hacernos.



Frente a todos estos temas hemos conocido distintas respuestas. La del expresidente Piñera, actual candidato, la sabemos: créditos, becas, endeudamiento -¡por favor!, lo dijo en 2011, y aparece en la prensa-, convenios de desempeño. Y nada sobre aportes basales, ni gratuidad, obviamente, ni calidad.



Entonces, cuando escucho a algunos Senadores hacer referencia a la gratuidad en la medida de lo posible, mi reflexión es: “No, señor. Ella es consagrada como un derecho universal en el proyecto de ley, honrando la palabra de la Presidenta Bachelet”.



Otra cosa es cómo vamos a alcanzarla. Algunos colegas que no han intervenido todavía -lo han hecho pocos de las bancas del frente- afirman que nos tomará 75 años. Parece que no confían mucho en la capacidad productiva y económica del país.



Pero aquí no solo media un aspecto económico, porque para llegar a la gratuidad universal también se requiere la acreditación universal. No se entregará la primera -es lo que se aprobará hoy día- a universidades con menos de cuatro años de acreditación.



La cuestión se relaciona con la respuesta del expresidente Piñera. Para qué hablar de cuando en 2011 sostuvo que la gratuidad es un atentado contra la libertad o, más recientemente, que lo gratuito genera menos compromisos.



Algunos señores Senadores ya han expuesto que los que estudian gratis son los que menos desertan y a los que más retiene el sistema. Por lo tanto, exhiben un tremendo compromiso con su país, su familia y la educación.



La otra respuesta a la crisis es la que dio la Presidenta Michelle Bachelet, con 260 mil jóvenes que estudian en forma gratuita.



Hay un dato no entregado. Para el próximo año, con lo que aprobaremos hoy día, vamos a tener, también con la Ley de Presupuestos,…



¿Me permite, Senador señor Montes? Me parece que ya va a tocarle su turno.



Decía que vamos a tener 355 mil jóvenes estudiando gratis en las universidades, en los centros de formación técnica y en los institutos profesionales. Pasaremos de 262 mil alumnos, la cifra actual, a 355 mil. 


Hoy uno de cada cuatro jóvenes está estudiando gratis. Y ahora tendremos uno de cada tres. Es decir, un tercio de los jóvenes chilenos que están en la educación superior estudiarán gratis. ¿Cuándo? Desde marzo del próximo año.



Este es el Gobierno que había perdido el rumbo, según decían algunos. Al parecer, eso cambió después del pasado 19 de noviembre, cuando el 55 por ciento de los chilenos validó el rumbo estratégico de la actual Administración respecto a la educación superior, con la gratuidad y la reforma educacional en primer orden y prioridad.



Señor Presidente, podría dar muchos datos. 



En la Región de La Araucanía, que me honro en representar, mientras el Gobierno del Presidente Piñera creó cinco salas cunas en cuatro años -¡cinco!-, la Administración de la Presidenta Bachelet, encabezada por la Ministra Adriana Delpiano, ha creado 180 salas cunas en los mismos cuatro años. Bueno, todavía quedan tres meses, aún podemos construir más salas cunas en esa Región, señora Ministra.


Los datos están a la vista. Cuando aquí se habla de que los niños son la prioridad, hay que demostrarlo con hechos y convicción.



Por todos estos antecedentes, señor Presidente, desde luego votaré a favor con mucho entusiasmo. Por supuesto, hay cosas que vienen en la discusión particular: el sistema de acceso. 



Me parece que, si bien ha funcionado bastante bien el DEMRE, no es sano que no haya un órgano, del Ejecutivo o autónomo, que tenga que ver con la admisión. De lo contrario, si hubiésemos dejado esto solo en manos de los rectores, con todo lo bien que lo han hecho, nunca habríamos tenido el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo a la Educación Superior, que permite que estudiantes de bajo capital cultural de todo Chile estén entrando de manera especial a las universidades. 



En las Superintendencias debemos revisar los análisis de riesgo. El tema de la publicidad es fundamental, ya que el problema principal que enfrentamos hoy es el de estudiantes matriculados en carreras donde nunca debieron entrar. Por lo tanto, debemos tener mucho ojo con la publicidad.



Yo llamo a ver ese punto en la discusión particular. Lo mismo digo respecto del delito de lucro, de la negociación incompatible y, por supuesto, de la calidad, que es lo central.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este debate es apasionante, como se puede ver acá, ya que se relaciona con el proyecto de país o de sociedad en que uno quiere vivir.



Hace un tiempo Mario Vargas Llosa acusó a la derecha de ser “cavernaria”, porque todavía en Chile se opone -al menos una parte de ella- a libertades y derechos fundamentales que apuntan a que los chilenos y chilenas puedan decidir sobre su propia vida, en materias que solo les competen a ellos. 



Yo diría que este concepto de “cavernario” va más allá. ¿Por qué Chile obtuvo tan tardíamente el derecho a voto femenino? ¿Por qué logró con tanto retraso el derecho al divorcio? ¿Por qué todavía no contamos con una ley de aborto universal que permita que las mujeres tomen sus propias decisiones? ¿Por qué no permitimos que las personas del mismo sexo se puedan casar?



Lo anterior es parte de una sociedad cavernaria. Y también es cavernario, en el mismo sentido, el que entrando al siglo XXI aún se considere a la educación como un bien privado y no como uno público. 



Estoy hablando de procesos civilizatorios, de cómo ha avanzado la humanidad y de cuáles son los aspectos positivos de esos progresos, que tienen que ver con las libertades y los derechos. 



Aquí hemos enfrentado dificultades para avanzar en ambas cosas: en las libertades, ya que se dice defenderlas, pero solo se hace en favor de la rentabilidad y el mercado; y en los derechos, en que la precarización de su defensa es mucho más importante.



Entonces, ¿qué está en discusión acá?



Lo que estamos discutiendo es el tipo de sociedad que queremos, el tipo de ser humano, el tipo de hombres y mujeres que habitarán nuestro país y el planeta. Y creo que ahí existe el proyecto de construcción de un ser humano individualista, egoísta; más que como ciudadano, se lo quiere como consumidor.


Esto tiene que ver con el modelo educacional, con la forma como se transmiten los valores, con cómo se posiciona el ser humano frente a la vida. Y la concepción de esta visión cavernaria es que debe tener incentivos y motivaciones no altruistas. 



Por lo tanto, cuando la educación es privada y cada cual se rasca con sus propias uñas, finalmente hay un concepto muy importante: ¿A quién se debe esa persona? ¿A quién le debe su progreso y humanidad? ¿Se los debe a la sociedad y, por ende, a un concepto comunitario? ¿O se los debe a su propio esfuerzo, al de su familia, o al banco?



Hay una decisión que es muy de fondo: que la deuda no sea con una dimensión altruista, que no sea con un enfoque comunitario, que no sea con una visión de solidaridad, sino que se deba fundamentalmente al esfuerzo personal de la persona, a la competencia, a su familia, a su endeudamiento.



Lo segundo tiene que ver con la forma como los sectores conservadores desean preservar su preeminencia en la sociedad. Es evidente que quienes poseen el capital más importante hoy, que es el económico, que define el estatus de las personas y, finalmente, la posibilidad de capital cultural y de promoción, quieren protegerse y que no puedan aspirar a ser también parte de la elite sectores que no integran actualmente esta pequeña comunidad que se siente privilegiada o -lo ha establecido permanentemente- con una supremacía moral que no debe ser contaminada.



Entonces, es indudable que la lógica de la visión individualista, mercantilista impide que la sociedad se pueda constituir o que pueda haber un proceso de ascenso social basado en las capacidades propias, en el mérito, y que no se vincule con una visión segregada, en la que sabemos exactamente dónde viven quienes pueden tener acceso a la educación, que poseen capital cultural y que, incluso, están marcados geopolíticamente en la estructura societal del país. 



Hay una ruptura que es muy peligrosa para esas elites respecto al control de la sociedad cuando se establece que la educación es un bien público y no privado, porque va a permitir el ascenso de otros, les guste o no.


Hoy en día un niño de Cerro Navia no tiene ninguna posibilidad de participar en la educación.



Ahora, para mí esto no solo se relaciona con la formación de técnicos y universitarios. Tiene que ver con formación de seres humanos, de valores, de consciencia. No estoy hablando desde el punto de vista laboral. Me refiero a la posibilidad de recuperar la dimensión de ciudadanos en una sociedad que nos trata como consumidores.



En consecuencia, en la necesidad de que la educación sea permanente, ya que no basta con la formación básica y media, lo anterior es fundamental. ¿Por qué? Porque viviremos en un mundo distinto, primero, porque nuestro país tiene oportunidades únicas, que surgen desde sus territorios.



Si en Chile apostamos a la educación técnica y profesional en función de las vocaciones del uso de sus territorios, podríamos ser una potencia mundial en ejes centrales para la sobrevivencia de la humanidad. Pensemos en el tema de la energía solar, en la Antártica -lo planteaba el Senador Bianchi-, en las potencialidades inmensas que tenemos. Si los autos van a ser eléctricos, Chile es el único país que tiene cobre sin huella de carbono y que cuenta con litio para las baterías. Además, podemos ser un laboratorio mundial para los temas sismológicos y los desastres que viviremos en el período que viene a causa del cambio climático. Y Chile podría generar las normas para todo el mundo.



Pero no solo es eso. Tal vez no se entiende lo que significa este cambio de civilización y el entrar a la era digital. Estamos retrasados, vivimos en una lógica cavernaria, porque si bien estamos avanzando en la gratuidad de nuestra educación, lo que es muy importante, esta no estimula, no advierte, no profundiza los elementos esenciales para construir un ciudadano que pueda vivir en una sociedad compleja.



¿Cuál es el problema en la era digital? La gobernabilidad, cómo los ciudadanos se pueden hacer parte, incidir y decidir en un mundo que, a diferencia del pasado, cuando era estable y estático -la educación permitía entenderlo-, se está renovando día a día. ¡Solo en el 2017 se generó más información que en toda la historia de la humanidad! 


En esta era digital en un segundo, que no es nada para el ser humano, se pueden procesar trillones de datos y cambiar la historia de la humanidad y de la economía.



Actualmente, dos tercios de las decisiones económicas son tomadas por algoritmos. Y en un segundo pueden cambiar la historia de la vida, de la humanidad. Eso es lo que viene: la inteligencia artificial. ¿Cómo va a competir el ser humano con ella? ¿Cómo enfrentaremos un mundo en el que la mitad de los empleos desaparecerán en los próximos veinte años? ¿Cómo habilitamos a nuestros y nuestras jóvenes para que vivan en ese mundo?



Lo anterior  se relaciona con que la educación, que es el factor para sobrevivir, entender y convivir en el siglo XXI, deje de ser un elemento censitario, que tiene que ver con los recursos, con las capacidades económicas, y se transforme en el derecho democrático de ser parte de la sociedad que viene, de comprenderla y de poder vivir en ella.



¡Si el mundo cambió! Estamos a un punto de que se genere una superinteligencia que sobrepase la inteligencia de los seres humanos. Pero ese asunto no se discute. Claro, se debate en Silicon Valley, en la Singularity University, pero no en Chile.



Cómo podremos enfrentar un mundo donde los asesores virtuales van a reemplazar todas las labores básicas desarrolladas por obreros, cuidadores, campesinos. Pero no me refiero solo a trabajos de personas sin formación, sino también a aquellos desempeñados por profesionales. Los abogados y los médicos no podrán competir con los algoritmos, que serán mucho más potentes en poder diagnosticar, en poder procesar, en poder generar resultados.



Entonces, ¿cómo se aborda esa sociedad? ¿Qué profesionales debemos formar? ¿Cuál es la educación que tenemos que elaborar para el siglo XXI? Todos esos desafíos forman parte de esta reflexión.



Por lo tanto, ¿cuál es el mérito de este primer paso? Que constituye un punto de partida. ¡No puede ser un punto de llegada! 



Y, además, tiene que ser universal. Porque cuando la gratuidad es para todos, todos se comprometen; todos pagan sus impuestos, sabiendo que les puede servir también. Es un concepto democratizador, y un concepto de convivencia dentro de esta nueva humanidad. Si no rompemos el esquema individualista, será muy difícil que podamos enfrentar los desafíos del cambio climático y de la superinteligencia artificial.



O sea, aquí hay una cuestión muy de fondo. 



Por eso, quiero que entendamos el proyecto como un primer paso, una situación todavía incipiente y en la que queda mucho por avanzar para poder construir una verdadera convivencia democrática. Pero valoro el coraje de la Presidenta Bachelet en el sentido de, contracultura, haber instalado el tema...



Señor Presidente, ¿me concede un minuto más?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, señor Senador.

El señor GIRARDI.- Muchas gracias.



¿Por qué digo “contracultura”? Porque tal vez lo más complejo del cambio que se produjo en esta visión de neoliberalización, de individualización, de construcción del ser humano egoísta, del Faúndez que tenía que pegarle un codazo al de al lado para ser mejor, es que crearon algo que lamentablemente el ex Presidente Piñera volvió a repetir el lunes durante el debate presidencial: la idea de que cuando se paga se tiene derecho a exigir; de lo contrario, no se tiene ese derecho. 



Y lo que quiero reponer, con mucha fuerza, es que, cuando se trata de bienes públicos, no es necesario pagar para poder exigir un derecho. 



¡No es necesario pagar para poder tener derecho a la educación y exigir una formación de calidad!



¡No es necesario pagar por el acceso a la salud y exigir que esta sea de calidad! 



Tenemos que sacar al ser humano de su dimensión mercantil, de su rol de consumidor y volver a tratarlo como ciudadano, porque no debe pagar para poder exigir.



--(Aplausos en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Advierto a los asistentes en las tribunas que no se permiten manifestaciones.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a los docentes y asistentes de la educación de la Escuela Tobalaba, de Peñalolén, que nos acompañan esta tarde.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.
El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, cómo cambia la vida; cómo cambian los tiempos. 



Creo que las elecciones le hacen bien al país, porque han permitido colocar en la discusión dos visiones de sociedad y, particularmente, alcanzar un consenso en el sentido de que la educación tiene que ser efectivamente un derecho para los ciudadanos.



Y vemos ahora a las bancadas de Oposición bastante silentes, bastante entregadas o bastante convencidas -en buena hora- de que la gratuidad es un derecho que llegó para quedarse y de que vamos a seguir avanzando en ella.



Felicito enormemente la decisión, la convicción de la Presidenta Bachelet de llevar adelante una transformación enorme en materia de educación superior, principalmente.



Entendemos ahora que la educación técnico profesional, donde alcanzaremos a más de 150 mil jóvenes con la gratuidad el próximo año, constituye un derecho para ese conjunto de ciudadanos; que, independiente de dónde se nazca, se va a tener el derecho a estudiar de manera gratuita.



Lo digo por representar a la Región de Los Ríos. En la actualidad, casi 6 mil jóvenes de las localidades más alejadas (Río Bueno, La Unión, Futrono) disponen del derecho a estudiar gratuitamente. Y no cualquier carrera, sino la que ellos deseen si poseen las capacidades.



Y lo mencionaba alguien hace un rato: no existirán carreras para la gente con menos recursos y carreras para quienes poseen la plata para poder comprarlas.



Hoy día rompemos un paradigma que se había instalado en Chile: que había que tener recursos para seguir estudiando. Y el drama se había hecho presente en muchas familias que debían priorizar cuál niño era el más capaz, ya que el segundo o el tercero no podían ir a la universidad. Y si todos los hijos demostraban capacidad, el papá o la mamá, por desgracia, debía discernir, discriminar y enviar a uno, a lo sumo a dos, a la educación superior; el tercero quedaba sin poder estudiar.



Eso lo conocemos, lo hemos vivido. Cuando uno recorre las regiones del país, se da cuenta de la inequidad existente en ellas, la inequidad instalada en distintas familias. Y eso ha cambiado y seguirá cambiando. 



Por tanto, insisto: reivindico la convicción y la valentía de la Presidenta Bachelet, quien asumió la tarea contra viento y marea, contra los mismos que hoy día, calladitos, van a votar a favor porque su candidato tuvo que comprometerse -y no le quedó otra- con la educación pública.



Yo felicito -no se halla presente- al Senador Ossandón, quien le señaló al señor Piñera: “Si quiere avanzar, incluya esto”. Y cambió el candidato. Ahora está por la educación gratuita. ¡Bien!, aunque no gane; en Puente Alto, sin duda, va a vencer Alejandro Guillier. 



Pero qué bueno que hayan cambiado, porque la educación superior debe ser un derecho y no el patrimonio de un sector del país; tiene que derivar de un consenso. Chile avanza en derechos y eso consagrará el presente proyecto.



Debo decirlo: “La Ministra de Educación, el Ministerio han tomado el timón y han podido empujar la iniciativa”. 



Sin duda que el proyecto tendremos que perfeccionarlo en aspectos puntuales. 



He hecho antes la observación de que se debe tener especial tratamiento y cuidado con tres planteles fundamentales: la Universidad Austral de Valdivia, la Universidad Técnica Federico Santa María y la Universidad de Concepción, porque son modelos de desarrollo, son modelos de procesos educativos regionales con más de 60 años de antigüedad. La Universidad de Concepción llega ya casi al centenario.



Hay que entender su particularidad; comprender que en esa parte del territorio el Estado no estuvo presente en su momento y fueron ciudadanos y ciudadanas tenaces, emprendedores, quienes sacaron adelante universidades que, no siendo estatales, son públicas por donde se las mire, por los cuatro costados. Son universidades de la comunidad, de sus ciudades: de Valdivia, del Gran Valparaíso, del Gran Concepción.



Una preocupación para tener presente.



Reitero que como bancada del Partido Socialista vamos a votar a favor del proyecto. 



Qué bueno que los dos candidatos que aparecerán el día domingo en la papeleta estén hoy día detrás de esta iniciativa. Uno con más convicción; el otro se subió a último momento, pero, bueno, así es la vida; hay que cambiar, hay que evolucionar. Cuando se esgrimen buenos argumentos, entiendo que uno puede modificar sus posiciones.



La gratuidad es un derecho que ha venido para quedarse y considero que el país debe seguir en esa senda.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, tengo que manifestar mi alegría porque finalmente la política de educación superior del actual Gobierno dejó de ser una glosa presupuestaria. Durante muchos años no hubo política, sino simplemente una glosa. No daba para más el concepto “política de educación superior”.



Por fin, llegó un proyecto. Por desgracia, durante demasiado tiempo, este ha sido objeto solo de cuestionamientos. Es uno de los proyectos menos consensuados en el ámbito de la educación superior. Y la situación perdura hasta el día de hoy.



Oigan ustedes a los rectores de las universidades públicas, privadas, estatales, no estatales -ustedes elijan-: todos manifiestan su disconformidad con la presente iniciativa.



Entonces, no veo que se justifique tanta alegría en las expresiones de nuestros distinguidos Senadores oficialistas. Porque pareciera que hoy día, gracias al proyecto que nos ocupa, va a haber educación superior en Chile.



¡Ahora vamos a tener el derecho a estudiar en la educación superior…!



Yo me pregunto en qué país viven. En Chile hace mucho rato que la educación superior es un derecho. Actualmente, hay cerca de un millón 200 mil estudiantes en ese nivel. A comienzos de los 80, había 150 mil; a comienzos de los 90, al retorno de la democracia, 250 mil. Se han casi quintuplicado los alumnos en este tiempo.



No estamos descubriendo la pólvora. ¡Ya existe!



Fue Ricardo Lagos, Presidente de la República entre los años 2000 y 2006, quien hace aproximadamente 15 años dijo, en ese entonces, que siete de cada diez alumnos de la educación superior eran primera generación en ese nivel. O sea, el cambio estructural en la sociedad chilena ya se produjo. Y la movilidad social que ha generado la apertura de la educación superior es un dato, una realidad.



Por lo tanto, no mistifiquemos las cosas como si hoy día fuéramos a empezar a realizar algo que Chile ya hizo. ¡Enhorabuena!



Y el trabajo efectuado incluso durante los gobiernos de la Concertación ha ayudado en esa dirección, con iniciativas que en la actualidad no se consideran muy felices, como la del CAE, propuesta destacada de ministros de la Concertación cuyo autor, me parece, fue un ex Presidente del PPD.



De manera que todos hemos hecho contribuciones, algunas afortunadas y otras no tanto. Pero no pensemos que hoy día se produce un punto de inflexión, que la historia de la educación superior chilena adquiere nuevos ribetes. ¡No! ¡No es así!



Con todas las dificultades que ha tenido el sistema -y las ha tenido- ha funcionado, y hoy día Chile, de acuerdo a los estándares internacionales, exhibe una educación superior que se ubica muy por arriba del grueso de los países de América Latina y que, en algunas instancias, es comparable con la de países más desarrollados.



Siempre es positivo avanzar en esta materia, pero hay aspectos que se han evidenciado durante estos años que, efectivamente, obligan a una mejoría en la educación superior.



Aquí se hace mucho énfasis en la gratuidad, porque pareciera que lo único que importa es el financiamiento. ¡Por favor! Ese es un elemento muy importante, pero mucho más importantes son los elementos cualitativos.



Ha sido una constante de la Nueva Mayoría creer que el cambio de ladrillos, de edificios, es lo que eleva la calidad de la educación. Y por eso pasan los años y no hemos avanzado un centímetro, como dije hace poco, en mejorar la calidad de la educación en Chile, pues el énfasis no ha estado ahí, sino en aspectos secundarios; relevantes muchos de ellos, pero que no van al corazón del sistema.



Quienes hemos trabajado en la educación superior durante largo tiempo sabemos que queda bastante camino por recorrer, y que el financiamiento es importante. Mientras más se asegure que la gente pueda entrar a ese nivel de enseñanza sin limitaciones financieras, tanto mejor. Pero ello debe hacerse con ciertas restricciones, porque Chile no tiene la capacidad económica para asegurar el ciento por ciento.



Aquí se pone mucho énfasis en que esta iniciativa garantiza la gratuidad universal. Pero no la garantiza: mejora las condiciones de gratuidad.



Hay que pensar en la gratuidad universal teniendo a mano los estudios del crecimiento económico que Chile ha logrado en los últimos años. Porque, si proyectamos el que el Gobierno de la Nueva Mayoría le ha dado a Chile, llegar a la gratuidad universal nos podría tomar casi un siglo.



Sin embargo, esperamos corregir eso y que nuestro país consiga recuperar un ritmo de crecimiento económico que permita ofrecer a los estudiantes chilenos un mejor destino y tener mayor acceso a gratuidad antes de cumplir un siglo, habiendo cubierto también otras áreas de prioridad social postergadas, incluso en el ámbito de la propia educación.



En consecuencia, acá se formulan juicios que me parecen extremos. Todo parece negativo. Olvidan que tenemos un nivel de acceso a la educación superior que supera el promedio de los países de Europa Occidental y América del Norte y es el más alto de América Latina; que el rendimiento de nuestro sistema (medido en razón de graduados de la enseñanza terciaria, esto es, técnicos superiores y profesionales, por millón de habitantes) es el más alto de Latinoamérica y superior al de muchos países europeos, como Portugal y España, y que, en términos de equidad (medida por el número de veces que la participación de jóvenes del quintil más rico supera la participación del quintil más pobre en la educación terciaria), Chile posee el segundo mejor índice dentro de la región, después de Bolivia y por delante de sistemas nacionales con gratuidad en las instituciones estatales y con una proporción más reducida de provisión privada, como Argentina, México, Venezuela y Uruguay.



Finalmente, en cuanto a la calidad de la educación superior, si bien esta es muy difícil de medir, hay dos dimensiones que los rankings internacionales permiten comparar dentro de América Latina.



La primera es el número de habitantes por “universidad reputada”. Según un ranking latinoamericano del 2016, que combina indicadores objetivos con una encuesta de percepción, Chile aparece segundo después de Panamá en este rubro.



Y la segunda dimensión es el número de habitantes por número de universidades que realizan investigación continua y de cierta complejidad. En este plano, Chile se ubica en el tercer lugar dentro de Iberoamérica, después de Portugal y España.



Hago estas menciones porque pareciera que todo es un desastre, que todo es negativo. ¡Por favor! Ni la educación superior empieza hoy, ni la clase media va a tener ahora la oportunidad de llegar a este nivel, porque ya está en él.



El malestar del 2011 se debió a que estudiantes de clase media advirtieron una serie de deficiencias, pero ya estaban adentro. Y esas son las deficiencias que se busca corregir y que espero que apunten, en definitiva, a la calidad de la educación superior.



Con todo, el proyecto presenta, a mi juicio, aspectos extraordinariamente delicados, como la gran injerencia del Estado en el desarrollo de las instituciones. 



Todas aquellas que reciban aporte estatal deberán utilizar obligatoriamente el sistema de admisión central para sus estudiantes. Esto, desde luego, genera cierta politización, por la discrecionalidad del sistema.



Lo anterior se agrava por la mayor participación del Ministerio, ya que la propuesta del Ejecutivo exige a todas las instituciones realizar investigación e innovación, terminando con la idea de universidades docentes. ¿Por qué? En el mundo las universidades no son solo las que completan todas las áreas posibles del desarrollo del conocimiento, sino también aquellas que ofrecen docencia de calidad. ¿Por qué acá van a estar prohibidas?



Asimismo, se establece que será la Subsecretaría de Educación Superior la que determine las materias “mínimas” que deberán contener las carreras. ¿Dónde queda la autonomía de la universidad? Estamos a casi un siglo del movimiento de Córdoba, que reclamaba la autonomía de la educación superior. Si sus líderes leyeran algunos artículos de este proyecto de ley, estoy seguro de que criticarían el retroceso que significa en la defensa de dicho aspecto.



Tanto es así, señor Presidente, que, como ha informado la Senadora Von Baer, el Gobierno se ha comprometido a modificar parte del contenido de la iniciativa; a terminar con la sobrerregulación del sistema, eliminando, por ejemplo, la posibilidad de que sea la Superintendencia la que determine algo tan vago y discutible como la viabilidad financiera de las instituciones; a incluir un contrapeso a las nuevas facultades de la Subsecretaría, y a asegurar que, al final, los requisitos de admisión sean determinados por las propias universidades.



En fin, hay muchas materias que necesitan ser reguladas para mejorar la calidad de la educación superior y defender los derechos de los alumnos universitarios que han sido vulnerados por irresponsabilidades o negligencias.



¡Hay que avanzar! Y, en ese sentido, el proyecto genera un marco dentro del cual ello es posible. Pero, por favor, afirmar que hoy existe “un antes y un después” en la educación superior chilena no corresponde. 



Seamos más humildes. Avancemos mejorando.



Por eso, apoyamos el proyecto, pero no con los conceptos presentados de esa forma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, creo que no cometo un exceso si digo que hoy estamos marcando un hito en la historia de la educación chilena en este Senado de la República, tan importante como lo fueron la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria en los años veinte, el impulso a la educación pública bajo el Gobierno de Pedro Aguirre Cerda, o la ampliación de la cobertura y la modernización de la educación durante el Gobierno del Presidente Frei Montalva.



Lo cierto es que todo esto fue movilizado por los estudiantes,  tanto de enseñanza media como universitarios, quienes desde el 2006 en adelante pusieron una agenda demandante en cuanto a volver a aquello que Chile tuvo a lo largo de su historia, como es el derecho a la educación. 



Hemos realizado un largo recorrido y valoro la contribución efectuada por distintos sectores. En particular, quiero agradecer al Senador Manuel José Ossandón, quien logró correr la cerca en la Derecha y asumir que en el Chile de hoy la educación no es simplemente una consecuencia del desarrollo, sino un derecho de los ciudadanos y causal de desarrollo. Por ende, la educación tiene un valor en sí mismo.



La gratuidad, para nosotros, es una convicción, porque la consideramos un derecho humano fundamental que permite la movilidad social, el desarrollo del espíritu y también el progreso de la sociedad.



Quiero señalar, en la misma dirección, que estudiar con gratuidad sí genera compromiso. No es cierto que haya que pagar para disfrutar y valorar lo que significan los logros de una sociedad o de una persona. No lo es en el amor, no lo es en los estudios, tampoco en el trabajo. La vocación, el sentido de servicio público es lo que genera compromiso cuando las personas reciben del Estado un reconocimiento para poder desarrollar su talento y su vocación. Y eso solo se asegura con gratuidad.



Por ello, no nos parece que deba ser parcial o únicamente para los alumnos más vulnerables que sigan estudios técnico-profesionales, porque eso significa bloquearles el acceso a la educación superior, incluida la enseñanza universitaria, si su vocación y su talento se los permite.



Por esa razón, creemos que la gratuidad debe ser un derecho universal y, por consiguiente, no discriminar a los jóvenes en sus posibilidades de estudio.



Quiero destacar, además, que las tasas de retención de estudiantes de nuestro sistema han mejorado ostensiblemente desde que se ha ido imponiendo la gratuidad, alcanzando hoy al 86,7 por ciento, cifra inédita en la historia de nuestra educación superior.



Pero también es pertinente señalar que la descentralización del país que estamos iniciando debe establecer compromisos claros con los centros de formación técnica y las universidades regionales, como se verá en las próximas semanas, cuando también discutamos esta materia.



Igualmente, queremos expresar que la educación es condición para el crecimiento, y no un remanente, en términos de que, en la medida que se crezca, haya un chorreo que permita educar a más gente. Los países que han crecido, los países que van a la vanguardia en estos tiempos son aquellos que entendieron que el derecho a la educación debía ser un principio fundamental y debían poner su mayor esfuerzo en educar a la población. Eso les permitió el crecimiento y avanzar hacia una sociedad de oportunidades para todos y para todas.



Por esa misma razón, la gran reforma a la educación que viene ahora es una revolución en las aulas. 



Devolver la educación a las familias es un paso, pero ahora hay que devolvérsela a los estudiantes, a los profesores, a los paradocentes, a los auxiliares de la educación, para que cada colegio tenga un proyecto educativo, para que en cada establecimiento los maestros sean evaluados por los avances logrados en dicho proyecto, con pertinencia social e intelectual respecto de sus alumnos, y, al mismo tiempo, para que haya libertad de ejercer el método de enseñanza y aprendizaje e impartir los contenidos curriculares más apropiados a las necesidades de cada estudiante, según un proyecto educativo en el que participen los profesores, los paradocentes, los apoderados y también la comunidad.



Por esa razón, estamos dando un gran salto.



“Gobernar es educar” dijo Pedro Aguirre Cerda. Hoy nosotros decimos: “Vamos a devolverles ese derecho a todas las niñas y niños de Chile”. Ningún joven, ninguna jovencita, ningún niño o niña se quedará sin estudiar si tiene talento, capacidad y esfuerzo. No serán las restricciones económicas las que limiten o condicionen qué se estudia y cuántos años se estudia.



Creo que este un avance histórico. Y hay que alegrarse de que las bancadas de Derecha hoy día acepten ese hecho, porque significa que se ha corrido el cerco de la agenda en Chile y estamos avanzando en la dirección correcta, hacia una sociedad de derechos fundamentales para todos y para todas. 



Por consiguiente, hoy día avanzamos hacia un Chile que integra, que acoge, que respeta la diversidad y que reconoce derechos fundamentales, como el relativo a la educación y, espero que pronto en el debate, el derecho a la salud.



Cabe señalar que el proyecto, en su Título V, establece requisitos muy precisos para avanzar en la gratuidad y evitar el eventual abuso de algunos actores que quieran incorporarse con propósitos inaceptables al día de hoy. Deberá tratarse de instituciones públicas o privadas, con más de cuatro años de acreditación institucional, constituidas como personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que adscriban al sistema común de acceso, para evitar que discriminen, pero, al mismo tiempo, que promuevan y fomenten que al menos el 20 por ciento de la matrícula corresponda a estudiantes de los primeros deciles, es decir, a los más vulnerables de nuestro país.



El año 2018 vamos a extender la gratuidad al sexto decil, esto es, a más de 300 mil alumnos.



Para los deciles posteriores queda establecida en la ley una gradualidad en el avance hacia la gratuidad universal, mediante indicadores de crecimiento económico y recaudación tributaria efectiva, manteniéndose el aporte fiscal directo.



Igualmente, para establecer el mecanismo de regulación y cálculo de aranceles, se crea una comisión de expertos, la que funcionará en forma permanente, a fin de determinar los años de acreditación institucional y efectuar un cálculo objetivo con miras a evitar la especulación del mercado.



La reforma tributaria, señor Presidente, es el sustento material para consagrar los grandes avances de la reforma educacional en la enseñanza superior, como es la gratuidad, que hoy salta al 60 por ciento, permitiendo dar paso a 15 CFT estatales programados y crear dos nuevas universidades del Estado, en Aisén y O’Higgins, que ya son realidad.



Estas transformaciones equivalen a la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria de la década de los años veinte, al impulso de la educación pública de los años treinta, y a la ampliación de la cobertura de los años sesenta.



¡Estamos haciendo historia, para gloria de este Senado de la República!



Y me alegro de que todos -espero que el proyecto sea aprobado por unanimidad- demos este salto cualitativo, en un Chile que avanza al siglo XXI como un país de derechos fundamentales para todos y que dignifica a sus profesores, a sus jóvenes y a la comunidad educativa entera.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he seguido con atención el debate y me encuentro en condiciones de reafirmar lo que señalamos en la Comisión de Educación.



Nosotros vamos a votar a favor este proyecto de ley, no porque nos parezca que el conjunto de las materias abordadas en él tenga un tratamiento adecuado, sino porque es fundamental contar con una nueva ley de educación superior.



Ciertamente, me voy a referir a lo que ha sido la médula de la discusión de esta mañana, que es, precisamente, el tema de la gratuidad.



Estamos frente a un proyecto que ha sido objeto de un conjunto de críticas muy fundadas por la inmensa mayoría de las personas que participaron en las sesiones de la Comisión. Y nos encontramos con un elemento nuevo, que yo considero auspicioso: que la Sala no sabe exactamente cuál será la fisonomía que va a ir adquiriendo el texto más adelante.



Hace una semana, cuando lo aprobamos en general en el referido organismo, el Gobierno entregó una minuta, bastante completa, en la que se refiere a un conjunto de cambios que se le introducirán.



En fin, tampoco escapará a Sus Señorías, señor Presidente, que vamos a tener que trabajar a matacaballo, porque, si las indicaciones se van a presentar hasta el 28 de diciembre y solamente celebraremos seis sesiones de Sala en el mes de enero, el despacho del proyecto se hará extraordinariamente complejo desde el punto de vista de los tiempos.



Dicho eso, debo manifestar que esta es una iniciativa que exhibe enormes omisiones. 



Nada dice, por ejemplo, de la duración de las carreras, ni acerca de lo que debiera ser la característica de la educación de pregrado. Tampoco aborda el tema de los títulos y lo concerniente a los grados, donde, claramente, se aprecia un problema en el sistema. Y ni siquiera hay una referencia a las materias que están revolucionando hoy día la educación superior en el mundo, como las clases masivas abiertas. O sea, es un proyecto donde no se vislumbran los desafíos que tendrá la educación superior hacia el futuro.



En cuanto a su institucionalidad, también presenta serios defectos.



En materia de Subsecretaría de Educación, se dice que la definición troncal va a desaparecer. ¡Enhorabuena! Porque la que existe es equivocada e inconstitucional.



Tampoco se justifica que la Subsecretaría sea la entidad que tenga a su cargo el sistema común de admisión. En una declaración emitida hace dos días, el CRUCh afirmó que la administración del sistema de admisión no puede estar en la Subsecretaría. Es un grave problema que tendremos que resolver. 



En cuanto a la fijación de los aranceles sucede exactamente lo mismo.



Que tenga la obligación de fijar un marco de cualificaciones que pueda impactar en los procesos de acreditación es igual cosa.



¡Qué decir respecto de la Superintendencia!



La Superintendencia tiene claramente un conjunto de atribuciones excesivas, discrecionales, arbitrarias, que deben corregirse. Y, al mismo tiempo, todas las regulaciones que se han formulado en materia de conflictos de interés también requieren una seria mejoría.



Se suponía que este proyecto iba a mejorar los mecanismos de interlocución del sistema universitario con la autoridad, y se planteaba con mucha fuerza la ampliación del CRUCh. Pues bien, la Ministra de Educación nos ha dicho en la última sesión que el propósito del Gobierno es no innovar en este aspecto. Ciertamente, eso es un paso atrás que corresponde revisar.



En cuanto a la acreditación, al parecer ya no se va a perseverar en la exigencia de una certificación compleja para todas las universidades. Ello es un paso adelante, pero deberemos velar porque el sistema no mute de una acreditación en torno a la misión y proyectos educativos y se estandarice a partir de la incorporación de criterios generalizados.



Hay otras omisiones, señor Presidente. Por ejemplo, ¿cómo va a ser razonable que una ley de educación superior no contemple los mecanismos globales de financiamiento de las instituciones? O que la promesa de remplazo del CAE tampoco se haya materializado o que el tratamiento que se le otorgue a la educación técnico-profesional sea tan insuficiente y tan inadecuado como lo es hoy día. 



No existe para la educación técnico-profesional, que desde el punto de vista numérico es más grande que la educación superior, un organismo similar al CRUCh. Tampoco se justifica que tenga un sistema común de acceso, en circunstancias de que la entrada a la educación superior técnico-profesional es particularmente inclusiva y no selectiva. Y, ciertamente, no se consideran en la acreditación las particularidades de este tipo de formación.



Dicho lo anterior, señor Presidente, quiero referirme a lo que ha sido la médula de este debate: la gratuidad.



Al escuchar a algunos Honorables parlamentarios, daba la impresión de que la gratuidad era la primera ayuda estudiantil que existía en el sistema educacional chileno, lo que es completamente falso.



¡Cómo podríamos haber llegado a un millón 200 mil estudiantes sin contar con mecanismos de ayuda, de becas, incluso de créditos que permitieran este acceso! 



¿Dónde ha estado y dónde está conceptualmente la diferencia que ha existido durante estos meses en términos de gratuidad? 



Yo jamás he manifestado objeción o problema alguno con una gratuidad en el orden del 50 al 60 por ciento que se pueda obtener vía becas, como era el procedimiento que se instauró durante los Gobiernos de la Concertación, o mediante un mecanismo de gratuidad.



El punto nunca ha estado ahí, señor Presidente, sino en un problema que hoy día se ha despejado, lo que nos permite votar con tranquilidad a favor de este proyecto.



¿Qué decía el programa de Gobierno de Michelle Bachelet en materia de gratuidad? Muy simple: que al año 2017 íbamos a alcanzar al 70 por ciento y que al año 2020 llegaríamos al 100 por ciento.  



Eso habría sido una política pública tremendamente injusta para el país, porque significaría que de aquí al año 2020 el conjunto de requerimientos, de exigencias sociales y de demandas insatisfechas -pensiones, salud, previsión y todo lo que pueden imaginarse- habrían tenido que postergarse para lograr que en 3 años más el 20 o el 10 por ciento más rico de esta sociedad pudiese optar a educación gratuita.



¡A eso fue a lo que siempre nos opusimos: a ese itinerario de la gratuidad, a un itinerario completamente irracional, que simplemente aludía a una situación de injusticia!



En este escenario, yo quiero agradecer al Senador Guillier por ser el único que ha tenido la honestidad intelectual de señalar cuál es el cambio que ha existido en esta materia.



¿Qué es lo que dice el actual proyecto de educación superior? Dice que vamos a tener gratuidad hasta el 60 por ciento; que vamos a lograr llegar al 70 por ciento dependiendo de una fórmula de cálculo, pero a 10 u 11 años más; que vamos a saltar al 80 por ciento en 20 años, al 90 por ciento en 40 años y a la gratuidad universal en un plazo de 70 años. ¡O sea, lo que la Nueva Mayoría ofreció en 7 años lo pretende alcanzar en 70!



Esa es la verdadera diferencia que hemos manifestado al respecto.



Yo espero, señor Presidente, que en el curso de la tramitación legislativa y de lo que nos queda -insisto- de un proyecto que deberemos tratar con extraordinaria dificultad, resolvamos el conjunto de estas materias.



Estamos frente a una iniciativa que contiene serias deficiencias. 



No se mueve ni se cambia la educación superior de la noche a la mañana. 



Por lo tanto, lograr durante el debate legislativo una discusión seria, fundada y objetiva va a ser la tarea y el desafío enorme que tendrá este Senado en las próximas semanas.


He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero partir diciendo que este es un debate grande y muy significativo. Y creo que el enfoque que le da el Senador que me antecedió se dirige a aspectos muy particulares, pero no ve el conjunto de la discusión en que estamos.



¿De qué envergadura es? Esto es muy parecido al debate que tuvimos a fines de los sesenta, cuando cuestionamos el sistema universitario por su desvinculación con la realidad y sus procesos. Y es parecido también al de los años ochenta, al interior de la dictadura. Quien quiera conocerlo debe leer el libro del periodista Juan Guerra -que anda por acá-, en que relata la manera en que se decidió privatizar la educación entera, y particularmente la educación superior.



¡Chile necesita cambios profundos en su sistema de educación superior!


¡Hay que pensar mejor el presente y el futuro! 


La universidad, antes que nada, es un lugar de encuentro para conocer, para pensar. Y debemos formar profesionales, una generación dirigente para los tiempos que vienen.



Tenemos una base, sin lugar a dudas, y yo no quiero cuestionar todo lo que ha dicho el Senador Hernán Larraín.



Efectivamente hay una base. Sin embargo, obviamente, estamos insatisfechos por lo que la realidad chilena requiere y por lo que viene por delante.



Lo decía de alguna manera el Senador Girardi: hay que pensar en la energía renovable, pero no como una perspectiva de un pequeño negocio.



¡Le están diciendo a Chile que es la Arabia Saudita del tiempo actual por el desierto de Atacama! 



Nosotros debemos repensar la matriz productiva y no podemos seguir con un debate económico tan pequeño, aludiendo a que son factores internos o externos los que la determinan. Tenemos que repensar nuestras potencialidades hacia delante. 



Es probable que en el futuro de nuevo digamos que Chile es un caso de desarrollo frustrado, porque no contamos con la inteligencia ni con la educación superior ni con la política requeridas para enfrentar estos temas.



Yo creo que este es un debate demasiado importante, demasiado trascendente.



A lo mejor comparto muchos de los aspectos circulares. Sin embargo, el tema global hay que pensarlo.



Chile requiere formar una nueva generación dirigente, y ese es uno de los roles fundamentales de las universidades. ¡Una nueva generación dirigente! Y no podemos seguir con buena parte de la generación dirigente formándose arriba de la cota mil. Tenemos que modificar la manera de hacerlo.



¿De qué sistema disponemos? Aquí hubo un sistema que creció aceleradamente, que se masificó, que se transformó, que se diversificó. Y quiero decirles que en toda América Latina ocurrió algo similar, en grados distintos, porque era una necesidad de la sociedad del conocimiento. En nuestro caso estuvo protagonizado por el mercado y por el sector privado. Por lo tanto, fue desigual, segmentado, segregado.



Nuestro sistema posee miles de problemas, que no voy a describir. La política pública, sobre todo desde el 2000, intentó corregirlos, y generó un sistema de aseguramiento de la calidad como condición para acceder a recursos, pues se veía que era baja y que necesitaba mejoras. 



¿Qué nos dijo la Derecha? “No hay que acreditar”, “el mercado es el único que acredita”.



¡Eso está en actas!



Afortunadamente, Germán Becker y cinco parlamentarios más de Renovación Nacional dijeron: “No. Aquí hay que asegurar ciertos estándares”. 



¡Y se expandió mucho!, por las becas, por el CAE, en el 2006. ¿Por qué? Porque además las instituciones públicas, las tradicionales, eran muy selectivas y no permitieron la incorporación de más estudiantes.  



Obviamente, uno de los grandes problemas de la actualidad es que no sean tan selectivas, que exista calidad. Pero también es importante que cuenten con la posibilidad de incorporar a otros sectores, porque bastante gente vio la igualdad de oportunidades a través de la educación particular subvencionada y a través de las universidades privadas, que vinieron a jugar el rol que en el pasado desempeñaron la educación pública escolar y las universidades del Estado.



Quiero ser muy claro: en 1990 el 15 por ciento de los jóvenes que egresaban de la educación media ingresaba a la universidad, cifra que ascendió el 2015 al 53 por ciento. Es verdad que el nivel de cobertura está por encima del promedio de la OCDE. El problema es la calidad. Y estoy tomando en cuenta el estudio que, a partir de la CASEN, hace Víctor Orellana. 



El ser profesional en este país convierte a las personas en algo distinto. Es la aspiración de mucha gente -sin lugar a dudas, es valioso- que quiere tener posibilidades de acceder a mayores conocimientos, mayor estatus, a hacer su aporte a la sociedad y acceder a otros bienes y servicios.



Hasta ahora el rol del Estado se ha centrado en canalizar las fuerzas del mercado a través de la Comisión Nacional de Acreditación con el fin de verificar el nivel de las instituciones.



¡Ese ha sido el patrón de calidad!



¿Qué cambio de fondo queremos hacer? Eso es bien importante.



Al respecto, en mi opinión hay tres cuestiones fundamentales.



La primera es que en la estructura de la educación superior tenemos que contar con un sistema de universidades estatales que sea la columna vertebral del modelo, que permita a estas universidades investigar sobre los grandes temas nacionales y formar profesionales. Otros también lo harán, pero Chile tiene que volver a contar con un sistema de universidades públicas que cumplan ese rol y entreguen ese aporte.



Que habrá otros que lo van a hacer, ¡fantástico!



Que hoy día en Atacama estén la Universidad de Chile y la de Atacama estudiando las características de la radiación de nuestro desierto, ¡fantástico!



Que a eso se pueda incorporar la Universidad Católica, ¡muy bien!



Sin embargo, debemos tener un impulso con una visión de país, una visión de desarrollo y no de negocios parciales.



El segundo cambio fundamental -esto lo vamos a ver en otro proyecto de ley, no lo discutiremos ahora- dice relación con el acceso. La gratuidad es relevante valóricamente, no es solo un problema instrumental. Se trata de que los talentosos de este país tengan la posibilidad de acceder a la universidad, de formarse, de aspirar a ser parte de la clase dirigente y de los constructores de este país con un rol mayor. 



La educación superior debe transformarse en un derecho social y no en un factor de diversificación y de exclusión.



Esta demanda, que se instaló a partir del movimiento estudiantil, es fundamental: que la educación superior sea un derecho.



Yo quisiera que la salud, como discutíamos ayer, también fuera un derecho. No puede ser que en Chile los que no tienen plata estén liquidados. Debemos tener ciertos derechos universales, ciertos pisos, ciertas bases.



Por otro lado, el tercer cambio, que es muy importante, apunta a que necesitamos un nuevo sistema regulatorio del sector privado para que sea un colaborador, para que lo reconozcamos, para que haga su propio aporte, tenga su propia forma de actuar.



¿Y esto con qué objetivo? Para garantizar calidad, transparencia y solidez institucional.



No me parece aceptable que sigan existiendo universidades de las que el Estado tenga que hacerse cargo porque no son sólidas. No puede ser oscuro lo que en ellas ocurre. Con Laureate mi problema mayor -y lo he conversado con sus directivos- es que no es transparente. Ese grupo tiene una manera de generar lucro que debemos transparentar y enfrentar.



Pero, sobre todo lo anterior, calidad.



Para eso hagamos los ajustes necesarios en la Subsecretaría, la Superintendencia.



Yo no estoy por sobrerregular, pero tampoco por subregular. Tenemos que disponer de un sistema que asegure tres elementos: calidad, transparencia y solidez.



En cuanto el tema del financiamiento, que aquí se ha planteado, discutamos en serio. El Estado tiene que hacerse cargo de las universidades estatales -el modelo para asignar es otra cosa- y asegurar una columna vertebral.



Antes eran dos universidades; ahora son dieciocho. Todas están estructuradas como una red y deben fortalecer su capacidad de trabajar en red para cumplir su rol y relacionarse con otro tipo de universidades.



El Estado tiene que financiar a las universidades estatales y también contar con un sistema de financiamiento estudiantil, al igual que el que se viene delineando con la gratuidad, como concepto fundamental e ir avanzando de distinta manera.



Por último, una palabra sobre el CAE.



Perdónenme, colegas, pero el CAE en los cuatro primeros deciles -se lo digo a Alejandro Guillier quien está aquí presente- ya está pagado, porque lo compró el Estado. Todos los años el sistema del CAE le vende a la Tesorería aquella parte que tiene menos posibilidades de recuperar.



Por lo tanto, buena parte de los cuatro primeros deciles ya está pagada.



Entonces, no empecemos a generar imágenes distorsionadoras en los foros. Esa deuda ya está pagada. Lo que pasa es que hay que renegociarla con los estudiantes -como se ha propuesto- para ver su nivel de responsabilidad al respecto.



Asimismo, quiero puntualizar que, además de regionalizar -pues es muy importante tener una visión de territorio y pensarla ligada al Ministerio de Ciencia y Tecnología-, el financiamiento ha de considerar que la publicidad no es legítima.



No puede ser que la Universidad San Sebastián gaste en una, dos o tres páginas semanales en El Mercurio, con todo lo caro que es eso.



¡Y además financia a El Mercurio...!



Yo estoy de acuerdo en que las universidades hagan publicidad de sus conocimientos, de lo que producen, pero no en vender su nombre como un fetiche. 



Ojalá la Universidad San Sebastián sea muy buena y muestre sus productos; sin embargo, no me parece que haga comercio y ponga los gastos publicitarios como parte de los costos que, además, se le cubren a través de todo el sistema.



Finalmente, ya termina mi tiempo, quiero apoyar totalmente este proyecto.



Creo que hay que perfeccionar muchos de los temas que ha planteado acá la Oposición, pero necesitamos un sistema de educación superior para los tiempos actuales, para pensar Chile y para encontrarnos hacia delante con la diversidad que tengamos. 



¡Formar profesionales con más valores, con más espiritualidad, con más conocimientos para el tiempo que estamos viviendo y para el que viene en el futuro!



No podemos seguir con los ojos vendados cuando nos hablan de los niños y no sabemos nada; o cuando nos hablan del cambio climático y no sabemos nada, y de bastantes otros temas que...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto más.

El señor MONTES.- Gracias, señor Presidente.



Necesitamos un mejor sistema de educación superior para hacer un Chile mejor, más integrado, menos desigual, y para que toda la riqueza y la potencialidad del país y de sus habitantes puedan expresarse en perfeccionar nuestro proyecto.



Lo peor es decir “Llegué a presidir la nación y todo se va a resolver”, porque eso no es verdad, ni en lo económico ni en ninguna otra dimensión.



El Presidente de la República tiene que convocar a la nación, a las universidades, a los partidos y a sus organizaciones para construir un mejor país.



¡Ese es el tiempo en el que estamos!



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, consolidar un sistema de educación superior; dar garantías de calidad y resguardo de la fe pública; promover la equidad e inclusión; fortalecer la formación técnico-profesional y robustecer el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior por supuesto que son pilares fundamentales cuando uno enfrenta un proyecto de ley de esta envergadura, y esto debemos hacerlo en virtud de un proyecto  de ley y no a través de una glosa presupuestaria.



El Senador Montes -por su intermedio, señor Presidente- hablaba del modelo económico.



Efectivamente, Chile ha replicado el ciclo del salitre en el cobre y volverá a repetirlo con el litio, mientras no seamos capaces de generar procesos continuos de agregación de valor y de invertir en ciencia, tecnología e innovación.



Chile invierte tan solo 0,46 por ciento del PIB en ciencia, tecnología e innovación, contrariamente a lo que ocurre en países afines: Argentina, 1 por ciento; Brasil, 1 por ciento; el promedio de la OCDE, 2,5 por ciento. ¡Para qué hablar de Corea del Sur!



Para aquello se requiere no solo de las universidades, dado que Chile tiene uno de los índices más elevados en materia de investigación, concentrado en los centros de educación superior, sino también de romper con algunos paradigmas.



El primer paradigma es confundir lo público con lo estatal. Cuando uno enfrenta un proyecto de esta envergadura, no es admisible sostener que algunas universidades como la Universidad Católica de Concepción, la de Concepción, la Federico Santa María o la Católica de Valparaíso no cumplen una función pública.



De alguna manera, ha habido una confusión en cuanto a que lo público es sinónimo de estatal en el debate legislativo acerca del nuevo sistema de educación superior.



Eso es lo primero.



El segundo tiene que ver con el punto de vista de las universidades regionales. Las universidades regionales se han visto postergadas una y otra vez en la Ley de Presupuestos como si la gran concentración, la gran generadora de masa crítica del país estuviera en la Región Metropolitana.



Mientras tanto, las regiones siguen esperando.



Ojalá que en el período destinado a la formulación de indicaciones exista la posibilidad de potenciar, de fortalecer lo que las universidades regionales están haciendo en términos de la formación de masa crítica.



Un tercer elemento dice relación con la retención de esa masa crítica en las respectivas regiones. Hoy día los talentos se van de las regiones a Santiago en busca de mejores remuneraciones y no hemos sido capaces de vincular los polos de educación superior con el desarrollo productivo de las respectivas regiones.



¿Cómo poner esa formación de masa crítica al servicio de la región para ampliar la base productiva?



Un caso especial lo tiene la Región de Antofagasta. Esta ha incorporado a Institutos Milenio para ampliar la base productiva de la Región. Y se trabaja, por ejemplo, en la creación de playas artificiales y en otros ámbitos, a fin de establecer elementos distintos de desarrollo para las regiones.



Esos son aspectos que deben estar considerados.



¿Cuál será la función del CRUCh? Se trata de otro elemento determinante, que espero sea abordado en el período de presentación de indicaciones al proyecto en análisis.



¿Cómo somos capaces de asegurar la autonomía? También es un tema de los más relevantes.



Pero también lo es cómo somos capaces de potenciar de una vez por todas la educación técnico-profesional.



Y ahí me quedo un minuto.



Porque hasta ahora -¡hasta ahora!- se ha puesto un excesivo énfasis fundamentalmente en la formación universitaria y no en la educación técnico-profesional, que es la que hace la gran diferencia para contar con profesionales capaces de desplegarse con fuerza y hacer un aporte para nuestro país.



Dicho lo anterior, señalo claramente que ¡se cae a pedazos la campaña del terror!



Siempre sostuvimos con un grupo muy importante de Senadores de nuestra coalición que efectivamente había que mantener la gratuidad para el 60 por ciento. Y comprometimos nuestros votos desde el primer día, ¡desde el primer día!



Ahora bien, resulta absolutamente necesario que seamos capaces de ampliar esa gratuidad a los centros de formación técnica y a los IP.



Hago presente que la gratuidad para el 60 por ciento cuesta 847 mil millones. Hablamos de incorporar a 325 mil alumnos que estudian en centros de formación técnica e institutos profesionales, que es a lo que aspiramos en la próxima Administración. Estamos diciendo que la gratuidad universal cuesta tres mil 371 millones de dólares.



Por lo tanto, es una materia de la cual debemos hacernos cargo.



¿Y cómo nos hacemos cargo? Con el uno por ciento del PIB. ¡1,5 por ciento del PIB en gratuidad universal cuando hay otras prioridades!



Chile tiene que seguir avanzando.



¡Por supuesto que el acceso a la educación superior es fundamental!



¡El acceso a la educación superior es fundamental!



Para ello se requiere que la economía vaya generando también un piso necesario para abordar esa tarea.



Evidentemente, lo que sí debe ser un principio es que ningún estudiante -¡ningún estudiante!- puede quedar al margen del sistema educativo porque no tiene los recursos económicos.



¡Ese es el principio básico!



Eso inspira a aquellos que estamos en el Senado.



Eso es, además, lo que debe inspirar la formulación de políticas públicas.



En esta materia se requiere mucho menos demagogia y que se pueda trabajar.



Considero que este proyecto sí es importante.



Valoro el avance sustantivo en materia de gratuidad y creo que constituye un paso relevante en términos de generar equidad.



¡Sí! Genera equidad.



Pero también se requiere conciencia de que hay muchos elementos por corregir en una iniciativa esencialmente compleja.



En efecto, nos referimos a un proyecto con más de 160 artículos, los cuales vienen a producir un cambio de regulación en un país que ha dado el salto cualitativo y cuantitativo en materia de matrícula: ¡se ha quintuplicado la matrícula de educación superior en los últimos años!



¡Por supuesto que ha de haber regulación!



La Agencia de Calidad de la Educación debe estar atenta a que no se ofrezcan carreras que no tienen ningún destino.



¡La información a los estudiantes debe ser clara!



Cuando un joven toma la decisión de estudiar determinada carrera, tiene que saber cuál es su perspectiva profesional y de retorno. Esto forma parte también de la tarea.



De igual modo, se debe informar acerca de la saturación de determinadas carreras versus otras.



Por tanto, tenemos que promover una decisión de los estudiantes cada vez más informada.



Lo que nuestro país necesita es menos política de trincheras.



Lo que nuestro país necesita es más entendimiento.



Lo que nuestro país necesita es ponernos de acuerdo respecto de cuáles son los grandes desafíos como nación.



Ya mencionamos que nuestro modelo de desarrollo necesita un cambio radical. En un país altamente centralizado, en un país extractivista, cuyo centro de desarrollo es la extracción de materias primas sin que seamos capaces de generar procesos continuos de agregación de valor, debemos imitar lo que han hecho otras naciones afines, como Australia y Nueva Zelandia.



¿Qué han hecho esos países? Han internacionalizado sus universidades; han sido capaces no solo de explotar y exportar minerales, sino también de exportar minería (know how).



El 50 por ciento de la matrícula de las naciones afines ha hecho justamente aquello: vincularse, agregar valor.



Chile todavía sigue confiando, como confió antes en el salitre, como confió antes en el cobre y como sigue confiando en el litio. Pero con una pequeña y gran diferencia: mientras seguimos discutiendo cómo vamos a extraer el litio, Argentina, que cuenta con las segundas reservas, ya se fijó como meta fabricar y exportar baterías de litio y autos eléctricos.



¡Esa es la gran diferencia!



¿Cómo somos capaces…



¿Me concede 30 segundos, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Gracias.



La gran diferencia es que cuando se toman decisiones en materia de políticas públicas hay que quebrar huevos. Y, lamentablemente, durante mucho tiempo -¡mucho tiempo!- en Chile se ha querido mantener los equilibrios y no quebrar los huevos.



El llamado que quiero hacer al Ministro de Hacienda  y a la Ministra de Educación -por su intermedio, señor Presidente- es a que entendamos que no avanzaremos mientras Chile siga invirtiendo 0,46 por ciento del PIB en ciencia, tecnología e innovación; mientras no contemos con un Ministerio de Ciencia y Tecnología; mientras no tengamos un sistema de educación superior que esté a la altura de las circunstancias de un país que aspira a ser desarrollado, en que exista una gran mesa donde quepan todos y no haya invitados de segunda clase.



Todo ello requiere mucha más inversión.



Pero, además, se requiere descentralizar. Mientras no haya descentralización y mientras se siga confundiendo lo público con lo estatal, no habremos quebrado el paradigma.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (34 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, creo que hemos asistido hoy día a una sesión realmente contundente en materia de argumentos, muchos de los cuales, por supuesto, compartimos plenamente.



Agradezco a todos los parlamentarios por esta unanimidad. A mi juicio, quien gana es nuestro país.



Solo deseo subrayar dos o tres cosas que me parecen importantes. Ya tendremos la oportunidad de debatirlas en particular. Y la Sala, por cierto, volverá a discutirlas en su momento.



En pocas semanas más estaremos debatiendo la iniciativa sobre universidades estatales, que, como ustedes bien saben, era parte de un mismo proyecto que se dividió en dos. Está por votarse en la Sala de la Cámara de Diputados y, por lo tanto, pasará luego al Senado de la República.



De lo expresado, vamos a recoger todo lo que tiene que ver con la centralidad y la valoración del tema regional. A lo mejor no se encuentra consignado de manera tan explícita en el proyecto, pero claramente es una voluntad del Ejecutivo destacar, apoyar, mejorar la educación superior a nivel regional.



A partir de lo que mencionaba la Senadora Goic, consideramos relevante que en la educación superior haya un compromiso cívico y social de los alumnos; estimamos que los derechos y los deberes son elementos importantes. Nos parece que, sin lugar a dudas, ello enriquece el marco de este proyecto.



En lo relativo a un mayor apoyo económico a las universidades regionales, vamos a ver cómo mediante el fondo de apoyo a las universidades estatales, contenido en otro proyecto de ley, podemos ajustar en parte a universidades que, tras sufrir en su momento las consecuencias de la división de la Universidad de Chile y de la Universidad Técnica del Estado, quedaron en condiciones desmedradas y les ha costado más salir adelante debido a que se hallan en zonas extremas a las cuales cuesta atraer profesionales.



Además, quiero agregar que esta normativa plantea condiciones para seguir avanzando en la gratuidad; no se habla de años.



Por lo tanto, será el país el que verá cómo crece, se desarrolla y mejora; cómo llega el litio y una mayor demanda de cobre para poder seguir avanzando.



No se trata de un tema de principios en el sentido de decir: “Solo hasta este decil, porque de ahí para arriba estaríamos transgrediendo un principio”.



Muchos de los que estamos en esta Sala -creo que también el Presidente del Senado y algunos otros que somos “mayorcitos”- estudiamos gratis en su momento.



Se podrá decir que éramos menos. Sin lugar a dudas, era así. Pero no se trataba de un asunto de principios, sino de la posibilidad que tenía nuestro país para financiar. Pero llegó un momento en que el acceso se masificó y ya no fue posible mantener el sistema.



Quiero decirles con orgullo a los que no recuerdan, a los que siempre pagaron, que en su momento yo estudié absolutamente gratis en una casa de estudios no estatal: la Universidad Católica de Chile. Nunca pagué un peso en esa institución.



Lo digo porque a veces cuesta recordarlo.



Y cuando se aprueban becas para estudiar en el extranjero, a nadie le preguntan si su papá gana 2 mil, 20 mil o 30 mil.



El país le financia a una persona adulta (lo es al cumplir 18 años), de acuerdo con sus condiciones y si tiene los méritos -porque el país valora la educación, no solo en lo particular respecto de ese postulante, sino como riqueza para Chile-, becas al extranjero para estudiar los posgrados que sean necesarios.



Quiero destacar eso, señor Presidente, a raíz de que se habla de un nivel, de otro nivel, etcétera.



En tal sentido, me referiré solo a la educación técnico-profesional.



En un sistema o en otro un alumno ubicado en el séptimo decil se encuentra en el mismo nivel socioeconómico, no tiene uno distinto.



Lo que sí está claro es que aumentar los deciles en el nivel técnico-profesional es más económico y son muchos menos alumnos.



Como se señaló, al mantener las mismas condiciones, es decir, instituciones acreditadas, de calidad en el nivel técnico-profesional, beneficiaríamos a 25 mil estudiantes si llegáramos hasta el noveno decil.



El asunto no está en la cantidad, sino en la señal que se entrega.



Nosotros queremos que los alumnos estudien en un colegio técnico-profesional o en uno científico-humanista y que después decidan de acuerdo con sus vocaciones, con sus posibilidades, etcétera.



Este no es un nivel de segunda categoría. Aquí no están los pobres de Chile.



No queremos dar esa señal.



Deseamos que este nivel sea una opción para los alumnos que quieran estudiar en él.



Además, esperamos ofrecer a través de los centros de formación técnica estatales las carreras de punta que el país requiere, que son más cortas, de ciclo breve. Y después el estudiante que lo desee puede optar a continuar sus estudios cursando ingeniería u otra carrera en la universidad.



En esta normativa, señor Presidente, ya se considera que si alguien estudió con beca, apoyo o gratuidad en un CFT o en un IP una carrera de dos o tres años puede seguir más adelante cursando en forma gratuita, por ejemplo, una ingeniería, en la medida en que le reconozcan al menos dos semestres de la carrera estudiada con anterioridad. Eso, para ir anclando ambos niveles y tener mejores técnicos que salgan al mercado del trabajo y después ingresen a la universidad para seguir su formación.



Ninguna política pública se construye en una hoja en blanco ni en el vacío, sino a partir de lo ya edificado.



Me parece que esta iniciativa, en el contexto de la reforma educacional, marca una inflexión respecto a cómo estamos considerando la educación y a cómo necesitamos una educación superior que no solo implique cobertura -como bien se ha dicho, la tenemos-, sino también calidad.



Contamos con las instituciones capaces. No queremos ni sobrerregular ni subregular, como se ha dicho acá. Pero requerimos organismos con una capacidad que hoy el Ministerio no posee.



En este último tiempo ya tres universidades han tenido dificultades serias por no considerar los temas económicos, etcétera, para ofertar a los estudiantes.



Podríamos haber evitado esa situación si hubiéramos tenido una buena Superintendencia y una Agencia más reforzada para determinar qué es una institución de calidad.



No nos sirve la gratuidad sin calidad.



He dicho.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio



De la Cámara de Diputados, mediante el cual señala que tomó conocimiento de que el Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley despachado por el Senado que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09) (con urgencia calificada de “suma”), y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política (Véase en los Anexos, documento 5).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período que se indica, a la señora Gloria Alejandra De la Fuente González y al señor Francisco Javier Leturia Infante (boletín N° S 1.955-05) (con la urgencia del inciso segundo del N° 5° del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para tabla.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:32.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 69ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE DICIEMBRE DE 2017


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, Ignacio.


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; y el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 35.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 66ª, ordinaria, de 28 de noviembre; 67ª, especial, y 68ª, ordinaria, ambas del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes
Seis de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Leopoldo López Mañez (Boletín N° 10.589-06).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


Con el cuarto, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (Boletín N° 10.054-12).


Con los dos últimos, hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (Boletín N° 11.144-07).


2) Sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (Boletín N° 11.430-13).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (Boletín N° 11.175-01) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes normas:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Inciso cuarto del artículo 171 del Código Tributario.


- Artículo 277 del Código Procesal Penal.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del Tribunal Calificador de Elecciones


Comunica que ha concluido el proceso de calificación de la votación para elegir Presidente de la República debiendo procederse a una segunda votación, y acompaña la sentencia dictada.

Del señor Contralor General de la República


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Araya, para informar sobre el financiamiento del proyecto denominado “Relleno Sanitario Chaqueta Blanca” en Antofagasta. 

Del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos


Adjunta respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el cumplimiento del derecho a amamantar de las madres trabajadoras de Gendarmería de Chile.

Del señor Subsecretario de Justicia


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las personas sancionadas por infracción a la Ley de Pesca.

De la señora Subsecretaria de Evaluación Social


Atiende petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar sobre el proyecto de “Reposición del Edificio Consistorial de Coronel”.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, relativa al término de la prestación complementaria de la Caja Los Andes, consistente en la devolución del aporte del 1% de las pensiones.

Del señor Vicepresidente Ejecutivo de Capredena


Responde solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la inclusión de beneficios en la pensión de retiro de la persona individualizada.

Del señor Director Ejecutivo de Conaf

Informa solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca del Humedal Ciénagas del Name, en la comuna de Cauquenes.


Responde petición, expedida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a las necesidades de reforestación con especies nativas del país.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Da respuesta a requerimiento de información, formulado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a las estadísticas de los accidentes ocurridos en la Ruta 5 Sur, entre Castro y Quellón, en el período indicado. 

Del señor Director (S) del Serviu de la Región de La Araucanía


Remite antecedentes sobre las obras de mejoramiento de la interconexión vial del tramo Temuco-Padre Las Casas (tercer puente); consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor García.

De la señora Jefa del Departamento de Transparencia y Documentación

del Instituto de Previsión Social


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el convenio de cooperación celebrado entre el Director Regional del IPS de la Región de Los Ríos y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S.E. la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para el nombramiento como Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, al señor Jorge Retamal Valenzuela (Boletín Nº S 1.952-05 (con la urgencia del inciso segundo del N°5° del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S.E. la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para el nombramiento como Ministros Titulares del Tercer Tribunal Ambiental de Valdivia, al abogado y a la licenciada en ciencias, respectivamente, señor Iván Hunter Ampuero y señora Sibel Villalobos Volpi (Boletín N° S 1.953-05) (con la urgencia del inciso segundo del N°5° del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (Boletín N° 11.430-13) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla. 

Moción


De los Honorables Senadores señores García y Tuma, con la que inician un proyecto de ley que prorroga la vigencia de la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y modifica su artículo 4° permitiendo la enajenación de los sitios que cuenten con la recepción provisoria (Boletín Nº 11.523-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas pertinentes para fortalecer y potenciar la formación e inserción regional equitativa de profesionales hematólogos; habilitar los establecimientos hospitalarios del sistema público para realizar trasplantes de médula, especialmente, mediante el sistema haploidéntico, evitando así la compra de servicios por este concepto en el sistema privado y las listas de espera de pacientes con donantes (Boletín N° S 1.956 -12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Comunicaciones


Del Grupo Bicameral de Transparencia, con la que informa la aprobación del Segundo Plan de Acción de Parlamento Abierto 2017-2018 del Congreso Nacional.


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Víctor Pérez Varela.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:
Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el cual retira de tramitación el proyecto de ley que establece un estatuto laboral para los asistentes de la educación pública (Boletín N° 11.431-04).


-- Se tiene presente el retiro.
Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó, con las excepciones que señala, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19), y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Se toma conocimiento, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para integrar la referida Comisión Mixta.
- - -
ACUERDOS DE COMITES


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en el segundo lugar del Orden del Día de esta sesión, el asunto signado con el número 4, esto es, el informe de la Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín Nº 7.963-06).


2.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (Boletín Nº 11.101-09), de 18:00 a 19:00 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


La Sala acuerda, a solicitud del Honorable Senador señor Tuma, que el proyecto de ley que prorroga la vigencia de la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y modifica su artículo 4° permitiendo la enajenación de los sitios que cuenten con la recepción provisoria (Boletín Nº 11.523-14), sea tratado en general y en particular con motivo de su primer informe.


A petición del Honorable Senador señor Chahuán, la Sala acuerda que el proyecto de ley para estimular la actividad física y el deporte en los establecimientos educacionales (Boletín 11.518-11), sea tratado en general y en particular con motivo de su primer informe.
- - -


El Honorable Senador señor Larraín solicita que el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (Boletín N° 11.175-11), sea tratado en el primer trámite reglamentario también por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


El Vicepresidente somete a votación la solicitud.


El resultado es de 12 votos a favor de la petición y 10 en contra.


Votan a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Walker, Ignacio.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Goic y señores Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Quintana, Quinteros, Rossi y Tuma.

El Vicepresidente declara aprobada la solicitud.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales.

(Boletín N° 11.200-06)


El Vicepresidente pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.

Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1° de agosto de 2017, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y con informe de la Comisión de Hacienda.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, que el artículo 1° números 1, 4, 8, 9, 12 a 17, 21, 23, 24, 30, 34, 35 a 43, 45 a 48, 50 y 52; el artículo 2° números 1, 2, 4 y 5; el artículo 3° números 1 y 2, y los artículos 4° a 8° y 10 números 2 a 8, así como el artículo tercero transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


Expresa que en todo caso hay que dejar constancia del quórum respectivo de todos estos artículos, con excepción del artículo tercero transitorio, por cuanto el tercero transitorio es de quórum simple, los demás artículos son de rango orgánico constitucional, todos, y requieren para su aprobación 20 votos favorables.


Señala que además, el número 43 del artículo 1° es un precepto de carácter orgánico constitucional que debe ser aprobado por tres quintos de los senadores en ejercicio, por lo que requiere 21 votos favorables.

Luego hace presente que con 20 votos favorables también debiera ser aprobado en particular el número 57 del artículo 1, norma orgánica constitucional, sin perjuicio de ser objeto de indicaciones, no fue objeto de modificaciones en el segundo informe, y de consiguiente se aplicaría el mismo quórum ya consignado. 


El Vicepresidente, previa consulta a la Sala, da por aprobadas las disposiciones indicadas por la unanimidad de los 27 senadores presentes.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.

Respecto del número 43 del artículo 1° se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo de la disposición decimotercera transitoria de la Constitución Política de la República, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.
- - -


Continúa el Secretario General expresando que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobó por unanimidad, otras solo lo fueron por mayoría de voto y serán puestas en discusión y votación en su oportunidad.

Consigna que dentro de las enmiendas aprobadas por mayoría, se encuentra la que recae en el numeral 18 del artículo 1, que requiere tres quintos de los senadores en ejercicio para su aprobación, o sea, 21 votos.

Señala que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia y no introdujo modificaciones al texto despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas; y todas ellas deben ser aprobadas con 20 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.

El Vicepresidente las declara aprobadas, previa consulta a la Sala, por la unanimidad de los 28 senadores presentes.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.
- - -


Finalmente el Secretario General hace presente que, salvo el artículo tercero transitorio, la totalidad del proyecto es de carácter orgánico constitucional, por lo que las disposiciones que no han sido mencionadas en las categorías precedentes requerirán para su aprobación en particular de 20 votos favorables, con excepción, como se dijo, de aquella que hay una de mayoría y que requiere tres quintos de los senadores para su aprobación.
- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, al proyecto de ley aprobado en general por el Senado son las que siguen:

Artículo 1

Número 2

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.”.”.

Número 3


En su letra a) sustituir el literal iii), por el siguiente:


“iii. Modifícase su letra l) de la siguiente forma:


a. En su párrafo primero intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.) que le sigue, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”, antecedida de una coma (,).


b. En su párrafo segundo reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.”.

Número 5


Intercalar, en su inciso segundo, entre la palabra “provincia” y el puto final que le sigue (.) la frase “que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio”, precedida de una coma (.).

Número 6

Letra b)


-Reemplazar su ordinal i, por el que sigue:


“i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.”.


--Incorporar como literal iii, nuevo, el que sigue:


“iii. Reemplázase, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercálase a continuación como nuevas letras j), k) y l) las siguientes:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional, y”.”.

Número 7


--Reemplazar su letra a) por la siguiente:


“a) En su inciso primero sustitúyese la expresión “Del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”, y la palabra “delegados” por “encargados”, respectivamente.”.


--Sustituir su letra b) por la que sigue:


“b) En su inciso segundo, reemplázase la palabra “delegado” por “encargado”, y la expresión “acto de la delegación, el gobernador” por “acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial”, respectivamente.”.


--Agregar las siguientes letras c) y d), nuevas:


“c) En su inciso tercero sustitúyese la palabra “delegado” por “encargado” las dos veces que aparece, y suprímese su expresión final “, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


d) En su inciso final reemplázase la voz “delegado” por “encargado”.”.

Número 10


--Reemplazar las expresiones “gobernador regional, alcalde, concejal, consejero regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial” por “gobernador regional, delegado presidencial regional, delegado presidencial provincial, consejero regional, alcalde, concejal y consejero comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

Número 11


--Sustituirlo por el que sigue:


“11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.”.

Número 18


En el artículo propuesto efectuar las siguientes enmiendas:


--Reemplazar, en el inciso primero, la frase final que señala “, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales” por “y las leyes”.


Sustituir, en su inciso segundo, su referencia al “capítulo VI del título II” por “Capítulo VI del Título Segundo”.

Número 19

Artículo 23 bis

Letra c)


--Reemplazarla por la que sigue:


“c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.”. 

Letra e)


--Reemplazar la expresión “Acreditar domicilio electoral” por “Residir”.

Artículo 23 ter

Letra a)


--Intercalar después de la expresión “provinciales,” la locución “los secretarios regionales ministeriales,”.


--Incorporar las siguientes letras b) y c), pasando sus letras b), c), d) y e) a ser letras d), e), f) y g), respectivamente:


“b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.”.

Inciso segundo


--Sustituir la referencia a las letras “a) y b)” por otra a las letras “a), b), c) y d).

Artículo 23 quáter


--Reemplazar la frase “de conformidad con lo dispuesto en esta ley” por “hasta el límite de doce horas semanales”.

Artículo 23 sexies

--En sus incisos segundo, cuarto y quinto sustituir la expresión “tribunal electoral regional respectivo” por “tribunal calificador de elecciones”, y en su inciso sexto reemplazar la expresión “tribunal electoral regional competente” por “tribunal calificador de elecciones”, respectivamente.


--En su inciso octavo reemplazar su palabra final “local” por “regional”.


--En su inciso noveno, consignar con minúscula las palabras “Tribunal Calificador de Elecciones”.

Artículo 23 septies


--Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.


En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.


La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 


El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.


Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.”.

Número 20


--Suprimir su letra c).


--Reemplazar sus letras d) y e) por las que siguen:


“c) Sustituir su letra q) por la siguiente:


“q) Presidir el Consejo Regional.


En las sesiones del Consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.”.


d) reemplázase su letra r) por la que sigue:


“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 


Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.


El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.


El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.”.

Número 22


--Reemplazar su letra a) por la que sigue:


“a) Sustitúyese su expresión inicial “El intendente, a lo menos una vez al año, dará cuenta al consejo de su gestión” por “El gobernador regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional de su gestión”.”.


--Sustituir su letra b) por la que sigue:


“b) Reemplázanse sus palabras finales “la página web del correspondiente gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo” por “en la página web del correspondiente gobierno regional”.”.


--Incorpórase la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase como inciso final el siguiente:


“El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.”.

Número 25


--Sustituirlo por el que sigue:


“25. Remplazar el artículo 30 ter por el siguiente;


“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:



a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.



b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.



c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.



d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.



e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.”.

Número 26

Sustituirlo por el siguiente:


“26. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:

a) En su encabezado, reemplazar la expresión “ser consejeros” por “ser candidatos a consejeros”.


b) En su letra b), reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.


c) Incorpórase como incisos finales los siguientes:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.”.

Número 27

Reemplazarlo por el siguiente:


“27. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 33:


a) Intercálase la expresión “gobernador regional, de” entre la voz “de” y la palabra “alcalde”;


b) Sustitúyese la referencia a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales”, por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil”,  y


c) Incorpórase como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.

No podrán desempeñar el cargo de consejero regional aquellos que tengan, respecto del gobernador regional del mismo gobierno regional, la calidad de cónyuge, conviviente civil, hijo, adoptado o pariente hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad.”.

Número 28


--Agregar la siguiente letra d), nueva:


“d) en la letra i) reemplazar su expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercalar como letra j), pasando su letra j) a ser letra k), la siguiente:


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano, y”.”.

Número 29


Reemplazarlo por el que sigue:


“29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.”.

Número 31


-Reemplazar por el siguiente:


“31. En el artículo 41, agréguese el siguiente inciso segundo:


“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.”.

Número 32


-- Reemplazar por el siguiente:


“32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título segundo.”.

Números 33, 34, 35 y 36


--Suprimirlos.

Número 37


Ha pasado a ser número 33

Letra a)


--Sustituirla por la que sigue


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último”.”.

Número 38


Ha pasado a ser número 34, sin otra enmienda.

Número 39


Ha pasado a ser número 35, sin modificaciones.

Número 40


Ha pasado a ser número 36, sin otra enmienda.

Número 41


Ha pasado a ser número 37, sin modificaciones.

Número 42


Ha pasado a ser número 38, sin otra enmienda.

Número 43


Ha pasado a ser número 39, sin modificaciones.

Número 44


Ha pasado a ser número 40, sin otra enmienda.

Número 45


Ha pasado a ser número 41, sin modificaciones.

Número 46


Ha pasado a ser número 42, sin otra enmienda.

Número 47


Ha pasado a ser número 43, sin modificaciones.

Número 48


Ha pasado a ser número 44.

Letra e)


--Sustituir por la que sigue:


“e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”, y sustitúyese sus expresiones “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.”.

Letra g)

Ordinal ii


--Sustituirlo por el que sigue:


“ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por 3°, con excepción de su inciso tercero; 4°, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5°, inciso segundo y siguiente; y 6° y 8° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a gobernador regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretende desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura.”.”.

Número 49


Ha pasado a ser número 45, sin otra enmienda.

Número 50


Ha pasado a ser número 46, sin modificaciones.

Número 51


Ha pasado a ser número 47, sin otra enmienda.

Número 52


Ha pasado a ser número 48, sin modificaciones.
ooo
Número 49, nuevo


“49. Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.”.

ooo
Número 53


Ha pasado a ser número 50, sin otra enmienda.

Número 54


Ha pasado a ser número 51.


--Sustituir, en el inciso quinto del artículo 98 bis que propone, las expresiones “o ambos” por “”de los”; “consejo regional” por “Tribunal Calificador de Elecciones”, y “noventa” por “ciento veinte”, respectivamente.

Número 55


Ha pasado a ser número 52, sin modificaciones. 

Número 56


Ha pasado a ser número 53.


--Reemplazar en el inciso primero, del artículo 99 bis que propone, la expresión “seis de diciembre del año de la elección respectiva” por la frase “seis de enero del año siguiente a la elección respectiva”.

o o o o o

Números 54, 55, 56, nuevos


--Incorporar los siguientes números, nuevos:


“54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la denominación “gobernador regional”.


55) Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional” las dos veces que aparece.


56) Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales, los gobernadores regionales y los delegados presidenciales regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.”.

o o o o o

Artículo 2

Número 3


--Reemplazarlo por el que sigue:


“3. En el artículo 3:


a) En su inciso primero intercálase entre su voz final “Alcalde” y el punto final (.) que le sigue la expresión “y Gobernador Regional”. 


b) En su inciso tercero, reemplázase la expresión “al cargo de Alcalde” por “a los cargos de Alcalde y de Gobernador Regional”.”.

Número 6


--En su encabezado, sustituir “artículo 7” por “artículo 8”.

Número 7


--Reemplazar sus palabras iniciales “En el inciso primero del artículo 9” por “En el inciso primero del artículo 10”.

Número 8


-En su encabezado, sustituir “artículo 13” por “artículo 14”.


--En el literal iv de su letra b), reemplazar la referencia “artículo 14” por “artículo 15”.

Número 9


--Sustituir sus palabras iniciales “En el artículo 18” por “En el artículo 19”.

--Reemplazar la referencia al artículo “88 bis” por “89”.

Número 10


--En su encabezado reemplazar “artículo 20” por “artículo 21”, y en su letra b) consignar con mayúscula la expresión “gobernador regional”.

Número 11


--Reemplazar su referencia al “artículo 22” por al “artículo 23”.

Número 12


--Sustituir su referencia al “artículo 23” por al “artículo 24”.
Número 13


--Reemplazar la referencia al “artículo 24” por al “artículo 25”.

Número 14


--En su encabezado reemplazar “artículo 29 bis” por “artículo 31”.


--Reemplazar su letra a) por la que sigue:


“a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.”.


--Reemplazar en su letra b) la expresión “gobernadores regionales” por “gobernador regional”.

Número 15


--Sustituir “artículo 30” por “artículo 32”; la voz “Alcalde” por “alcaldes”, y consultar con minúscula las palabras “Gobernadores Regionales”.

Número 16


--Reemplazar por el siguiente:


“16. En el artículo 33, reemplazar la expresión “o de parlamentarios” por “de parlamentarios o de gobernadores regionales”.”.

Número 17


--Sustituir la referencia “artículo 32” por “artículo 34”.

Número 18


--Reemplazar por el que sigue:


“18. En el artículo 35 sustitúyese la expresión “de parlamentarios o de alcaldes” por “de parlamentarios, de gobernadores regionales o de alcaldes”.”.

Número 19


--Reemplazar su referencia al “artículo 35” por “artículo 37”.

Número 20


--Sustituir la referencia “artículo 36” por “artículo 38”, y consignar con minúscula las palabras “Gobernador Regional”.

Número 21


--En su encabezado reemplazar la expresión “artículo 38” por “artículo 40”, y en su letra b) consignar con minúsculas iniciales las palabras “Gobernador regional”.

Artículo 3°

Número 3


--En su encabezado reemplazar “artículo 9” por “artículo 10”.

Número 4


--En su encabezamiento sustituir “artículo 14” por “artículo 15”.

Número 5


--Reemplazar la referencia “artículo 17” por “artículo 20”.

Número 6


--Sustituir la referencia “artículo 30” por “artículo 36”.

Número 7


--Reemplazar la referencia “artículo 32” por “artículo 38”.

Número 8


--Sustituir su referencia “artículo 41” por “artículo 47”.

Número 9


--Reemplazar su referencia “artículo 48” por “artículo 54”.

Número 10


--Sustituir la expresión “artículo 49” por “artículo 55”.

Número 11


--Reemplazar la referencia al “artículo 50” por otra al “artículo 56”.

Número 12, nuevo


--Incorporar como número 12, nuevo, el siguiente:


“12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.”.

o o o

Artículo 9°, nuevo


--Intercalar después del artículo 8°, como artículo 9°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 9°.- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que Crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	       Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	          1-A
	           1


o o o

Artículo 9

Número 1

Letra e)


--Intercalar después de las palabras finales “presidenciales provinciales”, la expresión “los secretarios regionales ministeriales,””, precedida de una coma (,). 


--Intercalar como literal f), nuevo, el que sigue:


“f) Agrégase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.”.

Letras f), g), h), i), j) y k)


Han pasado a ser letra g), h), i), j), k) y l), respectivamente, sin enmiendas.

Número 9


--Reemplazar en su letra a) “artículo 40” por “artículo 45”, en su letra b) “artículo 52” por “artículo 58” y en su letra c) “artículo 160” por “artículo 161”, respectivamente.

Número 10


--Sustituir la referencia “artículo 63” por “artículo 64”.

Número 11


--Reemplazar la referencia “artículo 56” por “artículo 71”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Si la presente ley se publica con anterioridad a las elecciones parlamentarias 2017, ésta entrará en vigencia el 1 de diciembre de 2017. De lo contrario, entrará en vigencia en la fecha de publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos en las elecciones del año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes el 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 6 de enero de 2021, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de la ley N° 19.175.


Las disposiciones contenidas en los numerales  20, 24, 25, 28 letra d), 29, 32, 33, 35, 39 y 40 del artículo primero de esta ley así como los artículos 5°, 6°, 7° y 8° entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.”.

Artículo segundo


--Sustituir su referencia al “artículo 14” por otra al “artículo 15”.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda aprobada por mayoría en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaída sobre el numeral 3 del artículo 1º.


Enseguida ofrece la palabra y hace uso de ella los Honorables Senadores señores Tuma y Chahuán.


Puesta en votación la enmienda el resultado es de 27 votos a favor y 2 en contra.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Ignacio.


Votan en contra los Honorables Senadores señores Allamand y Espina.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Quinteros.


Funda su voto negativo el Honorable Senador señor Espina.

- - -

Terminada la votación manifiestan su intención de votar favorablemente los Honorables Senadores señores Coloma y Navarro.

- - -

El Vicepresidente declara aprobada la enmienda.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda aprobada por mayoría en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaída sobre el numeral 5 del artículo 1º.

Consultada la Sala la Mesa declara aprobada la enmienda por 29 votos favorables y 2 en contra.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda aprobada por mayoría en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaída sobre el numeral 18 del artículo 1º.

A continuación ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Espina.


El Vicepresidente previa consulta a la Sala da por aprobada la enmienda por la unanimidad de los 25 senadores presentes.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo de la disposición decimotercera transitoria de la Constitución Política de la República, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.
- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda aprobada por mayoría en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaída sobre el numeral 28 del artículo 1º.

A continuación ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Espina.


El Vicepresidente previa consulta a la Sala da por aprobada la enmienda por la unanimidad de los 26 senadores presentes.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.

- - -

La Mesa pone en discusión la enmienda aprobada por mayoría en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaída sobre el numeral 48 del artículo 1º.

A continuación ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Espina.


El Vicepresidente previa consulta a la Sala declara aprobada la enmienda por la unanimidad de los 26 senadores presentes.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión la reconsideración por la Sala de la declaración de inadmisibilidad que recayó respecto de la Indicación Nº 39 de autoría del Honorable Senador señor Espina; cuyo tenor es el siguiente:

Artículo primero transitorio


“1. Para agregar un nuevo inciso tercero: 


“La próxima elección de Consejeros Regionales se celebrarán, por única vez, conjuntamente con las elecciones parlamentarias y se verificarán en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.175.”.

Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Von Baer, señores Espina Pizarro y Quintana, señora Pérez San Martín y señores Quinteros, Lagos y García.


Puesta en votación el resultado es de 17 votos por aprobar la admisibilidad y 11 en contra.


Votan a favor de la admisibilidad los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Tuma.

Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, Bianchi, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi y Walker, Ignacio.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín y Allamand.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Bianchi y Montes.


El Vicepresidente declara admisible la señalada indicación.

- - -

La Mesa pone en discusión la indicación Nº 39 del Honorable Senador señor Espina.

Enseguida se ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Espina y Pizarro y el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.


El Vicepresidente pone en votación la señalada indicación.


El resultado  es de 16 votos a favor y  10 votos en contra.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Tuma.

Votan en contra los Honorables Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Walker, Ignacio.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor Harboe, señora Von Baer y señores Coloma, Lagos, Pérez Varela y Quintana.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señor Pizarro, Bianchi y Montes.


Interviene asimismo durante la votación el Honorable Senador señor Letelier.

- - -

El Vicepresidente declara rechazada al indicación por no haberse alcanzado el quórum requerido por la Constitución Política de la República para las normas de rango orgánico constitucional.

- - -

El Vicepresidente pone en votación la enmienda de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización correspondiente al inciso tercero del artículo primero transitorio.


El Secretario General recuerda que esta enmienda requiere tres quintos de los senadores en ejercicio para su aprobación, de conformidad a la disposición vigesimoctava transitoria de la Constitución Política de la Republica.


El resultado es de 5 votos favorables y 15 en contra.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quintana.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes, Pizarro, Quinteros y Walker, Ignacio.


El Vicepresidente declara rechazada la enmienda.

- - -

El Vicepresidente pone en votación la enmienda de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización correspondiente a los restantes incisos del artículo primero transitorio.

El resultado es de 21 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros y Walker, Ignacio.


El Vicepresidente declara aprobada la enmienda.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 35 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de esta iniciativa.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:


1. En el epígrafe del capítulo I del título primero, reemplázase la expresión “Del Intendente” por “Del Delegado Presidencial Regional”.


2. En el artículo 1:


a) En el inciso primero sustitúyese la expresión “el intendente” por “el delegado presidencial regional”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.


3) En el artículo 2:


a) En su inciso primero:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 2.- Corresponderá al delegado presidencial regional:”. 


ii. Reemplázase en las letras d) y f) la palabra “gobernadores” por la expresión “delegados presidenciales provinciales”.


iii. Modifícase su letra l) de la siguiente forma:


a. En su párrafo primero intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.) que le sigue, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”, antecedida de una coma (,).


b. En su párrafo segundo reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


b) En el inciso segundo sustitúyese la palabra “intendente” por “delegado presidencial regional”, y el vocablo “gobernadores” por “delegados presidenciales provinciales”. 


4. En el epígrafe del capítulo II del título primero sustitúyese la expresión “Del Gobernador” por “Del Delegado Presidencial Provincial”.


5. En el artículo 3:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:


“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.


Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia, que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.”.


b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “del gobernador” por “del delegado presidencial provincial”.


6. En el artículo 4:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4.- El delegado presidencial provincial ejercerá las atribuciones que menciona este artículo, informando al delegado presidencial regional de las acciones que ejecute en el ejercicio de ellas.”.


b) En el inciso segundo:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.


ii. Sustitúyese en el inciso párrafo segundo de la letra h) el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


iii. Reemplázase, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercálase a continuación como nuevas letras j), k) y l) las siguientes:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional, y”.


7. En el artículo 5:


a) En su inciso primero sustitúyese la expresión “Del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”, y la palabra “delegados” por “encargados”, respectivamente.


b) En su inciso segundo, reemplázase la palabra “delegado” por “encargado”, y la expresión “acto de la delegación, el gobernador” por “acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial”, respectivamente.


c) En su inciso tercero sustitúyese la palabra “delegado” por “encargado” las dos veces que aparece, y suprímese su expresión final “, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


d) En su inciso final reemplázase la voz “delegado” por “encargado”.


8. El epígrafe del capítulo III del título primero sustitúyese por el siguiente: “Disposiciones Comunes a Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales”.


9. En el artículo 6:


a) En el encabezamiento del inciso primero, reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”. 


b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.


10. En el artículo 7 sustitúyese la frase “intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional” por la siguiente: “gobernador regional, delegado presidencial regional, delegado presidencial provincial, consejero regional, alcalde, concejal y consejero comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.


12. Sustitúyese el artículo 9 por el siguiente:


“Artículo 9.- Los delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales ejercerán sus funciones en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan ejercerlas transitoriamente en otras localidades de sus territorios jurisdiccionales.”. 


13. En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


14. En el artículo 11 sustitúyese la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


15. En el artículo 12 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


16. En el artículo 22 sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


17. Sustitúyese el epígrafe del párrafo 1° del capítulo III por el siguiente: “Del Gobernador Regional”.


18. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 


“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República y las leyes.


El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el Capítulo VI del Título Segundo.”.


19. Intercálanse los siguientes artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies: 


“Artículo 23 bis.- Para ser elegido gobernador regional se requerirá:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos.


c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.


d) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.


e) Residir en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.


f) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley. 


No podrá ser gobernador regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir este cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.


Artículo 23 ter.- No podrán ser candidatos a gobernador regional:


a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.


b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.


d) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros y funcionarios del Servicio Electoral, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


e) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.


f) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.


g) Las personas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de gobernador regional.


Artículo 23 quáter.- El cargo de gobernador regional es incompatible con los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, consejero regional, alcalde y concejal. También será incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de los demás órganos de la Administración del Estado o de las empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media, básica y especial, hasta el límite de doce horas semanales. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.


Artículo 23 quinquies.- Quedarán inhabilitados para desempeñar el cargo de gobernador regional:


a) Los gobernadores regionales respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra c) del artículo 23 ter. 


b) Los gobernadores regionales que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional.


Artículo 23 sexies.- El gobernador regional cesará en el ejercicio de su cargo por las siguientes causales:


a) Pérdida de la calidad de ciudadano.


b) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo.


c) Incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, en notable abandono de deberes o en alguna de las incompatibilidades previstas en los artículos 23 quáter y 23 quinquies.


d) Renuncia por motivos justificados aceptada por el consejo regional. Sin embargo, la renuncia que fuere motivada por la postulación a otro cargo de elección popular no requerirá de acuerdo alguno.


e) Inhabilidad sobreviniente por alguna de las causales previstas en el artículo 23 ter.


f) Ser declarado culpable en virtud del procedimiento de acusación constitucional, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de la Constitución Política de la República. 


g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo dispone el artículo 28 bis de la ley N° 19.884. 


La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.


Las causales establecidas en las letras b) y e) serán declaradas por el mismo tribunal, a requerimiento de a lo menos un tercio del consejo regional respectivo. El gobernador regional que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer al consejo regional tan pronto tenga conocimiento de ella.


La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los consejeros regionales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los tribunales electorales regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado.


En el requerimiento, los consejeros regionales podrán pedir al tribunal calificador de elecciones la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


El tribunal calificador de elecciones adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.


La cesación en el cargo de gobernador regional, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b), c) y e) operará sólo una vez ejecutoriada la resolución que las declare. Sin perjuicio de ello, en el caso de notable abandono de deberes o contravención grave a las normas sobre probidad administrativa, el gobernador regional quedará suspendido en el cargo tan pronto le sea notificada la sentencia de primera instancia que acoja el requerimiento. En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 23 septies. En el evento de quedar firme dicha resolución, el afectado estará inhabilitado para ejercer cualquier cargo público por el término de cinco años.


Se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el gobernador regional transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución Política de la República y las demás normas que regulan el funcionamiento del gobierno regional, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio del gobierno regional, o afecte gravemente la actividad de éste destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad regional. 


La causal establecida en la letra g) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.


En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.


La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 


El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.


Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.


Artículo 23 octies.- En caso de vacancia del cargo de gobernador regional, el consejo regional procederá a elegir un nuevo gobernador regional que complete el período, de entre sus propios miembros y por mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos consejeros regionales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado gobernador regional aquél de los dos consejeros regionales que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva. El mismo mecanismo se aplicará para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en la primera votación.


La elección se efectuará en una única sesión extraordinaria que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiere producido la vacante. El secretario ejecutivo del consejo regional citará al efecto a este órgano con tres días de anticipación a lo menos. El nuevo gobernador regional así elegido permanecerá en el cargo por el tiempo que faltare para completar el respectivo período, pudiendo ser reelegido.


Mientras no sea elegido el nuevo gobernador regional, regirá lo dispuesto en el artículo anterior.


En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que ésta.


Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir gobernador regional, se celebrará con el o los consejeros regionales que asistan y resultará elegido gobernador regional aquel consejero regional que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado gobernador regional aquél de los consejeros regionales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva.


Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como gobernador regional aquel consejero regional en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección correspondiente.”.


20. En el artículo 24:


a) Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 24.- Corresponderá al gobernador regional:”.


b) En la letra d) reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


c) Sustituir su letra q) por la siguiente:


“q) Presidir el Consejo Regional.


En las sesiones del Consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.


d) reemplázase su letra r) por la que sigue:


“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 


Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.


El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.


El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.


21. En el inciso segundo del artículo 25 sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


22. En el artículo 26:


a) Sustitúyese su expresión inicial “El intendente, a lo menos una vez al año, dará cuenta al consejo de su gestión” por “El gobernador regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional de su gestión”.


b) Reemplázanse sus palabras finales “la página web del correspondiente gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo” por “en la página web del correspondiente gobierno regional”.


c) Agrégase como inciso final l siguiente:


“El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.


23. En el inciso primero del artículo 27 reemplázase la expresión “El intendente” por “El gobernador regional”.


24. Derógase el artículo 30 bis.


“25. Remplazar el artículo 30 ter por el siguiente;


“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:


a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.


b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.


c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.


d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.


e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.


26. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:


a) En su encabezado, reemplazar la expresión “ser consejeros” por “ser candidatos a consejeros”.

b) En su letra b), reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.


c) Incorpórase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.


27. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 33:


a) Intercálase la expresión “gobernador regional, de” entre la voz “de” y la palabra “alcalde”;


b) Sustitúyese la referencia a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales”, por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil”,  y


c) Incorpórase como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:

“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.


No podrán desempeñar el cargo de consejero regional aquellos que tengan, respecto del gobernador regional del mismo gobierno regional, la calidad de cónyuge, conviviente civil, hijo, adoptado o pariente hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad.”.

28. En el artículo 36:


a) En las letras d), e) y f) sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


b) En la letra g):


i. Reemplázase la frase “intendente regional en su calidad de órgano ejecutivo del mismo” por la siguiente: “gobernador regional”.


ii. Sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


c) En la letra h) sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


d) en la letra i) reemplazar su expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercalar como letra j), pasando su letra j) a ser letra k), la siguiente:


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano, y”.


29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


30. En el artículo 40:


a) En la letra e) sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma.


b) En la letra f) reemplázase el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase la siguiente letra g):


“g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo disponen el artículo 125 de la Constitución Política de la República y el artículo 28 bis de la ley N° 19.884.”.


31. En el artículo 41, agréguese el siguiente inciso segundo:


“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.


32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título segundo.


33. En el artículo 62: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último”.


b) En el inciso tercero sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


34. Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente:


“Artículo 65.- Habrá un órgano auxiliar del delegado presidencial regional, integrado por los delegados presidenciales provinciales y los secretarios regionales ministeriales. El delegado presidencial regional podrá disponer que también integren este órgano o que concurran a él en calidad de invitados, jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.”.


35. En el artículo 66 elimínase la oración final.


36. En el inciso primero del artículo 68 reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


37. En el inciso primero del artículo 70, reemplázase la palabra “intendente” por los vocablos “gobernador regional”, todas las veces que aparece.


38. En el inciso primero del artículo 71 reemplázase el vocablo “intendente” por las palabras “gobernador regional”.


39. En el artículo 73: 


a) En el inciso segundo reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


b) En el inciso tercero sustitúyese la frase “el presidente del consejo y el intendente representarán” por la siguiente: “el gobernador regional representará”.


c) En el inciso quinto reemplázase la palabra “Intendente” por la expresión “gobernador regional”.


40. En el artículo 78 reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


41. Sustitúyese el epígrafe del capítulo VI del título II por el siguiente:


“De la Elección del Gobernador Regional y del Consejo Regional”.


42. En el artículo 82, entre las expresiones “Para las elecciones” y “de consejeros regionales”, intercálase la frase “de gobernadores regionales y”.


43. En el artículo 83:


a) Intercálase, entre el vocablo “elecciones” y la expresión “de consejeros regionales”, la frase “de gobernadores regionales y”.


b) Sustitúyese la voz “parlamentarias” por “municipales”. 


44. En el artículo 84: 


a) En el inciso primero, entre la palabra “candidaturas” y la expresión “a consejeros regionales”, intercálase la frase “a gobernador regional y”.


b) En el inciso segundo, a continuación de la frase “corresponda elegir en la respectiva”, agrégase la expresión “región o”.


c) En el inciso tercero:


i. Incorpórase como primera oración la siguiente: 


“Los candidatos a gobernador regional no podrán postular al mismo tiempo como candidatos a los cargos de Presidente de la República, senador, diputado, alcalde, concejal o consejero regional en las elecciones que se realizan conjuntamente.”.


ii. Sustitúyese la expresión “o diputado” por la frase “, diputado, alcalde, concejal o gobernador regional”. 


d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:


“Cada declaración de candidatura a gobernador regional deberá ser acompañada por una declaración jurada del candidato, en la que señalará cumplir con los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades señaladas en el artículo 23 ter. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante oficial del Registro Civil. La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en esta declaración, o su omisión, producirá la nulidad de aquella, y de todos los efectos legales posteriores, incluida la elección del candidato. Además, la declaración de candidatura deberá consignar los nombres, cédula de identidad y domicilio del Administrador Electoral y del Administrador Electoral General, en su caso. En el caso que un gobernador regional postulare a su reelección conforme con lo dispuesto en el artículo 111 de la Constitución Política de la República, o a su elección como consejero regional en la región donde desempeña su cargo, se procederá a su subrogación en conformidad con el inciso segundo del artículo 23 septies, desde los treinta días anteriores a la fecha de la elección y hasta el día siguiente de ella. En todo caso, durante el período señalado el gobernador regional conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del consejo regional con derecho a voz. Sin embargo, la presidencia del consejo regional sólo podrá ejercerla un consejero regional que no estuviere repostulando a dicho cargo o postulando al cargo de gobernador regional. Si hubiere más de uno en tal situación la presidencia le corresponderá a quien haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana en la elección respectiva. Si todos los consejeros regionales estuvieren repostulando, la presidencia se decidirá por sorteo entre ellos.”.


e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”, y sustitúyese sus expresiones “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.


f) Suprímese el inciso quinto. 


g) En el inciso sexto:


i. Agrégase, a continuación de la expresión “declaraciones de candidaturas”, la frase “a gobernador regional y a consejeros regionales”. 


ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por 3°, con excepción de su inciso tercero; 4°, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5°, inciso segundo y siguiente; y 6° y 8° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a gobernador regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretende desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura.”.


h) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“Las declaraciones de candidaturas de gobernador regional deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada región.”. 


45. Intercálase el siguiente artículo 84 bis:


“Artículo 84 bis.- Las candidaturas a gobernador regional podrán ser declaradas por un partido político, por un pacto de partidos, por un pacto entre un partido político e independientes, por un pacto de partidos e independientes, y por independientes.


Las candidaturas a gobernador regional declaradas sólo por independientes se sujetarán a los porcentajes y formalidades establecidos en los artículos 89 y 90.”.


46. En el artículo 86:


a) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “y quinto” por “y sexto”.


b) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:


“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de gobernadores y otro pacto electoral para la elección de consejeros regionales.


Los pactos para la elección de consejeros regionales a que alude el inciso anterior sólo podrán ser conformados por uno o más partidos políticos o por independientes que integren un mismo pacto electoral para la elección de gobernadores regionales.”.


47. En el artículo 88:


a) En el inciso primero sustitúyese la frase “los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido” por la siguiente: “los nombres completos del candidato a gobernador regional o, en su caso, de los candidatos a consejeros regionales afiliados al respectivo partido”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto:


“Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional y consejeros regionales de una misma lista o pacto deberán señalar expresamente el cargo al cual postulan los respectivos candidatos.”.


48. En el artículo 89 sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 89.- Las declaraciones de candidaturas independientes a gobernador regional o a consejero regional deberán ser patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hayan sufragado en la elección popular más reciente en la región respectiva o en la circunscripción provincial respectiva, según corresponda.”.


49. Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.


50. En el artículo 95:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser inciso segundo, y así sucesivamente:


“Artículo 95.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones de gobernador regional serán practicados por el Tribunal Calificador de Elecciones. Para ello, serán aplicables las normas establecidas en los títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.


b) Intercálase en el inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, entre las expresiones “calificación de las elecciones” y “serán practicados”, la siguiente expresión: “de consejeros regionales”.


51. Intercálase el siguiente artículo 98 bis:


“Artículo 98 bis.- Tratándose de elecciones de gobernador regional, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al 40% de los votos válidamente emitidos, conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 111 de la Constitución Política de la República. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.


Si ninguno de los candidatos a gobernador regional hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera. 


El proceso de calificación de la elección de gobernador regional deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el Tribunal Calificador de Elecciones hará la correspondiente declaración, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse el día siguiente hábil al del vencimiento del plazo establecido en el inciso precedente.


Si muere uno de los candidatos a los que se refiere el inciso segundo, el Tribunal Calificador de Elecciones convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo, y si no lo fuere se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional se realizarán en la forma prescrita en el artículo 84.”. 


52. Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- Dentro de los dos días siguientes a aquél en que su fallo quede a firme, el Tribunal Calificador de Elecciones enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas regiones, al delegado presidencial regional, al delegado presidencial provincial, al gobernador regional y al consejo regional. Asimismo, el tribunal electoral regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del fallo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas circunscripciones provinciales, al delegado presidencial regional, a los delegados presidenciales provinciales de la región y al gobernador regional. Comunicarán, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.


Una copia completa del fallo y de su acta complementaria se remitirán, además, por el presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o el tribunal electoral regional respectivo, según corresponda, al Ministro del Interior y Seguridad Pública y al Director del Servicio Electoral, con el objeto de que tomen conocimiento del término del proceso electoral.”.


53. Sustitúyase el artículo 99 bis por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- El consejo regional se instalará el día seis de enero del año siguiente a la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de los consejeros regionales declarados electos por el tribunal electoral regional competente, convocados para tal efecto por el secretario ejecutivo. El período de los cargos de gobernador regional y de consejeros regionales se computará siempre a partir de dicha fecha.


En la primera sesión, el secretario ejecutivo procederá a dar lectura a los fallos del Tribunal Calificador de Elecciones y del tribunal electoral regional, según corresponda, que den cuenta del resultado definitivo de la elección en la región y en las circunscripciones provinciales, tomará al gobernador regional y a los consejeros regionales electos el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes, y de cumplir con fidelidad las funciones propias de sus respectivos cargos.”.


54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la denominación “gobernador regional”.


55) Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional” las dos veces que aparece.


56) Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales, los gobernadores regionales y los delegados presidenciales regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


57. En el artículo 108:


a) Reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”, todas las veces que aparece.


b) En la letra c) y en el párrafo segundo de la letra d) sustitúyese la expresión “la intendencia regional” por “el gobierno regional”.


Artículo 2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes:


1. En el epígrafe de la ley, entre el vocablo “parlamentarios” y la expresión “y alcaldes”, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.


2. En el artículo 2, a continuación de la palabra “Diputado”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


3. En el artículo 3:


a) En su inciso primero intercálase entre su voz final “Alcalde” y el punto final (.) que le sigue la expresión “y Gobernador Regional”. 


b) En su inciso tercero, reemplázase la expresión “al cargo de Alcalde” por “a los cargos de Alcalde y de Gobernador Regional”.


4. En el artículo 4:


a) En el inciso primero, a continuación de la frase “, de Parlamentarios”, agrégase la siguiente: “, de Gobernadores Regionales”.


b) En el inciso tercero, a continuación del punto y coma que sigue a la frase “al territorio comprendido por el distrito electoral”, agrégase lo siguiente: “en el caso de la elección de Gobernadores Regionales, al territorio comprendido por la región,”.


5. En el artículo 6, entre la expresión “Servicio Electoral” y la coma que le sigue, intercálase la frase “, de la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional”.


6. En el artículo 8:


a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


b) Intercálase el siguiente inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo:


“El pacto para las elecciones de Gobernadores Regionales deberá ser común, abarcando todas las regiones.”.


7. En el inciso primero del artículo 10, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “y de Alcaldes”, intercálase la siguiente frase: “, Gobernadores Regionales”.


8.  En el artículo 14: 


a) En el inciso primero, entre la palabra “parlamentarios” y la expresión “o alcaldes”, las dos veces que aparecen, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.


b)  En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o de Alcaldes”, las dos veces que aparece la siguiente frase: “, de Gobernadores Regionales”.


ii. Intercálase, entre la frases “No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N°18.700” y “, o al artículo 110 de la ley N°18.695,”, lo siguiente: “, al artículo 87 de la ley N° 19.175”.


iii. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o a Alcaldes”, la siguiente frase: “, a Gobernadores Regionales”.


iv. Intercálase como penúltima oración la siguiente: “Los pactos y subpactos electorales para la elección de consejeros regionales que contemple un pacto electoral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la ley N° 19.175, deberán constituirse dentro del plazo a que se refiere el artículo 15, y en forma simultánea a las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias.”.


c) En el inciso tercero, entre las expresiones “sin perjuicio de lo establecido” y “en el artículo 109 de la ley N° 18.695”, intercálase la frase “en el artículo 86 de la ley N° 19.175 o”.


d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:


“Sin perjuicio de lo establecido previamente y tratándose del pacto electoral de gobernadores regionales y del pacto electoral de consejeros regionales, los candidatos independientes podrán incorporarse a éstos hasta la fecha de declaración de candidaturas indicada en el artículo 84 de la ley Nº 19.175, para lo que se requerirá el acuerdo unánime de los partidos que hayan suscrito originalmente dicho pacto electoral.”.


9. En el artículo 19, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercálase la frase “, 89 de la ley N° 19.175”.


10. En el artículo 21:


a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “presidencial, parlamentaria”, agrégase la frase “, de gobernador regional”.


b) En el inciso tercero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “o Gobernador Regional”.


11. En el inciso primero del artículo 23, entre el vocablo “Diputados” y la expresión “o Alcaldes”, intercálase la frase “, Gobernadores Regionales”.


12. En el inciso primero del artículo 24, a continuación de la expresión “la elección primaria al cargo de Diputado”, agrégase la siguiente frase: “, una para la elección primaria al cargo de Gobernador Regional”.


13. En el artículo 25, entre las expresiones “de Parlamentario” e “y de Alcalde”, intercálase la siguiente frase: “, de Gobernador Regional”. 


14. En el artículo 31: 


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.


b) En el inciso segundo, a continuación de la palabra “diputado”, agrégase la frase “, gobernador regional”.


15. En el inciso primero del artículo 32, entre la voz “Presidenciales” y la expresión “o de Alcalde”, intercálase la frase “, de Gobernadores Regionales”.


16. En el artículo 33, reemplazar la expresión “o de parlamentarios” por “de parlamentarios o de gobernadores regionales”.


17. En el inciso segundo del artículo 34, a continuación de la frase “Para el caso de las elecciones primarias de”, agrégase la siguiente: “Gobernadores Regionales o de”.


18. En el artículo 35 sustitúyese la expresión “de parlamentarios o de alcaldes” por “de parlamentarios, de gobernadores regionales o de alcaldes”.


19. En el artículo 37, a continuación de la expresión “de la ley N° 18.700”, agrégase la frase “, en el artículo 93 de la ley N° 19.175”.


20. En el artículo 38, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la siguiente frase: “, de gobernador regional”.


21. En el artículo 40:


a) En el encabezamiento, entre las expresiones “N° 18.700,” e “y en el artículo 107”, intercálase la siguiente frase: “en el artículo 84 de la ley N° 19.175”.


b) En la letra a), a continuación del vocablo “Presidencial”, agrégase la frase siguiente: “, a gobernador regional”.


Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


1. En el inciso primero del artículo 1, a continuación de la expresión “Populares y Escrutinios,” agrégase la siguiente frase: “en la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional,”.


2. En el artículo 4:


a)  En el inciso primero, a continuación de la coma que sigue al vocablo “diputado”, agrégase la siguiente expresión: “gobernador regional,”.


b) En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre la palabra “senador” y la expresión “, el límite de gasto no podrá”, lo siguiente: “o gobernador regional”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “respectiva circunscripción”, la siguiente frase: “o región, según corresponda”. 


3. En el artículo 10: 


a) En la letra c) del inciso segundo, sustitúyense los vocablos “o senador” por la frase “, senador o gobernador regional”.


b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto, y así sucesivamente:


“La situación prevista en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento diez unidades de fomento.”.


c) En el inciso octavo, que pasa a ser noveno, a continuación de la frase “una elección de senadores,”, agrégase la siguiente: “una elección de gobernadores regionales,”.


4. En el artículo 15:


a) En el inciso primero:


i. Intercálase, entre las expresiones “diputados,” y “alcaldes,”, la siguiente: “gobernadores regionales,”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “circunscripciones, distritos”, la siguiente: “, regiones”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto:


“En el caso de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el derecho a que el Estado pague en su favor será de cinco milésimas de unidad de fomento por sufragio obtenido.”.


5. En el inciso primero del artículo 20 reemplázase la expresión “a senador y diputado” por “a senador, diputado o gobernador regional”.


6. En el inciso primero del artículo 36 sustitúyese la expresión “o a diputado” por “, a diputado o a gobernador regional”.


7. En el inciso primero del artículo 38, entre las expresiones “de diputados” e “y de alcaldes”, intercálase la siguiente: “, de gobernadores regionales”.


8. En el inciso primero del artículo 47, a continuación de la palabra “parlamentaria”, agrégase la expresión “, de gobernador regional”.


9. En el inciso primero del artículo 54 reemplázase la expresión “y diputado” por “, diputado y gobernador regional”.


10. En el inciso primero del artículo 55, entre la voz “parlamentarias” y las palabras “o municipales”, intercálase la siguiente frase: “, de gobernadores regionales”.


11. En el artículo 56 intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser inciso final:


“Tratándose de la segunda votación contemplada en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, las disposiciones sobre plazos y procedimientos establecidos en la presente ley se aplicarán, en la forma que corresponda, considerando la fecha de verificación de dicha segunda votación.”.


12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.


Artículo 4.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1 de la ley N° 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales:


1. En el número 1 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



2. En el número 2 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



3. En el número 3 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



4. En el número 4 incorpórase el cargo que se indica a continuación:
	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



5. En el número 5 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



6. En el número 6 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



7. En el número 7 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



8. En el número 8 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



9. En el número 9 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



10. En el número 10 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



11. En el número 11 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



12. En el número 12 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



13. En el número 13 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



14. En el número 14 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



15. En el número 15 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1



Artículo 5.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 60, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecua plantas y escalafones del servicio de gobierno interior:


1. Reemplázase la expresión “Intendentes” por “Delegados Presidenciales Regionales”.


2. Sustitúyese el guarismo “13” por “15”.


3. Reemplázase la expresión “Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Provinciales”.


4. Sustitúyese el guarismo “50” por “38”.


Artículo 6.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.174, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2



Artículo 7.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.175, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2



Artículo 8.- Suprímese el artículo 2 de la ley N° 20.368, que crea la Provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso.


Artículo 9°.- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que Crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en los textos legales que a continuación se indican:


1. En el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades:


a) En el artículo 9, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva, respecto de los planes nacionales, y al gobernador regional, respecto de los planes regionales, velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior.”.


b) En el artículo 10, reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- La coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el delegado presidencial provincial que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados. Asimismo, la coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el gobernador regional que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados.”.


c) En el inciso sexto del artículo 16 bis sustitúyese la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


d) En el inciso cuarto del artículo 68 reemplázase el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


e) En la letra a) del inciso primero del artículo 74 sustitúyese la expresión “los intendentes, los gobernadores” por lo siguiente: “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales,”.


f) Agrégase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.


g) En el artículo 104 B:


i. Sustitúyese en la letra a) del inciso primero la expresión “intendente o, en subsidio, el gobernador”, por la siguiente: “delegado prsidencial regional o, en subsidio, el delegado presidencial provincial”.


ii. Reemplázase en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”, las dos veces que aparece.


h)  En la letra b) del inciso segundo del artículo 104 C sustitúyese el vocablo “intendentes” por la expresión “delegados presidenciales regionales”.


i) En el inciso quinto del artículo 104 D reemplázase la voz “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


j) El artículo 104 F:


i. Sustitúyese en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


ii.  Reemplázase en el inciso duodécimo el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


k)  En el inciso primero del artículo 128 sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


l) En el artículo segundo transitorio reemplázanse la palabra “gobernador” por “delegado presidencial provincial”, y el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


2. En el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, sustitúyese la expresión “Intendencias, Gobernaciones” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.


3. En el inciso tercero del artículo 1 del decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, reemplázase la expresión “Intendencias Regionales, Gobernaciones Provinciales” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.


4. En la ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal:


a) Reemplázase el epígrafe del párrafo 2° del título IV del libro cuarto por el siguiente: “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales y Gobernadores Regionales”.


b) En el artículo 423, sustitúyese la expresión “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional” por “de un delegado presidencial regional, de un delegado presidencial provincial o de un gobernador regional”.


5. En la ley N° 1.552, que aprueba el Código de Procedimiento Civil:


a) En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes de provincia, gobernadores de departamento o secretarios de Intendencia,” por “delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales o gobernadores regionales”.


b) En el número 1 del inciso primero del artículo 361 (350) sustitúyese la expresión “Intendentes Regionales, los Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales”.


c) En el número 1 del inciso primero del artículo 389 (379) sustitúyese la expresión “los Intendentes” por “los Delegados Presidenciales Regionales”.


6. En la ley N° 7.421, que aprueba el Código Orgánico de Tribunales:


a) En el número 2 del artículo 50 reemplázase la expresión “Intendentes y Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.


b) En el artículo 257 sustitúyese la expresión “Intendentes, Gobernadores o Secretarios de Intendencia” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales o Gobernadores Regionales”.


c) En el inciso cuarto del artículo 471 reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.


7. En la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses:


a) En el número 1 del artículo 4 reemplázase la expresión “los intendentes, los gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.


b) En el número 2 del inciso primero del artículo 45 sustitúyese la expresión “los intendentes”, la primera vez que aparece, por “los delegados presidenciales regionales, los gobernadores regionales”.


8. En el artículo 3 de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, reemplázase la expresión “los intendentes y gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.


9. En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) En el inciso primero del artículo 45 reemplázase la expresión “Intendentes, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.


b) En el inciso sexto del artículo 58 sustitúyese la expresión “Gobernador Provincial” por “delegado presidencial provincial”.


c) En el inciso segundo del artículo 161 reemplázase la expresión “Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales, Consejeros Regionales”.


10. En el inciso primero del artículo 64 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, reemplázase la expresión “de Intendente, de Gobernador” por “de Gobernador Regional, de Delegado Presidencial Regional, de Delegado Presidencial Provincial”.

11. En el inciso tercero del artículo 71 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, sustitúyese la expresión “Intendente Regional” por “Delegado Presidencial Regional”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Si la presente ley se publica con anterioridad a las elecciones parlamentarias 2017, ésta entrará en vigencia el 1 de diciembre de 2017. De lo contrario, entrará en vigencia en la fecha de publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.

Las disposiciones contenidas en los numerales 20, 24, 25, 28 letra d), 29, 32, 33, 35, 39 y 40 del artículo primero de esta ley así como los artículos 5°, 6°, 7° y 8° entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.


Artículo segundo.- Para efectos de la aplicación en la primera elección de gobernadores regionales de lo señalado en el artículo 15 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, se considerará como última elección de igual naturaleza a aquella que corresponda a la última elección de senadores. Se aplicará, asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 4 de dicha ley, los límites de gasto electoral permitidos para un senador.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.

- - -

Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país

(Boletín Nº 7.963-06)


El Vicepresidente pone en discusión el informe de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “discusión inmediata”.

Agrega que la divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.

Añade que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y otras disposiciones de la iniciativa -que acordó sobre la base de una propuesta del Ejecutivo- proposición que fue acordada con las votaciones que consigna en su informe.

Hace presente que los artículos 1°, 3°, 4°, 6°, 7°, 8° y 9° permanentes y los artículos transitorios primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y octavo tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales por lo que requieren para su aprobación de 20 votos favorables.
- - -


La proposición que la Comisión Mixta formula como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, es del siguiente tenor:

“Artículo 1. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, del Ministerio del Interior, del año 2005:


1) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en su encabezado, la palabra “intendente”, por la expresión “delegado presidencial regional”.


b) Agrégase, en la letra j, antes del punto aparte, la siguiente frase: “, y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.”.


2) En el artículo 6° sustitúyese su letra d) por la siguiente:


“d) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.”.


3) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente: 


Artículo 7°.- Los cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional, consejero regional, alcalde, concejal, y delegado presidencial provincial serán incompatibles entre sí.


4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 13 por el siguiente:


“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y ejercerán las funciones y atribuciones que la ley les confiere. Podrán desarrollar sus competencias directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado. La administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado y en las demás normas legales relativas a la administración financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se les asigne a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento y contemplar los recursos para su ejercicio.”.


5) En el Título Segundo, a continuación de la denominación de su Capítulo II, “Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional”, incorpórase el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1

De las Competencias”.


6) Modifícase el artículo 16 de la siguiente manera:


a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:


“a) Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo de la región en el ámbito de sus competencias, los que deberán ajustarse al presupuesto de la Nación y ser coherentes con la estrategia regional de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberá considerar los planes comunales de desarrollo.”.


b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b), c), d), e), f), g), h), i) y j), a ser letras f), g), h), i), j), k), l), m) y n), respectivamente:


“b) Efectuar estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional.


c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos y municipalidades, localizados en ella.


d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, ajustándose a las orientaciones que se emitan para la formulación del proyecto de Ley de Presupuestos del sector público, de conformidad al artículo 15 del decreto ley N° 1.263, orgánico de Administración Financiera del Estado, sin perjuicio de las facultades que asisten al Gobernador Regional de conformidad al artículo 78 de la presente ley.


e) Administrar fondos y programas de aplicación regional.”.


c) Reemplázase en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2 del presente Capítulo”.


7) Modifícase el artículo 17 de la siguiente manera:


a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a), b), c), d), e) y f), a ser letras b), c), d), e), f) y g), respectivamente:


“a) Elaborar y aprobar el plan regional de ordenamiento territorial en coherencia con la estrategia regional de desarrollo y la política nacional de ordenamiento territorial, previo informe favorable de los  ministros que conforman la Comisión interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio establecida en el inciso quinto de este literal. 


El plan regional de ordenamiento territorial es un instrumento que orienta la utilización del territorio de la región para lograr su desarrollo sustentable a través de lineamientos estratégicos y una macro zonificación de dicho territorio. También establecerá, con carácter vinculante, condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y sus sistemas de tratamientos y condiciones para la localización de las infraestructuras y actividades productivas en zonas no comprendidas en la planificación urbanística, junto con la identificación de las áreas para su localización preferente. El incumplimiento de las condiciones provocará la caducidad de las autorizaciones respectivas, sin perjuicio de las demás consecuencias que se establezcan. El plan reconocerá, además,  las áreas que hayan sido colocadas bajo protección oficial, de acuerdo con los dispuesto en la legislación respectiva. 


El plan regional de ordenamiento territorial será de cumplimiento obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en la región y no podrá regular materias que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda del territorio regional ni áreas que estén sometidas a planificación urbanística.


La elaboración del plan regional de ordenamiento territorial se iniciará con un diagnóstico de las características, tendencias, restricciones y potencialidades del territorio regional. El plan será sometido a un procedimiento de consulta pública que comprenderá la imagen objetivo de la región y los principales elementos y alternativas de estructuración del territorio regional que considere el Gobierno Regional. Dicho procedimiento tendrá una duración de, al menos, sesenta días, debiendo consultarse paralelamente a las municipalidades de la región y a los organismos que integren el gobierno regional. Los antecedentes anteriores servirán, en su caso, de base en el diseño del Plan Regional ajustándose a lo establecido en el Párrafo 1° Bis del Título II de la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. La convocatoria a la consulta pública deberá ser difundida en un medio de comunicación nacional y en otro regional, a lo menos. El plan deberá evaluarse y, si corresponde, actualizarse, en ciclos que no superen periodos de diez años.


Una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, que integrarán los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, cuyo titular lo presidirá; Interior y Seguridad Pública; Secretaría General de la Presidencia; Economía, Fomento y Turismo; Desarrollo Social; Obras Públicas; Agricultura; Minería; Transportes y Telecomunicaciones; Bienes Nacionales; Energía y Medio Ambiente propondrá, para su aprobación por el Presidente de la República, las políticas nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo rural y urbano, así como la reglamentación de los procedimientos para la elaboración, evaluación y actualización, incluidos los referidos a la consulta pública, los contenidos mínimos que deberán contemplar, la constitución de un consejo consultivo de la sociedad civil para esta Comisión y los tipos de condiciones que podrán establecer los planes regionales de ordenamiento territorial, en concordancia con lo establecido en el inciso segundo del presente literal, sin que puedan tales condiciones tener efecto retroactivo. Las citadas políticas y propuestas se aprobarán mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros integrantes de la Comisión Interministerial. La política nacional de ordenamiento territorial contendrá principios, objetivos, estrategias y directrices sobre la materia, así como las reglas aplicables a las redes e infraestructuras que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda al territorio regional.


Sin perjuicio de lo señalado, el gobierno regional deberá proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en concordancia con la política nacional existente en la materia. Dicha zonificación deberá ser aprobada mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional y será reconocida en el respectivo plan regional de ordenamiento territorial.”.


b) Elimínase, en la actual letra b), que pasa a ser c), la frase “, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes,”.


c) Elimínase, en la actual letra d), que pasa a ser e), la frase “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,”.


d) Reemplázase en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la palabra “procurando” por “en coordinación con”, y la expresión final “, y” por un punto.


e) Agrégase la siguiente letra h), nueva:


“h) Financiar estudios que definan las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud respectivas, en conformidad a las normas que rigen la materia.”.


f) Agrégase la siguiente letra i), nueva:


“i) Proponer territorios como zonas rezagadas en materia social, y su respectivo plan de desarrollo, aplicando los criterios y demás reglas establecidas en la política Nacional sobre la materia.


Será el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaria de Desarrollo Regional, el que determinará los territorios como zonas rezagadas conforme a la política nacional sobre la materia.”.


8) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18. En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:


a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación laboral, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional.


b) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva, a la capacidad emprendedora y capacitación laboral, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda.


c) Aprobar el plan regional de desarrollo turístico, con el objeto de fomentar el turismo en los niveles regional, provincial y local.


d) Promover y diseñar, considerando el aporte de las instituciones de educación superior de la región, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales.


e) Promover y apoyar, en coordinación con los municipios, mediante la suscripción de convenios,  la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional.


f) Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y de enseñanza media técnico profesional en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.


g) Elaborar y aprobar la política Regional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el  Desarrollo, la que deberá contener, a lo menos:


i. Los lineamientos estratégicos que en materia de ciencia, tecnología e innovación se establezcan para la región, debiendo considerar al efecto la Estrategia Regional de Ciencia, tecnología e Innovación para el Desarrollo propuesta por el Comité Regional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo.


ii. Los ámbitos de acción que abordará la respectiva política regional junto con sus principales objetivos, actividades, criterios y prioridades presupuestarias.”.


9) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en su encabezado, a continuación de la palabra “regional”, la expresión “principalmente”.


b) Elimínase en la letra a) la frase “, haciéndolas compatibles con las políticas nacionales sobre la materia”.


c) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Proponer programas y proyectos con énfasis en grupos vulnerables o en riesgo social”.


d) Reemplázase, en la letra e), la expresión final “, y” por un punto.


e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i), nuevas:


“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional.


h) Proponer programas y proyectos que fomenten la formación deportiva y la práctica del deporte.


i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de pobreza y de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.


10) Modifícase el artículo 20 de la siguiente manera:


a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, la expresión “, los servicios públicos, las municipalidades u otros gobiernos regionales”.


b) Sustitúyese en el literal d), la palabra “obras” por la voz “iniciativas”.


c) Reemplázase la letra f), por la siguiente:


“f) Aprobar los planes regionales de ordenamiento territorial, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y sus respectivos planos de detalle, los planes reguladores comunales, los planes seccionales y los planes de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público, conforme a lo establecido en las letras c) y c) bis del artículo 36.”.


d) Reemplázase en la letra h) las expresiones “y distribuir, cuando corresponda” por “y cuando corresponda distribuir” y “, de acuerdo con” por “, con arreglo a”, respectivamente.


e) Sustitúyese, en el literal i), la expresión final “, y”, por un punto.


f) Reemplázase en la letra j) el punto final (.) por un punto y coma (;) y agréganse las siguientes letras k) y l), nuevas: 


“k) Diseñar, elaborar, aprobar y ejecutar políticas, planes, programas y proyectos dentro de su territorio.


l) Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que las leyes le encomienden.”.


11) Agrégase el siguiente artículo 20 bis, nuevo:


“Artículo 20 bis.- Las funciones generales y de ordenamiento territorial, de fomento de las actividades productivas y de desarrollo social y cultural, incluidas aquellas que se ejerzan en virtud de una transferencia de competencia, serán ejercidas en forma coherente con las políticas públicas nacionales vigentes, correspondiendo al ministro respectivo velar por aquello. Para estos efectos se entenderá que existe dicha coherencia cuando el ejercicio de funciones por el Gobierno Regional no contradiga las políticas públicas nacionales y es compatible con los principios o definiciones establecidas en aquellas.


Asimismo, en dicho ejercicio, se deberá actuar coordinadamente, propendiendo a la unidad de acción, evitando la duplicación o interferencia de funciones, en cumplimiento del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.


12) Agréganse, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2 y los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quáter, 21 quinquies,21 sexies, 21 septies y 21 octies, nuevos, que lo integran:

“Párrafo 2

De la Transferencia de Competencias


Artículo 21 bis .- El Gobierno y la Administración del Estado le corresponden al Presidente de la República con la colaboración de los órganos que establezcan la Constitución y las leyes.


En virtud de dicha colaboración, el Presidente de la República transferirá, a uno o más gobiernos regionales, en forma temporal o definitiva, una o más competencias de los ministerios y de los servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, y ordenará las adecuaciones necesarias en los órganos cuyas competencias se transfieren.


Tales transferencias podrán realizarse de oficio o a solicitud de un gobierno regional.



Artículo 21 ter.- Se declara inadmisible, sin más trámite, aquella solicitud de competencias que no se refiera a los ámbitos de ordenamiento territorial, fomento productivo y desarrollo social y cultural, a través de decreto exento, fundado, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública dictado bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República” y suscrito además por los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia.


Asimismo, corresponderá al Gobernador Regional efectuar igual declaración cuando reciba solicitudes acordadas por iniciativa propia del Consejo Regional, en ejercicio de la atribución establecida en el artículo anterior. 


Artículo 21 quater.- Se privilegiará la transferencia de competencia que tengan clara aplicación regional, cuyo ejercicio en dicho nivel signifique una mejor calidad y oportunidad en la toma de decisiones y una mejor adecuación de la política nacional en el territorio, cuya transferencia no pueda ocasionar perjuicios a otras regiones, y potencialmente puedan ser ejercidas por la mayoría de aquellas, exceptuados los casos en que por su naturaleza sea solo aplicable a un determinado territorio.


Una transferencia de competencias podrá incluir la adaptación, priorización y focalización de instrumentos nacionales a las políticas regionales, así como la ejecución directa de los instrumentos y sus recursos.


Artículo 21 quínquies.- Toda transferencia de competencias deberá:


a) Considerar la disponibilidad de recursos económicos y de personal necesario, según corresponda a la competencia que se transfiere y al presupuesto disponible que tenga para ella el ministerio o servicio que transfiere. Para ello, las comisiones de servicio que se realicen para efectos de lo dispuesto en el presente párrafo estarán exceptuadas del plazo máximo fijado en los incisos primero y segundo del artículo 76 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Asimismo, los recursos que correspondan se transferirán mediante convenios de transferencia, los que serán suscritos entre los gobiernos regionales y el respectivo organismo que tiene asignado dicho presupuesto, o serán asignados en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.


b) Evitar la duplicidad o interferencia de funciones con otros órganos de la Administración del Estado.


c) Establecer, para el caso de las transferencias temporales, el periodo para el cual se transfiere, el que no podrá ser inferior al plazo de un año.


Artículo 21 sexies.- Intervendrán en el procedimiento de transferencia de competencias:


a) Presidente de la República. Corresponderá al Presidente de la República Iniciar el procedimiento de oficio para transferir un competencia y resolver mediante decreto supremo fundado la transferencia de competencias a los gobiernos regionales en aquellos casos en que el informe del Comité Interministerial sea positivo.

b) Un Comité Interministerial de Descentralización, en adelante “el Comité”, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública y conformado, además, por los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia y por el o los ministros a quienes correspondan las competencias cuyo ejercicio se evalúa transferir, cuya función será asesorar al Presidente de la República mediante las recomendaciones correspondientes, en materia de transferencia de competencias a los gobiernos regionales, para procedimientos iniciados de oficio o a solicitud de una región.


El Comité tendrá una Secretaría Ejecutiva que le proporcionará el apoyo técnico y administrativo necesario para el ejercicio de su función, que será ejercida por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.


c) Una Comisión de Estudios por materias o competencias a transferir, indistintamente “la o las Comisiones”, compuesta por representantes de los integrantes del Comité, del gobierno regional respectivo y del o los servicios nacionales respectivos, considerando un número equivalente de representantes de la administración central y del gobierno regional en dicha integración. Corresponderá a cada gobierno regional designar a sus representantes, los que podrán ser autoridades regionales, funcionarios del gobierno regional o expertos en la materia. Sus mecanismos de integración y funcionamiento serán establecidos mediante Reglamento aprobado por decreto supremo, emanado del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia.


Estas comisiones sólo actuarán en procedimientos iniciados a solicitud de un gobierno regional.


Artículo 21 septies.- El procedimiento de transferencia se tramitará de acuerdo a las siguientes reglas:


A. Procedimiento de transferencia iniciado a solicitud del gobierno regional:


i. El procedimiento se iniciará con una solicitud al Presidente de la República, la que deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Regional cuando sea previa propuesta del Gobernador Regional, o por propia iniciativa si reuniere el voto favorable de las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio, y sólo podrá presentarse dentro de los primeros veinticuatro meses, contados desde el inicio de cada período presidencial.


ii. Cada solicitud deberá contar con estudios que fundamenten los beneficios de la transferencia, incluyendo informes de impacto financiero, eficacia y eficiencia.


El Consejo Regional, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar, en caso que lo estime necesario, en cualquier momento al Gobernador Regional que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional, previa certificación de disponibilidad presupuestaria del jefe de la división de administración y finanzas del gobierno regional visada por el jefe de la unidad de control del mismo. El Gobernador Regional deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recibidos y aprobados.


iii. Iniciado un procedimiento y no habiéndose declarado Inadmisible la solicitud, el Comité Interministerial instruirá a la Comisión de Estudios correspondiente para que se constituya, analice los antecedentes recibidos y aquellos otros que estime pertinentes para mejor resolver y le informe, fundadamente, sobre la transferencia en estudio. Para ello, podrá solicitar informes a terceros expertos en la materia que se analiza.


iv. El Informe de la comisión de estudios podrá contemplar la transferencia de una competencia en los mismos términos solicitados por el gobierno regional o establecer condiciones diferentes para su ejercicio. En este último caso, y en forma previa a la revisión del Comité Interministerial, se requerirá la aprobación del consejo regional por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio cuando sea con el consentimiento del gobernador regional, o, en caso contrario, por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio. Si el consejo regional no acepta la modificación de las condiciones con que se solicitó, el proceso se entenderá concluido sin más trámite.


v. Recibido el informe de la Comisión con sus recomendaciones, el Comité Interministerial oirá al gobernador regional respectivo, y luego aprobará o rechazará la transferencia. En caso de aprobar, remitirá los antecedentes al Presidente de la República para su consideración. En caso de rechazar, se dictará un decreto fundado del Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República”, suscrito además por los ministros de las secretarías que integren el Comité Interministerial.


vi. Recibida la recomendación del Comité Interministerial, el Presidente de la República podrá aprobar o rechazar en forma fundada la transferencia en estudio mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito además por el Ministro de Hacienda, Ministro Secretario General de la Presidencia y el ministro que corresponda a la materia de la competencia.


vii. En caso que no exista respuesta en el plazo de seis meses señalado en la letra C de este artículo, y esta demora sea representada por el respectivo gobierno regional, se entenderá que se rechaza la transferencia.


B. Procedimiento de transferencia iniciado de oficio por el Presidente de la República:


i. El Presidente de la República instruirá al Comité Interministerial dar curso al procedimiento regulado en este párrafo, para que éste, con el apoyo de la secretaría ejecutiva, evalúe la procedencia de una transferencia específica.


ii. En caso que el Comité Interministerial recomiende realizar la transferencia, enviará los antecedentes al gobierno regional respectivo para la ratificación por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Regional cuando sea con el consentimiento del gobernador regional, o, en caso contrario, por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio. Luego de dicha ratificación, el Comité Interministerial remitirá los antecedentes al Presidente de la República, quien se pronunciará fundadamente mediante decreto supremo emitido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia y el ministro que corresponda a la materia de la competencia transferida.


iii. En caso que el Comité Interministerial recomiende fundadamente no realizar la transferencia de competencia, o que el Gobierno Regional no acepte la transferencia de oficio, el Comité Interministerial informará estos antecedentes al Presidente de la República, con lo cual el proceso se entenderá concluido sin más trámite.


Sin perjuicio de lo anterior, el gobierno regional siempre podrá iniciar un nuevo procedimiento para dicha transferencia, cumpliendo los requisitos señalados en la letra A precedente.


C. Reglas comunes a los procedimientos iniciados de oficio o a solicitud.


i. El decreto de transferencia establecerá la o las competencias y recursos que se transfieren; la indicación de ser la transferencia temporal o definitiva; la gradualidad con que aquella se transfiere y las condiciones con que el Gobierno Regional deberá ejercerlas, mencionando si dicho ejercicio será exclusivo o compartido con el nivel central, delimitando en este último caso las acciones que a cada uno de los actores competa; la forma en que se hará el seguimiento al ejercicio de la transferencia efectuada; y, en general, todas las demás especificaciones necesarias para asegurar un adecuado ejercicio de las competencias transferidas.


ii. El procedimiento contemplado en este artículo tendrá una duración máxima de 6 meses contados desde la solicitud de un gobierno regional, en caso que se haya iniciado por este mecanismo, o desde la instrucción del Presidente para iniciarlo de oficio.


iii. Un reglamento aprobado por decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito además por el Ministro de Hacienda y el Ministro Secretario General de la Presidencia, fijará las condiciones, plazos y demás materias concernientes al procedimiento de transferencia de competencias.


Artículo 21 octies.- Toda transferencia temporal de competencias podrá ser revocada de oficio y fundadamente, si se constata la concurrencia de alguna de las siguientes causales:


a) Incumplimiento de las condiciones que se hayan establecido para el ejercicio de la competencia transferida;


b) Deficiente prestación del servicio a la comunidad; y


c) Ejercicio incompatible con las políticas públicas nacionales cuando éstas hayan sido dictadas en forma posterior a la transferencia, sin que se realizaren los ajustes necesarios.


Para ello, en caso de un cambio en la política nacional se le otorgará un plazo de seis meses al gobierno regional para hacer la adecuación respectiva, si éste no la compatibilizara dentro de ese plazo el Presidente de la República podrá revocar la competencia.


Por su parte, el Gobierno Regional podrá solicitar fundadamente la revocación de una competencia transferida por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Regional cuando sea previa propuesta del gobernador regional, o por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio cuando sea por iniciativa propia.


En el conocimiento y resolución de esta materia se aplicará las disposiciones establecidas en este párrafo, en todo cuanto no contraríe lo que se establece a continuación:


a) Puesta en conocimiento del Comité Interministerial la circunstancia de concurrir una causal de revocación respecto de una competencia transferida o una solicitud del gobierno regional de decretar su revocación, dicho Comité convocará a la Comisión de Estudio, a quien encomendará recabar los antecedentes relativos a la forma y modo en que se ha ejercido la competencia en cuestión. La Comisión emitirá un informe fundado en que establezca las condiciones necesarias para corregir el ejercicio, indicando un plazo para tal efecto. Si vencido dicho plazo no se han realizado las correcciones por parte del gobierno regional, la Comisión informará al Comité Interministerial tal circunstancia.


b) Recibidos los antecedentes, el Comité Interministerial informará al Presidente de la República para su resolución.


c) La revocación será resuelta por el Presidente de la República mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito por el Ministro de Hacienda, Ministro Secretario General de la Presidencia y el ministro sectorial que corresponda. Dicho decreto deberá expedirse a más tardar el 30 de junio y entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a su dictación.”.


13) Agrégase, en el artículo 22, el siguiente inciso segundo: 


“Cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el gobernador regional en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.


14) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido: 


a) Reemplázase en su encabezado la palabra “intendente”, por la expresión “gobernador regional”.


b) En  la letra a) suprímese la frase “, en armonía con las políticas y planes nacionales” y agrégase a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.),  lo siguiente: 


“Para ello deberá utilizar, entre otros, criterios orientados a reducir la pobreza, fomentar la creación de empleos y todos aquellos que estén destinados a promover el desarrollo de los habitantes de la región.”.


c) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones.”.


d) Intercalar la siguiente letra c), nueva:


“c) Proveer a la ejecución de políticas, estrategias y planes de desarrollo regional  que hayan sido debidamente aprobados por el Consejo regional, cuando corresponda.”. 


e) Reemplázanse las letras c) y d), por las siguientes letras d) y e):


“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto del respectivo gobierno regional, el cual deberá incorporar los contenidos indicados en el artículo 73 de la presente ley. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado.


e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del o los programas de inversión del gobierno regional, señalados en el artículo 73 de esta ley, conforme a ítems o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional. Esta propuesta deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva descripción de directrices, prioridades y condiciones en que debe ejecutarse. Esta distribución en ningún caso podrá referirse a proyectos singularizados, salvo lo contemplado en el artículo 78.”. 


f) consignar sus letras e), f), g), h), i), j) y k) como letras f), g), h), i), j), k) y l), respectivamente.


g) en la letra e), que ha pasado  a ser letra f), intercalara entre el número “81” y el punto seguido (.) que le sigue la expresión “81 bis”.


h) Reemplázase la letra l), por la siguiente: 


“m) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional respectivo.”.


h) Elimínase su letra m).


i) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:


“o) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, el plan regional de ordenamiento territorial, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales, comunales y seccionales y los planos de detalle de planes reguladores intercomunales conforme a las normas del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


j) Reemplázase en la letra r) la expresión “, y” por un punto.


k) Intercálanse las siguientes letras s), t), u) y v), nuevas, pasando la actual letra s), a ser letra w):


“s) Solicitar al Presidente de la República, previo acuerdo del Consejo Regional, la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley.


t) Someter al consejo regional la propuesta de territorios como zonas rezagadas y su respectivo plan de desarrollo, en función de lo establecido en la letra i) del artículo 17.


u) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico.


v) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71 de la presente ley.”.


15) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25 por el siguiente:


“El consejo regional podrá aprobar, modificar o sustituir las propuestas que les presente el gobernador regional para efectos de ejercer las atribuciones señaladas en las letras b),  d), e), y s) del artículo anterior, y su pronunciamiento deberá emitirse dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en que sea convocado para tales efectos.”.


16) Modifícase el artículo 27 de la siguiente manera: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “intendente”, por la expresión “gobernador regional”.



b) Intercálase en el inciso segundo a continuación de la palabra “complementarias” y antes del punto y seguido, la expresión “, así como en las contenidas en la presente ley”.


c) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “tres” por “dos”.


d) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“El gobernador regional deberá informar trimestralmente al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos finalizados, que hayan sido instruidos respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.


El gobernador regional será el jefe superior de los directores de los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional.”.


17) Modifícase el artículo 36 de la siguiente manera: 


a) Introdúcese en la letra c) el siguiente párrafo primero, nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, previo informe favorable de los ministros de las secretarías  que conforman la comisión establecida en el inciso quinto del literal a) del artículo 17.”.


b) Elimínase en el actual párrafo primero en la letra c), que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.


c) Sustitúyese en el actual párrafo cuarto en la letra c), que pasa a ser párrafo quinto, la locución “desarrollo urbano” por la siguiente: “ordenamiento territorial”.


d) Reemplázase el literal e), por el siguiente:


“e) Distribuir por ítems o marcos presupuestarios, sobre la base de la proposición del gobernador regional, los recursos del o los programas de inversión del gobierno regional que correspondan a la región, conforme al artículo 73 de esta ley y los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional. Cada ítem o marco presupuestario se aprobará con la respectiva descripción de directrices, prioridades y condiciones en que debe ejecutarse, en la que se establecerá, entre otros, los criterios objetivos para la asignación de los recursos.


Con todo, se requerirá la aprobación del Consejo Regional para asignar recursos a proyectos e iniciativas cuyos montos de ejecución superen las 7.000 UTM, así como para el financiamiento de estudios preinversionales o diseños que den origen a dichos proyectos e iniciativas.”.


e) Reemplázase la letra f), por la siguiente:


“f) Aprobar, modificar o sustituir los convenios de programación que el gobernador regional proponga celebrar, sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquél, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos.”.


f) Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 


“g) Fiscalizar el desempeño del gobernador regional en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan o que ejerzan competencias propias del Gobierno regional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.”.


g) Introdúcense las siguientes letras h) e i), nuevas, pasando las actuales letra h) e i) a ser letra j) y k), respectivamente: 


“h) Requerir información de autoridades o jefaturas que desempeñen sus funciones en la región o a nivel provincial sobre el accionar de sus respectivas instituciones, en las materias de competencia del consejo regional, las que deberán responder dentro del plazo de treinta días.


i) Recomendar al gobernador regional la implementación de acciones de interés regional.”.


h) Reemplázase, en la letra h), que ha pasado a ser j), la palabra “intendente”, por la expresión “gobernador regional”. 


i) Reemplázase en la letra i), que pasa a ser letra k), la expresión final “, y”, por un punto.


j) Agréganse las siguientes letras l, m, n, ñ, o, p, y q, pasando la actual letra j), a ser letra r):


“l) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico.


m) Aprobar las propuestas de territorios como zonas rezagadas y su respectivo plan de desarrollo.


n) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71 de la presente ley. 


ñ) Conocer el programa público de inversiones para la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73 de la presente ley, y de su ejecución en forma trimestral.


o) Aprobar las solicitudes de transferencias de competencias que se realicen al Presidente de la República, así como las competencias que en definitiva se transfieran, conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley. 


p) Aprobar la propuesta de proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en conformidad a lo dispuesto en el literal i) del artículo 17 de la presente ley.”.


k) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Las atribuciones a que se refieren los literales b), c), c bis), d), e), f), l), m), n y p) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el gobernador regional.


El consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el gobernador regional, salvo que la ley establezca expresamente un plazo distinto. 


Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el gobernador regional.”.


18) Incorpórase los siguientes artículos 36 bis y 36 ter, nuevos:


“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:


a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto conforme de un tercio de los consejeros regionales presentes, los que se transmitirán por escrito al gobernador regional, quien deberá dar respuesta fundada dentro de treinta días.


b) Disponer la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año.”.


c) Encargar auditorías internas al jefe de la unidad de control en materias específicas.


d) Solicitar que el Gobernador Regional dé cuenta en una sesión especial de alguna materia específica.


Artículo 36 ter.- Cualquier consejero regional podrá requerir del gobernador regional o delegado presidencial regional la información necesaria al efecto, quienes deberán contestar fundadamente dentro del plazo de 30 días.


19) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 39:


a) Reemplázase en el inciso quinto la frase “o de uno de sus padres” por “o conviviente civil, de un hermano y de sus padres”.


b) Intercálase en el inciso sexto, entre la palabra “consejo” y el punto aparte (.) que le sigue la siguiente frase: “, ni de las consejeras o consejeros regionales que, conforme a la ley, estén haciendo uso de licencias de pre y post natal, o de permiso parental, según corresponda”.


c) Trasládase el inciso octavo, pasando a ser inciso séptimo, y el inciso séptimo, que pasa a ser inciso octavo.


d) Reemplázase el inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, por el siguiente:


“Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional o del consejo regional, y ello le signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual, tendrá derecho a pasajes o reembolsos por gastos de traslado y a una suma equivalente al viático que corresponde al gobernador regional, por conceptos de gastos de alimentación y de alojamiento, los que no requerirán rendición. Igual derecho tendrán los consejeros que deban trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, El consejo regional sólo podrá encomendar el cumplimiento de tareas a sus miembros en la medida que exista disponibilidad presupuestaria, la que deberá certificar el jefe de división de administración y finanzas del gobierno regional.”.


e) Suprímense los incisos nueve y diez.


f) Reemplázase el inciso once, que ha pasado a ser nueve, por el siguiente:


“Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos en cada gobierno regional que supere el 10% del total contemplado anualmente en su presupuesto en la asignación correspondiente para aplicación de este artículo. Lo anterior deberá ser certificado previamente por el Jefe de División de Administración y Finanzas del Gobierno Regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el Gobernador Regional respectivo.”.


20) Agrégase, en el artículo 41, el siguiente inciso segundo: 


 “Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales e) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32, no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.


21) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 43 bis:


“Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el gobernador regional someterá a la aprobación del consejo los medios físicos a usar durante el período respectivo.”.


22) Derógase el Párrafo 4 del Capítulo III del Título Segundo, y los artículos 48 a 60 que lo integran.


23) Reemplázase la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, por la siguiente:


“De otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Organización Administrativa del Gobierno Regional”.


24) Intercálase, a continuación de la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 1

De los otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.


25) Agrégase, en el artículo 63, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para la aplicación de los recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, los ministerios y servicios públicos deberán considerar las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.


26) Modifícase el artículo 64 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyense sus letras a) y b), por las siguientes: 


“a) Presentar al ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales, considerando la diversidad territorial y cultural de la región.


b) Informar a los ministros respectivos sobre las políticas, programas y proyectos de los gobiernos regionales y su coherencia con las políticas nacionales.”.


b) Reemplázase su letra f), por la que sigue: 


 “f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que dependan o se relacionen con el Presidente de la República y que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios de programación y mandato a que se refieren los artículos 81, 81 bis y 81 ter, y por la debida aplicación de las políticas nacionales en la región.”.


27) Derógase el artículo 67.


28) Intercálase, a continuación del actual artículo 67 que se deroga, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 2

De las Divisiones del Gobierno Regional”.


29) Sustitúyese el artículo 68, por los siguientes artículo 68, 68 bis y 68 ter:


“Artículo 68.- El gobernador regional, para el cumplimiento de las funciones asignadas en la presente ley, contará con la siguiente estructura organizacional:


a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, incluido el Plan Regional de Ordenamiento Territorial, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al gobernador regional en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran.


b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el o los proyectos de presupuestos de inversión del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al gobernador regional en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional. 


c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.


d) Una División de Fomento e Industria, encargada de proponer, promover y ejecutar planes y programas de alcance regional, destinados a estimular el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo y de nuevas capacidades empresariales, facilitando la incorporación de las nuevas tecnologías de la información que propenda a favorecer el crecimiento sostenido, integrado y sustentable de la región respectiva, proponiendo y promoviendo instrumentos de fomento productivo.


e) Una División de Infraestructura y Transportes, encargada de proponer, promover y ejecutar planes y programas de alcance regional, en materia de obras de infraestructura y equipamiento regional; y gestión de transporte.


f) Una División de Desarrollo Social y Humano, encargada de proponer, promover y ejecutar planes y programas de alcance regional, conducentes a la igualdad de derechos y oportunidades y la cohesión social.


Estas tres últimas divisiones deberán coordinar el accionar de los servicios públicos regionales que dependan o se relacionen con el gobierno regional.


Los jefes de división serán de exclusiva confianza del gobernador regional y requerirán contar con un grado académico o título profesional de, a lo menos, ocho semestres, otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste, y un mínimo de cinco años de experiencia profesional, rigiendo respecto de éstos las normas funcionarias aplicables al personal de servicios administrativos del gobierno regional.


Artículo 68 bis.- Cada Gobierno Regional tendrá un Comité Regional de Ciencia, tecnología e Innovación para el Desarrollo, el que podrá ser constituido con participación ad-honorem de integrantes de los sectores público y privado. Un Reglamento del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, establecerá las normas relativas a su integración y las modalidades de funcionamiento, así como las demás necesarias para su ordenado funcionamiento.


El precitado Comité asesorará al gobierno regional en la identificación y formulación de las políticas y acciones que fortalezcan la ciencia, tecnología e innovación en la región, teniendo entre sus áreas de competencia aquellas que se encuentren relacionadas, entre otras, con la investigación científica, el capital humano y la innovación, así como la transferencia y difusión de tecnologías vinculadas a la innovación regionales. Este Comité elaborará una Estrategia Regional de Ciencia, Tecnología e innovación, así como las medidas y orientaciones de mediano y largo plazo en dicho ámbito para el desarrollo en la región. A dicho efecto, deberá tener en cuenta el componente regional o macro zonal de la Estrategia que elabore el consejo asesor presidencial creado por el decreto supremo N° 177, de 2014, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo o la institucionalidad que lo reemplace. 


Los recursos contemplados en el  Fondo de Innovación para la Competitividad a nivel regional, deberán ser invertidos en el financiamiento de convenios con servicios públicos nacionales o regionales, o con universidades, con la finalidad de ejecutar programas, estudios o investigación en materias de innovación, emprendimiento, ciencia y tecnología.


Artículo 68 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 68, el gobernador regional podrá delegar, por resolución fundada,  en el Administrador Regional o en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.


30) Incorpóranse, a continuación del artículo 68 ter el siguiente Párrafo 3°, nuevo, y el artículo 68 quáter, nuevo, que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional


Artículo 68 quáter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del gobernador regional, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refiere el artículo 68. 


El administrador regional será un funcionario de la exclusiva confianza del gobernador regional y para su nombramiento requerirá contar con un título profesional o grado académico de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, y un mínimo de cinco años de experiencia profesional, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.


31) Agrégase a continuación del artículo 68 quáter el siguiente epígrafe y artículo 68 quinquies, nuevos:

“Párrafo 4

De la unidad de control


Artículo 68 quinquies.- El gobierno regional contará con una unidad de control, la que realizará la auditoría operativa interna del gobierno regional, con el objeto de fiscalizar la legalidad de sus actuaciones y controlar su ejecución financiera y presupuestaria.


Dicha unidad dependerá del gobernador regional y colaborará directamente con el Consejo Regional en su función de fiscalización. La unidad de control emitirá informes trimestrales acerca del estado de avance del ejercicio presupuestario del gobierno regional, sobre el flujo de gastos comprometidos para el año presupuestario en curso y ejercicios presupuestarios posteriores, y respecto de los motivos por los cuales no fueron adjudicadas licitaciones públicas de relevancia regional. Del mismo modo, la unidad de control deberá dar respuesta por escrito a las consultas y peticiones que sean patrocinadas por, a lo menos, un tercio de los consejeros presentes en la sesión en que se trate dicha consulta o petición, y podrá asesorar al consejo en la definición y evaluación de las auditorías externas que se decida contratar, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 bis, letra b).


La unidad de control deberá informar al gobernador regional y al consejo regional sobre las reclamaciones de terceros que hayan sido contratados por el gobierno regional para la adquisición de activos no financieros o la ejecución de iniciativas de inversión dentro de la región, o de servicios públicos o instituciones receptoras de transferencias establecidas en convenios con el gobierno regional.


La unidad de control deberá representar al gobernador regional los actos del gobierno regional que estime ilegales. Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los mencionados actos ilegales. El gobernador regional tendrá el plazo de treinta días para tomar las medidas administrativas que estime pertinentes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo  175 del Código Procesal Penal.


Si el gobernador regional no tomare las medidas administrativas necesarias para enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República.


El jefe de la unidad de control será nombrado por el gobernador regional respectivo, con acuerdo de los cuatro séptimos de los consejeros regionales en ejercicio, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables, en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882. Durará en su cargo cinco años, no pudiendo repostular en el mismo gobierno regional para un periodo consecutivo.  El gobernador regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo, y ser aprobado por los cuatro séptimos de los consejeros regionales en ejercicio.


A dicho cargo sólo podrán postular profesionales del área de la auditoría, o de alguna acorde con la función, o con especialidad en la materia que cuenten con un título profesional o grado académico de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, con al menos cinco años de experiencia profesional.  El jefe de esta unidad sólo podrá ser removido en virtud de causales de cese de funciones aplicables a los funcionarios públicos. En caso de incumplimiento de sus funciones, en especial aquellas que dicen relación con la información presupuestaria y de flujos comprometidos que debe entregar trimestralmente, el sumario deberá ser instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del consejo regional.


El jefe de la unidad de control deberá dar cuenta al consejo regional, trimestralmente, sobre el cumplimiento de sus funciones. Una vez hecha dicha presentación al consejo, esta deberá ser publicada por el gobierno regional en su correspondiente sitio electrónico.”.


32) Modifícase el artículo 69 en los siguientes términos:


a) Sustitúyense, en el literal h), el guarismo “104” por “115”, y la expresión final “, e” por un punto.


b) Agrégase una letra i), nueva, pasando la actual letra i) a ser literal j): 


“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca.”.


33) Modifícase el artículo 71 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en la primera oración del inciso primero, la expresión “región, el intendente”, por la siguiente frase: “región, así como los planes de desarrollo comunales vigentes, el gobernador regional”.


b) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.


c) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “señalado,”, la siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra n) del artículo 36 de la presente ley,”.


34) Modifícase el artículo 73 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la letra b) por la que sigue:


“b) Un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que le correspondan y los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región, incluidos los que se perciban por el gobierno regional conforme a lo dispuesto por el N° 20 del artículo 19 de la Constitución Política de la República; así como los ingresos provenientes de las transferencias del artículo cuarto transitorio de la ley Nº 20.378, que Crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros y de las transferencias definidas en la ley de presupuestos del sector público.”.


b) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “ministerios”, la frase “y servicios públicos”, y agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación y territoriales contemplados en los artículos 81 y 81 bis de la presente ley, respectivamente.”.


c) Reemplázase en el inciso quinto, la palabra “intendente”, por la expresión “gobernador regional”.


35) Reemplázase el artículo 78 por el que sigue: 


“Artículo 78.- Corresponderá al gobernador regional asignar los recursos del o los programas de inversión del gobierno regional, de los programas de inversión sectorial de asignación regional y aquellos que corresponda en virtud de transferencias de competencias; conforme al artículo 73 de esta ley, de acuerdo a los marcos o ítems presupuestarios y las respectivas directrices, prioridades y condiciones en que debe ejecutarse, aprobadas por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.


La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en las glosas de los ítems o marcos presupuestarios.


El gobernador regional someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de estos marcos presupuestarios, una vez publicada la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público. Cada marco presupuestario aprobado por el consejo regional podrá contar con especificaciones que regulen su uso.


Con todo, se requerirá la aprobación del consejo regional para proyectos de inversión e iniciativas cuyos montos de ejecución superen las 7.000 UTM. Asimismo,  el financiamiento de estudios preinversionales o diseños que den origen a dichos proyectos e iniciativas, deberá contar con la aprobación explícita del Consejo Regional. 


Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales, además del contenido que podrá darse a la descripción de directrices, prioridades y condiciones en que debe ejecutarse el presupuesto regional.”.


36) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 80, el guarismo “104” por “115”.


37) Introdúcense, en el artículo 81, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115”, y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios”, por la siguiente: “gobiernos regionales, entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, o entre uno o más gobiernos regionales y uno o más municipios.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente, según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto. Cualquier incumplimiento deberá ser fundado y deberá ser reprogramado por las partes.”.


c) Sustitúyese en la oración final del inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por la siguiente: “mencionado decreto ley”.


38) Incorpóranse, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter, nuevos:


“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa y representados por sus directores regionales debidamente facultados, de carácter anual o plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de iniciativas de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Artículo 81 ter.- En el caso que el gobierno regional recurra a algún organismo del estado para que actúe en calidad de unidad técnica, suscribiendo convenios mandatos en los términos que indica el artículo 16 de la ley N°18.091, la responsabilidad de fiscalización de las materias objeto de la asistencia técnica será de la unidad técnica mandatada.”.


39) Intercálase, en el inciso primero del artículo 100, a continuación de la expresión “podrán asociarse”, la expresión “entre ellos y”.


40) Agréganse a continuación del artículo 104, el siguiente Capítulo VIII del Título Segundo y los artículos 104 bis, 104 ter, 104 quater, 104 quinquies, 104 sexies y 104 septies, nuevos: 

“Capítulo VIII

De la Administración de las Áreas Metropolitanas.


Artículo 104 bis.- En cada región podrán constituirse una o más Áreas Metropolitanas que serán administradas por el Gobierno Regional respectivo con el objeto de coordinar las políticas públicas en un territorio urbano.


Para efectos de la presente ley se entenderá por “Área Metropolitana” la extensión territorial formada por dos o más comunas de una misma Región, unidas entre sí por un continuo de construcciones urbanas que comparten la utilización de diversos elementos de infraestructura y servicios urbanos y que, en su conjunto, superen los doscientos cincuenta mil habitantes.


Un reglamento emitido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito también por los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, de Medio Ambiente y de Hacienda, fijará, principalmente, los estándares mínimos para el establecimiento de las áreas metropolitanas, singularizando y especificando los requerimientos de espacio territorial, utilización conjunta de infraestructura, servicios y equipamiento.


Para la administración de las áreas metropolitanas, el respectivo Gobierno Regional consultará sus decisiones a un comité compuesto por los alcaldes de las comunas integrantes de dicha área metropolitana. Ese comité consultivo será presidido por el gobernador regional, y deberá ser convocado por éste al menos una vez cada semestre, a fin de conocer la situación de la administración del área metropolitana, y para que los respectivos alcaldes formulen propuestas sobre su administración. Los acuerdos y proposiciones que formule este comité serán aprobados por la mayoría de los votos de los alcaldes o sus representantes. 


La asistencia a este comité consultivo será obligatoria para los alcaldes de las comunas que conforman el área metropolitana. En caso de que no pudieren asistir, deberán designar a un funcionario del respectivo municipio para que asista en su lugar. La asistencia al comité consultivo no dará derecho a dieta.


Un reglamento emitido por el Gobierno Regional regulará la forma de convocatoria y el funcionamiento de dicho comité, entre otras materias.


Artículo 104 ter.- En cada gobierno regional que tenga bajo su administración una o más áreas metropolitanas existirá un departamento de áreas metropolitanas, el cual apoyará al gobernador regional en la gestión de las mismas.


El departamento de áreas metropolitanas colaborará con el gobernador regional en las siguientes funciones:


a) La coordinación e interacción del gobierno regional con los órganos administrativos de la administración central y local.


b) La coordinación de los planes a los cuales hace referencia el artículo 104 quinquies, emitiendo un informe respecto a dicha materia.


c) Actuar como secretaría ejecutiva del comité consultivo de alcaldes.


Artículo 104 quáter.- Las Áreas Metropolitanas se constituirán de oficio o a solicitud de los gobiernos regionales y con previa consulta a los alcaldes, a través de decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y los Ministros respectivos según las competencias que se otorguen. En caso que la constitución se origine por solicitud de un gobierno regional, ésta se tramitará en la forma señalada en el párrafo 2° del capítulo II del título segundo de esta ley, y deberá especificar, junto al fundamento de su constitución, las comunas que la constituirían, el número de habitantes que la integrarían y una descripción de los espacios comunes que forman parte de ella.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, cuando la constitución de un área metropolitana se realice de oficio, el respectivo decreto supremo deberá especificar, conforme al artículo 114 de la Constitución Política de la República, las competencias que le serán transferidas a los gobiernos regionales, en forma temporal o definitiva, en las áreas de transporte, inversiones en vivienda, medio ambiente y obras públicas, que sean indispensables para la efectiva administración del área que se constituye. Los recursos que se entreguen  en virtud de las competencias transferidas sólo podrán destinarse al área metropolitana administrada.


Artículo 104 quinquies.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en aquellas regiones en las cuales se decrete una o más áreas metropolitanas, el gobierno regional aprobará los siguientes instrumentos de planificación y medidas:


a) El plan maestro de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones, propuesto por la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.


b) El sentido del tránsito vehicular de las vías urbanas definidas como intercomunales, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.


c) La recolección, transporte y/o disposición final de los residuos sólidos domiciliarios de una o más municipalidades del área metropolitana, de acuerdo a lo señalado en la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Para ejercer estas funciones, el Gobernador Regional deberá realizar las respectivas propuestas al respectivo consejo regional para su aprobación, previa consulta al comité de los alcaldes de las comunas que las integren.


El consejo regional deberá pronunciarse sobre estas propuestas dentro de los noventa días posteriores a su recepción, debiendo el pronunciamiento de cada uno de los instrumentos o medidas referirse íntegramente a aquel, y no a una parcialidad. De no haber pronunciamiento dentro del mencionado plazo, se entenderán aprobadas las propuestas. La promulgación corresponderá al gobernador regional, actuando como órgano ejecutivo del gobierno regional. En caso de rechazar las propuestas de los mencionados instrumentos, el consejo lo deberá realizar fundadamente indicando cuáles son sus reparos.


Por su parte, para la aprobación del plan regulador metropolitano o intercomunal, según sea el caso, y sus modificaciones, y el Plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones, el gobernador regional deberá remitir dichos instrumentos al consejo regional previa consulta al comité de alcaldes.


El gobernador regional y las secretarías regionales ministeriales velarán por la debida coordinación y correspondencia entre el plan señalado en el literal a) y los planes señalados en el inciso precedente. Tanto estos como sus modificaciones deberán incluir un informe del Departamento de Áreas Metropolitanas sobre su consistencia con los demás planes mencionados.


Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de las competencias que la presente ley u otras le entreguen directamente a los gobiernos regionales, con carácter exclusivo o concurrente con otros órganos de la Administración del Estado.


c) El plan regulador metropolitano o intercomunal, según sea el caso, y sus modificaciones, que elaborará la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo conforme dispone el decreto con fuerza de ley Nº458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones.


d) El Plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones, que elaborarán las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones, de acuerdo a lo establecido en la ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo 104 sexies. En forma previa a la aprobación de los planes de prevención o de descontaminación que involucren un área metropolitana, el Ministerio del Medio Ambiente deberá requerir la opinión del gobierno regional.


Artículo 104 septies. A solicitud del gobierno regional, la Dirección de Presupuestos deberá crear un programa presupuestario denominado Fondo de Inversión Metropolitana cuyo financiamiento provendrá del programa presupuestario de Inversión Regional.”.


41) Derógase el artículo 107.


42) Derógase el artículo 109


43) Derógase el artículo 110.


Artículo 2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, que aprueba nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:


1) Suprímese el inciso cuarto del artículo 3, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente.


2) Modifícase el inciso primero del artículo 28 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la palabra “cuatro”, las dos veces que aparece, por el vocablo “tres”.


b) Elimínase la expresión “regional,”.


3) Deróganse el Párrafo 2 del Capítulo II del Título II y los artículos 30, 31, 32 y 33 que lo componen.


4) Reemplázase, en el artículo 37, la frase “Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del intendente respectivo”, por la siguiente: “Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del gobernador regional”.


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 47, la expresión “Urbana-Regional o Urbana-Intercomunal”, por “urbana intercomunal”.


6) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 55, la expresión “urbana-regional”, por “urbana intercomunal”.


Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1) Sustitúyese, en la denominación del Párrafo 2 del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “Intendentes, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”, por “gobernadores regional, delegados presidenciales regionales o delegados presidenciales provinciales”.


2) Reemplázase, en el artículo 423, la frase “de un intendente, o de un presidente de consejo regional,”, por “gobernadores regional, delegados presidenciales regionales o delegados presidenciales provinciales”.


Artículo 4.- Agrégase al final del inciso primero del artículo 75 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la siguiente frase, antes del punto aparte: “, con la excepción de los gobiernos regionales, los que deberán constituir consejos de la sociedad civil según las normas de este título”.


Artículo 5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, del año 2006:


1) Reemplázase la letra f) del artículo 3 por el siguiente: 


“f) El aseo y ornato de la comuna. Respecto a los residuos domiciliarios, su recolección, transporte y/o disposición final corresponderá a las municipalidades, con excepción de las que estén situadas en un área metropolitana y convengan con el respectivo gobierno regional que asuma total o parcialmente estas tareas. Este último deberá contar con las respectivas autorizaciones de las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y Salud. 


En estos casos, la municipalidad transferirá al gobierno regional el total o la parte proporcional de los derechos de aseo cobrados que correspondan a las tareas asumidas por este, según se determine en el acuerdo respectivo. El alcalde que no cumpla con este deber podrá ser sancionado por el tribunal electoral regional competente por notable abandono de deberes o mediante la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) o c) del artículo 120 de la ley N° 18.883.".


2) Agréganse los siguientes artículos 8 bis y 8 ter, nuevos: 


“Artículo 8 bis.- Los gobiernos regionales podrán celebrar convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública con  municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.


La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 


Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que se disponen a realizar dentro de un plazo determinado. Para lo anterior, deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 


A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales, regionales o locales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.


En caso de tener carácter plurianual, las municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.


Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.


Artículo 8 ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter anual o plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.


3) Reemplázase, en el literal j) del artículo 65, la palabra inicial “Celebrar”, por la frase “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.


Artículo 6.- Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, que fija el nuevo texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del decreto con fuerza de ley Nº 206, del mismo Ministerio, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos, a continuación de la palabra “Municipalidades”, la expresión “o Gobiernos Regionales”.


Artículo 7.- Créanse, en las plantas de personal de cada uno de los Servicios Administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley N° 19.379, los cargos que a continuación se indican:
	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA
	
	

	ADMINISTRADOR REGIONAL
	3°
	1

	JEFES DE DIVISIÓN
	4°
	3

	JEFE UNIDAD DE CONTROL
	5°
	1

	PROFESIONALES
	
	

	PROFESIONAL
	5°
	3

	PROFESIONAL
	6°
	3

	PROFESIONAL
	7°
	3



Artículo 8.- Créanse, en las plantas de personal de los Servicios Administrativos de los Gobiernos Regionales, establecidas en la ley Nº 19.379, los cargos que a continuación se indican, sujeto a la dictación de los respectivos decretos supremos que constituyan las áreas metropolitanas:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS-CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
	
	

	Jefe de Departamento de Áreas Metropolitanas
	5°
	1

	PROFESIONAL
	6°
	1

	PROFESIONAL
	7°
	2



Los cargos señalados se ejercerán en la División indicada en la letra a) del artículo 68 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


Artículo 9.- Las distintas regiones del país en que se divide el territorio nacional, para el Gobierno y Administración interior del Estado, se denominarán de la siguiente forma:

Región de Arica y Parinacota

Región de Tarapacá

Región de Antofagasta

Región de Atacama

Región de Coquimbo

Región de Valparaíso

Región Metropolitana de Santiago

Región del Libertador General Bernardo O’Higgins

Región del Maule

Región de Ñuble

Región del Biobío

Región de La Araucanía

Región de Los Ríos

Región de Los Lagos

Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo

Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.


Todas las referencias que las leyes, reglamentos, decretos o cualesquiera normas o actos administrativos, hagan a las regiones del país de conformidad con sus actuales denominaciones e identificaciones, se entenderán hechas, a partir de la vigencia de esta ley, al nombre que para cada una de ellas se indica en el presente cuerpo legal.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, establecerá las abreviaturas mediante las cuales podrá identificarse de forma simplificada a las regiones del país.


Artículo 10.- Derógase el decreto ley Nº 2.339, de 1978, que otorga denominación a la Región Metropolitana y a las Regiones del país, en la forma que indica.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Se entenderá que los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, cumplen los requisitos exigidos en el artículo 68 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional modificado en la presente ley.


Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.


Artículo segundo.- Los planes regionales de desarrollo urbano y los planes regionales de ordenamiento territorial mantendrán su vigencia mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley. Estos últimos sólo podrán aprobarse cuando entren en vigencia la política nacional de ordenamiento territorial y el reglamento establecidos en el inciso 5° del literal a) que introduce esta ley al artículo 17 del texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


Artículo tercero.- Las disposiciones de la presente ley, comprendidas en el Capítulo VIII del Título Segundo de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, entrarán en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de publicación del respectivo reglamento a que se refiere el artículo 104 bis incorporado por el artículo 1 de la presente ley, el que deberá ser dictado en un plazo no superior a un año contado desde la publicación de la presente ley.


Artículo cuarto.- Desde la publicación de la presente ley y hasta el 10 de marzo del año 2022, el procedimiento de transferencia de competencias regulado en el párrafo 2° de la ley N° 19.175, tendrá las siguientes reglas especiales:


1. Sólo podrán transferirse competencias de oficio por parte del Presidente de la República.


2. La secretaría ejecutiva identificará las competencias a transferir trabajando coordinadamente con el gobierno regional y el ministerio sectorial y/o servicio nacional respectivo.


3. Para cada competencia que se planifique transferir, se deberá realizar una experiencia previa de ejercicio de mínimo un año y máximo dos, con la tutela técnica del ministerio o servicio público central. Para ello, la secretaría ejecutiva propondrá al Comité de Ministros su implementación. 


4. Al término del plazo fijado para esta primera experiencia, la secretaría ejecutiva hará una evaluación e emitirá un informe sobre la transferencia de competencias de que se trata. En caso que el informe sea negativo, la secretaría ejecutiva deberá convocar al sector y a la región para plantearle las correcciones y rectificaciones necesarias para lograr el objetivo de la transferencia. Asimismo, podrá pedir informes a terceros. 


5. Semestralmente la secretaría ejecutiva informará a los Presidentes de la Cámara de Diputados y del Senado el desarrollo del proceso de transferencias en marcha. 


Durante este periodo transitorio, se aplicarán supletoriamente las normas del párrafo 2 de la ley N° 19.175 en lo que no sea contrario a este artículo. 


Artículo quinto.- Adicionalmente y sin sujeción al procedimiento establecido en el artículo anterior, en el plazo máximo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Presidente de la República podrá individualizar, mediante decreto supremo, aquellas competencias radicadas en los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Transporte y Telecomunicaciones y de Obras Públicas; en la Corporación de Fomento de la Producción; en el Servicio de Cooperación Técnica; y en el Fondo de Solidaridad e Inversión Social, que serán transferidas a los Gobiernos Regionales, con indicación de la gradualidad con que se iniciarán los procedimientos administrativos correspondientes.


Estos procedimientos requerirán la dictación de uno o más decretos supremos, según la gradualidad establecida, y les serán aplicables las disposiciones de los artículos 21 quáter, quinquies, septies letra C, y octies.


Artículo sexto.- Una vez terminado el régimen de qué trata el artículo cuarto transitorio, se podrán crear por ley servicios públicos regionales, según las necesidades y particularidades de cada territorio, conforme la evaluación de la Comisión de Transferencia de Competencias. 


Con el objeto de asesorar al Presidente de la República, la Secretaría Ejecutiva deberá convocar anualmente a la  o las Comisiones de Transferencia de Competencias, las que deberán emitir un informe fundado sobre las capacidades que cada gobierno regional ha generado y las competencias que cada uno ha adquirido, y según si dichas capacidades y competencias justifican la creación de uno o más servicios públicos en el respectivo ámbito. Si el informe recomienda la creación de servicios, será elevado al Comité de Ministros, quien a su vez, en caso de conformidad,  lo remitirá al Presidente de la República para su decisión.


Artículo séptimo. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, las normas legales de este proyecto que hagan referencia a dichas autoridades se entenderán referidas al intendente, en su calidad de órgano ejecutivo de los gobiernos regionales; y las que hacen referencia al delegado presidencial regional, al intendente como representante del Presidente de la República.


Artículo octavo.- En el periodo anterior a la entrada en vigencia del Programa Regional de Ordenamiento Territorial, elaborado en los términos del art. 17 a), de esta ley, corresponderá al Gobierno Regional respectivo, a falta de acuerdo de los Municipios involucrados,  decidir la localización de los distintos tipos de residuos, debiendo considerar para ello los estudios señalados en la letra h) del artículo 17 de la presente ley y en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud.


Artículo noveno.- La Política Nacional sobre zonas rezagadas a que se refiere el artículo 17, letra i), deberá ser fijada en un reglamento aprobado por decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito por el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Desarrollo Social en un plazo no superior a 90 días corridos desde la publicación de la presente ley.


En estos instrumentos se deberán definir los criterios e indicadores objetivos para la calificación de un territorio como zona rezagada y para que un territorio deje de tener esa calidad.


Artículo décimo.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en lo que faltare con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.

- - -


El Vicepresidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Quinteros, quien informa como Presidente de la Comisión Mixta, y, Pizarro.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este proyecto.

- - -


El Vicepresidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores De Urresti, García, Guillier, Navarro y Tuma, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 70ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE DICIEMBRE DE 2017


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Girardi y accidental de los Honorables Senadores señores Tuma y Quintana.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Walker, Ignacio.


Concurren, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente y de Obras Públicas, señor Undurraga; y el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 34.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 66ª, ordinaria, de 28 de noviembre; 67ª, especial, y 68ª, ordinaria, ambas del día siguiente; que no han sido observadas.

- - -

CUENTA
Mensajes

Veintidós de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04).


Con los diez siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) El que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


3) El que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


4) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s. 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


5) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


6) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


7) El que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06).


8) El que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.687-06).


9) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


10) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín            N° 11.120-05).


Con los once últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


2) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


3) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


4) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


5) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York, el 2 de abril de 2013 (Boletín N° 10.480-10).


7) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.526-06).


8) Proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (Boletín Nº 10.739-07).


9) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19).


10) Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín N° 11.174-07).


11) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (Boletín N° 11.349-06).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De S. E. la Presidenta de la República


Con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2018, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Bosnia y Herzegovina (Boletín Nº S 1.957-05) (con la urgencia contemplada en el artículo 53, N° 5, de la Constitución Política de la República).


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Del señor Contralor General de la República


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Araya, sobre el estado de la presentación realizada por la Directiva del Observatorio Ciudadano de Desarrollo Local de la localidad de Taltal, sobre la disponibilidad de caja del municipio de dicha comuna.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia


Remite respuesta a inquietud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre los casos de ocupación o procesos de entrega de títulos, o en arriendo, de terrenos fiscales a participantes del Programa Patagonia. 


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativo a la presentación de un proyecto de ley que haga posible el devengo de la cuota mortuoria de una pensionada, en el caso allí señalado. 


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Quintana y De Urresti, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica las leyes N°s 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, y 19.884, sobre transparencia, limite y control del gasto electoral, para incorporar normas sobre transparencia activa respecto de las personas jurídicas que realicen encuestas electorales (Boletín Nº 11.526-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 


De los Honorables Senadores señores Guillier, Bianchi, Horvath y Ossandón, con la que comienzan un proyecto de ley para modificar el Código Penal a fin de evitar que la infidelidad o los celos configuren la atenuante del N°5 del artículo 11, en los delitos de parricidio, femicidio y lesiones (Boletín Nº 11.527-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Ossandón, Montes y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el inciso tercero del artículo primero transitorio de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, para extender el plazo de adecuación a normas de accesibilidad para edificios de uso público o que presten un servicio a la comunidad (Boletín Nº 11.529-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Solicitud de permiso constitucional


Del Comité Partido Socialista e Independiente, con la que solicita autorizar la ausencia del país del Honorable Senador señor De Urresti a contar del día 2 del presente.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes oficios de la Honorable Cámara de Diputados:

Con el primero, comunica que ha dado su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley despachado por el Senado que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (Boletín N° 11.281-13) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Con el segundo, informa que ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Indonesia sobre Exención de Visas para Portadores de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Yakarta, el 12 de mayo de 2017 (Boletín N° 11.510-10).


-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Tuma, ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (Boletín Nº 10.785-03) hasta el día 11  de diciembre de 2017 a las 12:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Oficio de S.E la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, al señor Jorge Retamal Valenzuela.
(Boletín Nº S 1.952-05)


El Vicepresidente  pone en discusión el oficio de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe, Larraín y Pizarro, que la proposición de S. E. la señora Presidenta de la República cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico.


Hace presente que el acuerdo para nombrar al Ministro don Jorge Retamal Valenzuela requiere el voto favorable de tres quintos de los senadores en ejercicio, esto es 20 votos.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Harboe.


Puesta en votación la proposición del Ejecutivo es aprobado por 24 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker, Ignacio.


Funda su voto a favor la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


Interviene durante la votación el Honorable Senador señor Quinteros.

- - -


Terminada la votación manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Quinteros y Chahuán.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado a S.E. la Presidenta de la República es el que sigue:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar al señor Jorge Retamal Valenzuela como ministro suplente abogado del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia.”.

- - -

Oficio de S.E la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros Titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, al abogado y a la licenciada en ciencias, respectivamente, señor Iván Hunter Ampuero y señora Sibel Villalobos Volpi.
(Boletín Nº S 1.953-05)

El Vicepresidente pone en votación la proposición de la referencia y, previo acuerdo de la Sala, la declara aprobada con la misma votación anterior.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado a S.E. la Presidenta de la República es el que sigue:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar a las siguientes personas como ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia:


- Al señor Iván Hunter Ampuero, como ministro titular abogado.


- A la señora Sibel Villalobos Volpi, como ministra titular licenciada en ciencias.

- - -

Informe de la Comisión Mixta formada para  resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país.

(Boletín N° 7.963-06).

El Vicepresidente reanuda la discusión del informe de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.

Recuerda que la Comisión Mixta informa que los artículos 1°, 3°, 4°, 6°, 7°, 8° y 9° permanentes y los artículos transitorios primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y octavo tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales y requieren para su aprobación 19 votos favorables.


Enseguida la Mesa pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


El resultado es de 26 votos a favor y 3 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, Ignacio.


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señor Coloma.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Bianchi, Prokurica, Montes, Quinteros, Letelier, Guillier, Pérez Varela, García, Tuma, Larraín y Espina, señora Allende, señores Chahuán y Navarro, señora Goic y señores Lagos y Quintana.


Funda su abstención la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


Durante la votación, con la anuencia de la Sala, interviene el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.


Asimismo asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


El Presidente accidental declara aprobada la proposición de la Comisión Mixta.


Enseguida ofrece la palabra al Ministro de la Fuente, quien agradece al Senado el despacho de la iniciativa.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que se contiene como proposición en el informe de la Comisión Mixta, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -


Se hace presente que con la anuencia de la Sala asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


El Presidente accidental informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

INCIDENTES


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Quinteros, en el tiempo  del Comité Partido Socialista e Independiente; Prokurica, en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional; Navarro, en el tiempo  del Comité Partido PAIS y en el del Comité Partido Socialista e Independiente; y,  Tuma, en el tiempo del Comité Partido por la Democracia, quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Presidente accidental anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -


Se levanta la sesión

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA QUE HA DADO SU APROBACIÓN, CON LAS ENMIENDAS QUE INDICA, AL PROYECTO DE LEY DESPACHADO POR EL SENADO QUE CREA UNA SOCIEDAD ANÓNIMA DEL ESTADO DENOMINADA “FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.” 
(10.647-09)
Oficio Nº 13.648

VALPARAÍSO, 12 de diciembre de 2017
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado el proyecto de ley de ese H. Senado que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, correspondiente al boletín N° 10.647-09, con las siguientes enmiendas:
Al artículo 1

Lo ha modificado de la siguiente manera:

-Ha reemplazado la conjunción “y”, la primera vez que aparece, por la frase “, así como el desarrollo, a través de terceros no relacionados, de”.
-Ha sustituido la expresión “, explotación y desarrollo” por “y explotación”.
Al artículo 4

Ha intercalado en su numeral 2), entre el vocablo “terceros” y la expresión “, dichos”, la frase “no relacionados”.
Al artículo 5

Ha intercalado en su inciso primero, entre la palabra “terceros” y la expresión “, pudiendo”, la frase “no relacionados”.
Al artículo 11

Ha suprimido su letra a).

Al artículo 25

Ha agregado en el literal a) de su inciso tercero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Con todo, la rentabilidad esperada deberá ser superior al costo del endeudamiento del Fisco, ajustado por riesgo.”.
*****

Ha incorporado el siguiente artículo 31, nuevo:

“Artículo 31.- Semestralmente se informará a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado los principales aportes y transferencias financieras realizadas en el semestre anterior.”.
*****

Al artículo segundo transitorio

Lo ha rechazado.

*****

Hago presente a V.E. que el proyecto de ley fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 80 diputados y diputadas, de un total de 119 en ejercicio, con la salvedad de las normas que a continuación se indican, que en particular se aprobaron con la votación que en cada caso se precisa:
- Las letras a), d) y f) del inciso primero y el inciso quinto, ambos del artículo 18, y el inciso segundo del artículo 29, fueron aprobados, en carácter de ley orgánica constitucional, por 80 votos afirmativos.

- Por su parte, en carácter de ley de quórum calificado, las siguientes normas se aprobaron de la forma que se indica:

-el artículo 1, por 78 votos.

-el artículo 2, por 60 votos.

-los artículos 4, 5 y 31 nuevo, por 79 votos.

-el artículo 25, por 75 votos.

En todos estos casos la votación se produjo sobre un total de 119 diputados y diputadas en ejercicio.

De esta manera, se dio cumplimiento a lo prescrito en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
*****
Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 179/SEC/17, de 23 de agosto de 2017.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, DESDE EL 1 DE ENERO HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2018, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES EN BOSNIA Y HERZEGOVINA 

(S 1.957-05)
HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, desde el 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2018, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Bosnia y Herzegovina.


La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 6 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Defensa Nacional: el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de Aviación señor Arturo Merino; el Jefe del Departamento de Cooperación Internacional, señor Rodolfo González; el Asesor legislativo del Gabinete del Ministro, señor Yamil Yuivar; el Analista del Departamento de Cooperación Internacional, señor Luis Doñas, y el Ayudante del Jefe del Estado Mayor Conjunto, señor Rodrigo Durán.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Frank Tressler y el Director Adjunto, señor Alberto Rodríguez.





- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el investigador, señor Juan Pablo Jarufe.





- De la Secretaría General de la Presidencia, el asesor legislativo, señor Renato Valenzuela.





- Del Comité Demócrata Cristiano, el asesor legislativo, señor Robert Angelbeck.





- Los asesores del Honorable Senador Baldo Prokurica, señora Carmen Castañaza y señor Alejandro López.





- La asesora del Honorable Senador Jorge Pizarro, señora Karen Herrera.





- Del Comité Unión Demócrata Independiente, el asesor, señor Ignacio Morandé y la periodista, señora Daniela Lazo.

- - -
ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala S.E que como es del conocimiento del Honorable Senado, nuestro país, actuando bajo mandato de la Organización de las Naciones Unidas, participa activamente en Operaciones de Paz, dando de esta forma cumplimiento a su política nacional en dicha materia, al amparo de lo establecido por la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras al territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo; el decreto N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz; y las demás normas aplicables.





Agrega el Ejecutivo que Chile se incorporó a la Misión de la Unión Europea (UE) en Bosnia-Herzegovina (EUFOR Althea) el año 2005, por medio de un acuerdo suscrito con dicha instancia regional. Añade que, en el presente, nuestro país mantiene un contingente militar de operaciones de paz, con personal destacado en el Cuartel General de la misión EUFOR Althea y cuenta, además, con un puesto de observación en la ciudad de Banja Luka.




Por lo anterior, señala que, con el objeto de continuar integrando la Misión EUFOR Althea, el 22 de diciembre de 2016 el Honorable Senado de la República acordó autorizar la prórroga de la permanencia de tropas y medios militares chilenos fuera del territorio de la República, a contar del 10 de enero de 2017 y por un periodo de un año. Consideró para ello el despliegue de hasta 15 miembros de las Fuerzas Armadas, con su respectivo equipamiento personal.




Destaca S.E. que nuestra política exterior, visiblemente comprometida con el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, se ha visto fortalecida por la presencia del contingente nacional en la Misión EUFOR Althea. Asimismo, indica que la labor de este contingente se materializa en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual la participación de nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades de la UE, como del mando militar de la Operación. Esta participación ha redundado, a la vez, en un fortalecimiento de las capacidades operativas y logísticas de la Defensa Nacional, cuyo personal tiene la posibilidad de operar en condiciones reales, bajo los estándares europeos para el desempeño de sus funciones.




Asimismo, expresa que debe considerarse que durante el periodo reciente EUFOR Althea ha detectado elementos de tensión en el sistema político de Bosnia Herzegovina, el cual nuevamente ha abierto preocupación respecto de la viabilidad del sistema imperante según los acuerdos de paz de Dayton y el posible endurecimiento del conflicto político de tipo étnico nacional. En razón de esta situación, la Organización de las Naciones Unidas, la Unión Europea y el mando de EUFOR Althea han considerado necesario prolongar la presencia de esta fuerza multinacional.




Recientemente, manifiesta el Ejecutivo, en ejercicio de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad, mediante la Resolución N° 2384 (2017), autorizó a sus Estados Miembros a establecer, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella y por un nuevo periodo de 12 meses contados desde la aprobación de la citada Resolución, una fuerza multinacional de estabilización. Añade que esta fuerza funcionará bajo un mando y control unificados y cumplirá sus funciones en relación con lo dispuesto en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo Marco General de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). Además, actuará de conformidad con las disposiciones convenidas entre esta última organización y la Unión Europea, comunicadas al Consejo de Seguridad en cartas de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la Misión EUFOR Althea tendrá como función principal la estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del ya señalado Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina.





Por las razones anteriores, estimándose fundamental continuar con la contribución de nuestro país a la Misión EUFOR Althea, de conformidad con lo establecido en los artículos 32 N°s 15 y 17, así como en el artículo 53, N° 5, de la Constitución Política de la República, al igual que en las demás normas legales que regulan la materia, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar, desde el 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2018, la permanencia de tropas y medios nacionales en Bosnia y Herzegovina, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo de! artículo 9° de la ley N° 19.067.




Agrega que, para los efectos de lo establecido en el artículo 53, N° 5, de la Constitución Política de la República, hace presente  la urgencia en el despacho del acuerdo que recaba.


2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:


a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.


Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.


b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.

c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Decreto supremo N° 75, del Ministerio de Relaciones Exteriores, promulgado el 5 de mayo de 2009 y publicado en el Diario oficial de 14 de septiembre de 2009, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz.


e) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


f) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2006, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2006.

g) Resolución Nº 1785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


h) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prórroga de la autorización para la salida de tropas.


i) Resolución Nº 1845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.


j) Oficio Nº 1.049/SEC/09, de 21 de diciembre de 2009, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010. 

k) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 1.948, de 18 de noviembre de 2010, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


l) Oficio Nº 1.185/SEC/10, de 22 de diciembre de 2010, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2011.

m) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.019, de 16 de noviembre de 2011, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).


n) Oficio Nº 1.492/SEC/11, de 20 de diciembre de 2011, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2012.


ñ) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.074, de 14 de noviembre de 2012, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).


o) Oficio Nº 1.117/SEC/12, de 18 de diciembre de 2012, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2013.


p) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.123, de 12 de noviembre de 2013, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


q) Oficio Nº 972/SEC/13, de 18 de diciembre de 2013, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2014.


r) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.183, de 11 de noviembre de 2014, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


s) Oficio Nº 1.512/SEC/14, de 16 de diciembre de 2014, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2015.


t) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.247, de 10 de noviembre de 2015, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


u) Oficio Nº 322/SEC/15, de 22 de diciembre de 2015, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2016.


v) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.315, de 8 de noviembre de 2016, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).




w) Oficio Nº 346/SEC/16, de 14 de diciembre de 2016 del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2017.


x) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.384, de 7 de noviembre de 2017, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


La Resolución N° 2.384 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, del 7 de noviembre de 2017, es del siguiente tenor:


“El Consejo de Seguridad,

Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre los conflictos en la ex-Yugoslavia y las declaraciones de su Presidencia sobre el particular, incluidas las resoluciones 1031 (1995), de 15 de diciembre de 1995, 1088 (1996), de 12 de diciembre de 1996, 1423 (2002), de 12 de julio de 2002, 1491 (2003), de 11 de julio de 2003, 1551 (2004), de 9 de julio de 2004, 1575 (2004), de 22 de noviembre de 2004, 1639 (2005), de 21 de noviembre de 2005, 1722 (2006), de 21 de noviembre de 2006, 1764 (2007), de 29 de junio de 2007, 1785 (2007), de 21 de noviembre de 2007, 1845 (2008), de 20 de noviembre de 2008, 1869 (2009), de 25 de marzo de 2009, 1895 (2009), de 18 de noviembre de 2009, 1948 (2010), de 18 de noviembre de 2010, 2019 (2011), de 16 de noviembre de 2011, 2074 (2012), de 14 de noviembre de 2012, 2123 (2013), de 12 de noviembre de 2013, 2183 (2014), de 11 de noviembre de 2014, 2247 (2015), de 10 de noviembre de 2015, y 2315 (2016), de 8 de noviembre de 2016,

Reafirmando su determinación de lograr una solución política para los conflictos en la ex-Yugoslavia, preservando la soberanía e integridad territorial de todos los Estados dentro de sus fronteras internacionalmente reconocidas,

Subrayando su determinación de apoyar la aplicación del Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina y los anexos de este (denominados colectivamente “Acuerdo de Paz”, S/1995/999, anexo), así como las decisiones en la materia del Consejo de Aplicación del Acuerdo de Paz,

Teniendo en cuenta los informes del Alto Representante, incluido el más reciente de ellos, de fecha 24 de octubre de 2017,

Haciendo notar como aspecto positivo que en la aplicación inicial del programa de reforma, aprobado por Bosnia y Herzegovina en julio de 2015, se han tomado las primeras medidas para el ajuste estructural para la economía del país,

Alentando a las autoridades de Bosnia y Herzegovina a que, con el apoyo de la comunidad internacional, aceleren los esfuerzos para ocuparse de la eliminación de las municiones excedentes,

Recordando todos los acuerdos relativos al estatuto de las fuerzas que figuran en el apéndice B del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, y recordando a las partes su obligación de seguir cumpliendo esos acuerdos,

Recordando también las disposiciones de su resolución 1551 (2004) relativas a la aplicación provisional de los acuerdos sobre el estatuto de las fuerzas que figuran en el apéndice B del anexo 1-A del Acuerdo de Paz,

Acogiendo con beneplácito la presencia continuada de la EUFOR ALTHEA, que lleva a cabo eficazmente actividades de creación de capacidad y adiestramiento, manteniéndose a la vez en condiciones de contribuir a la capacidad disuasiva de las autoridades de Bosnia y Herzegovina si así lo exige la situación,

Reiterando sus exhortaciones a las autoridades competentes de Bosnia y Herzegovina para que adopten las medidas necesarias a fin de que se cumplan los cinco objetivos y las dos condiciones, lo cual sigue siendo imprescindible para el cierre de la Oficina del Alto Representante, como se confirmó en los comunicados de la Junta Directiva del Consejo de Aplicación del Acuerdo de Paz,

Reafirmando las disposiciones relativas al Alto Representante que figuran en sus resoluciones anteriores, y reafirmando además el artículo V del anexo 10 del Acuerdo de Paz, relativo a la autoridad máxima del Alto Representante en el teatro de operaciones en lo tocante a la interpretación de la aplicación de los aspectos civiles del Acuerdo,

Tomando nota del compromiso de los dirigentes de Bosnia y Herzegovina de apoyar una perspectiva europea, sobre la base del Acuerdo de Paz, incluso mediante la presentación de la solicitud de Bosnia y Herzegovina de adhesión a la Unión Europea en febrero de 2016 y la labor realizada para responder al cuestionario de opinión de la Comisión de la Unión Europea por conducto del mecanismo de coordinación sobre cuestiones relacionadas con la Unión Europea,

Reiterando sus exhortaciones a todos los dirigentes políticos de Bosnia y Herzegovina para que promuevan la reconciliación y el entendimiento mutuo y se abstengan de adoptar políticas, tomar medidas y utilizar argumentos que sean polarizantes,

Observando que el ritmo de aplicación del programa de reforma se ha ralentizado en los últimos meses, y recalcando la urgencia de acelerar la aplicación de reformas amplias, de manera inclusiva, en beneficio de todos los ciudadanos,

Poniendo de relieve la necesidad de que Bosnia y Herzegovina redoble los esfuerzos en relación con el funcionamiento y la independencia del poder judicial, la lucha contra la corrupción y la delincuencia organizada, y la lucha contra el terrorismo y la prevención de la radicalización,

Recalcando la urgencia de aplicar las recomendaciones pendientes de la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE-OIDDH) para mejorar el marco electoral y las sentencias del Tribunal Constitucional de Bosnia y Herzegovina y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, y poniendo de relieve que las reformas electorales deben abordarse con un espíritu de consenso y diálogo y deben hacer avanzar al país hacia normas democráticas modernas,

Alentando a las partes a que apliquen el Plan de Acción Nacional de Bosnia y Herzegovina sobre las Mujeres y la Paz y la Seguridad de manera inclusiva, y aguardando con interés su continua aplicación,

Tomando nota del examen estratégico previsto de la Unión Europea en el otoño de 2017,

Reconociendo que el entorno de la seguridad se ha mantenido en calma y estable, y observando que hasta la fecha las autoridades de Bosnia y Herzegovina han demostrado ser capaces de afrontar las amenazas a la seguridad del entorno,

Habiendo determinado que la situación de la región sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales,

Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas,

1. Reitera que la responsabilidad primordial de que el Acuerdo de Paz continúe aplicándose con éxito recae en las propias autoridades de Bosnia y Herzegovina, señala que la comunidad internacional y los principales donantes siguen estando dispuestos a apoyarlas en la aplicación del Acuerdo de Paz y exhorta a todas las autoridades de Bosnia y Herzegovina a que cooperen plenamente con el Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia, así como con el Mecanismo Residual Internacional de los Tribunales Penales, a fin de que pueda concluir su labor, teniendo en cuenta el cierre previsto del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia;

2. Acoge con beneplácito que la Unión Europea esté dispuesta a mantener una operación militar de la Unión (EUFOR ALTHEA) en Bosnia y Herzegovina después de noviembre de 2017;

3. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha en que se apruebe la presente resolución, una fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA) como sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, que cumplirá sus misiones en relación con la aplicación de lo dispuesto en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo de Paz en cooperación con la presencia del cuartel general de la OTAN, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo de Seguridad en sus cartas de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR ALTHEA desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz;

4. Decide renovar la autorización otorgada en el párrafo 11 de su resolución 2183 (2014) por un nuevo periodo de 12 meses, que se iniciará en la fecha en que se apruebe la presente resolución;

5. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando de conformidad con los párrafos 3 y 4 de la presente resolución, adopten todas las medidas necesarias para lograr la aplicación y asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en los anexos 1 -A y 2 del Acuerdo de Paz, y destaca que las partes seguirán siendo consideradas igualmente responsables del cumplimiento de esas disposiciones y estarán sujetas por igual a las medidas coercitivas de la EUFOR ALTHEA y la presencia de la OTAN que sean necesarias para asegurar la aplicación de dichos anexos y proteger a la EUFOR ALTHEA y a la presencia de la OTAN;

6. Autoriza a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias, a instancias de la EUFOR ALTHEA o del cuartel general de la OTAN, en defensa de la EUFOR ALTHEA o la presencia de la OTAN, respectivamente, y a que presten asistencia a ambas organizaciones en el cumplimiento de sus misiones, y reconoce el derecho de la EUFOR ALTHEA y de la presencia de la OTAN a tomar todas las medidas necesarias para defenderse en caso de ataque o amenaza de ataque;

7. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando de conformidad con los párrafos 3 y 4 de la presente resolución y en virtud del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, adopten todas las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas y los procedimientos que rigen el mando y el control del espacio aéreo de Bosnia y Herzegovina con respecto a todo el tráfico aéreo civil y militar;

8. Insta a las partes a que aceleren la aplicación de reformas amplias, de manera inclusiva, en beneficio de todos los ciudadanos y en consonancia con la perspectiva europea que el país se ha comprometido a apoyar y, a ese respecto, insta también a las partes a que se abstengan de adoptar políticas, tomar medidas y utilizar argumentos que sean polarizantes;

9. Insta a las partes, de conformidad con el Acuerdo de Paz, a que cumplan su compromiso de cooperar plenamente con todas las instituciones participantes en su aplicación que se describen en él, incluido el anexo 4;

10. Reafirma que, de conformidad con el Acuerdo de Paz, Bosnia y Herzegovina está compuesta por dos entidades, que existen legalmente en virtud de la Constitución de Bosnia y Herzegovina, y reafirma además que todo cambio a la Constitución debe hacerse de conformidad con el procedimiento de enmienda enunciado en ella;

11. Decide seguir ocupándose de la cuestión.”.


3.- Antecedentes de la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- Informe preparado, en conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la ley N° 19.067 modificada por la ley N° 20.297, de 13 de diciembre de 2008.

“FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2° de la Ley 19.067 modificada por la Ley 20.297 de 13 de diciembre de 2008)

I. Exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas.

II. Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados.

III. Plazo por el que se hace la solicitud. 

IV. Exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud.

V. Descripción de las tropas desplegadas en el área de misión.

VI. Organización del mando del contingente nacional, equipamientos y material de apoyo.

VII. Estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento.





1. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS:





Antecedentes:





El Acuerdo de Dayton del año 1992 estableció el marco general para la Paz en Bosnia y Herzegovina (en adelante BYH), el que fuera firmado en París el 14 de diciembre de 1995 por la República de BYH, la República de Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (ahora Serbia y Montenegro), estableciendo que los tres estados balcánicos se comprometen a guiar sus relaciones de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas. De la misma forma, se comprometen a respetar plenamente la igualdad soberana de los demás, resolver las controversias por medios pacíficos y abstenerse de todo acto que involucre amenazas, uso de la fuerza o algún otro medio, contra la integridad territorial e independencia política de BYH o de cualquier otro Estado.




Por medio de la resolución N° 1551, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 9 de julio de 2004, otorgó el visto bueno al traspaso del mando desde OTAN a la Unión Europea a partir del 2 de diciembre de 2004, dándose origen a la Misión de la Unión Europea en BYH (EUFOR-ALTHEA)1, dentro del marco de la Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD).




El Consejo de Seguridad de Naciones Unidas ha ido renovando anualmente este mandato. La Resolución N° 2384 del 7 de noviembre de 2017, renovó, para el año 2018, el mandato para la Misión de la Unión Europea en BYH (EUFOR-ALTHEA).




II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS:




A. Antecedentes Generales:




La Política Exterior de Chile, comprometida con el mantenimiento de la paz y seguridad internacional, se vigoriza mediante la participación del contingente nacional en la operación ALTHEA, en el marco del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea firmado el año 2001.




En razón del cumplimiento de los acuerdos de Dayton, el 2 de diciembre de 2004 se pone en ejecución la operación ALTHEA en BYH que según la resolución N° 1575 autoriza el despliegue de una fuerza de la Unión Europea (EUFOR). A la luz de las mejoras continuas de la operación ALTHEA, ésta ha sido reconfigurada cuatro veces. La última acaeció en noviembre de 2013, conservando su mandato bajo el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas (UN), lo que se específica en la resolución N° 2123 del Consejo de Seguridad de UN.




B. Estado de Situación:




1. Situación Política interna:




El Presidente de BYH, el croata Dragan Čović, asumido durante el mes de julio del presente año en reemplazo del serbio Mladen Ivanić ha propuesto acelerar el proceso de ingreso de BYH a la Unión Europea (UE). Junto con ello, expresó la necesidad de volver al camino del plan de acción para entrar a la OTAN.2 Esta política de BYH está tensionada por factores etno- nacionalistas. Uno de ellos dice relación con declaraciones y acciones del Presidente de la entidad República Srpska (RS), Milorad Dodik, quien expresa constantemente una línea política de defensa de los intereses serbios. Según el Informe CHILFOR-28 del 31 de agosto de 2017, Milorad Dodik hace un anuncio alusivo al desarrollo en conjunto con Serbia sobre la preservación de la Identidad Serbia en el marco de la conmemoración por las víctimas de la Operación Oluja o en español Tormenta.3




Las tensiones etno-nacionalistas también han sido incentivadas por disputas político-institucionales de diversa índole, entre las que destacan las controversias relacionadas con la Agencia de Inteligencia y Seguridad de BYH, cuya sigla es "OSA4". Asimismo, la pretensión de entrar a la OTAN por parte de la entidad de la Federación de Bosnia y Herzegovina (FBYH) ha traído consigo controversias con la RS. Ya en el mes de Junio el Presidente de RS dijo que no darán su consentimiento para el ingreso de BYH a la OTAN.5 Asimismo, en la población de RS se han fortalecido los sentimientos pro-rusos.6 Durante el mes de agosto de 2017, una importante controversia se produjo con el veredicto de la corte constitucional de Bosnia y Herzegovina (BYH) que rechazó la apelación de la República Srpska (RS) para impedir los ejercicios militares entre unidades de la OTAN y de BYH, indicando que es el Estado y no la entidad quien posee facultades para facilitar ejercicios militares en el territorio de BYH.




2. Situación de Seguridad:




Hay tres variables de seguridad preponderantes a considerar, el terrorismo, las protestas y la criminalidad. Si bien las protestas debido a los problemas sociales y económicos del país son un factor de inestabilidad y la criminalidad es un elemento de interés estatal prioritario; el terrorismo despierta ampliamente las preocupaciones internacionales.




El Informe CHILFOR-28 del 28 de Julio de 2017 anuncia que el 19 de julio pasado, el Departamento de Estado de BYH emitió un informe que se ha mantenido constante en el combate contra el terrorismo, y junto con destacar aspectos operativos, señala que la ideología extremista y nacionalista hace que BYH sea una fuente de violencia extremista. Por su parte, el 20 de julio de 2017, la INTERPOL publica una alerta roja internacional en contra de "Edin Muftic", ciudadano de BYH, acusado de crímenes de terrorismo.




La fuerte preocupación por el regreso de combatientes bosnios desde Siria e Irak se ha justificado en tanto se detectan indicios de actores involucrados o bajo sospecha de terrorismo. En este sentido, el Informe CHILFOR-28 del 31 de agosto, hace mención a la deportación el 17 de ese mismo mes, de dos ciudadanos de BYH (Amir y Emir Hodžić), bajo la sospecha de tener conexiones con el "Estado Islámico" (ISIS) y por la sospecha de planificar un ataque terrorista. Asimismo, la policía de BYH arrestó el 22 de agosto a Adem Karamuja, quien está relacionado con ser un combatiente extranjero (Foreign Terrorist Fighter, FTF).




En el mismo informe CHILFOR-28, información del Cuartel de Inteligencia en Sarajevo, hace mención de la sentencia a 2 años de prisión por terrorismo a "Adem Karamuja", detenido el 3 de septiembre de 2014 en el operación Damasco7. Junto con esto, el 22 de agosto es arrestado el ciudadano ruso Akhmad Abdurazakov, con el motivo de que representaba una amenaza para BYH por estar relacionado directamente con ISIS. Abdurazakov fue enviado de vuelta a Estambul (Turquía), de dónde salió.




3. Situación socioeconómica:





La variable socioeconómica continúa teniendo un rol preponderante en BYH, siendo la causa más importante de protestas y huelgas en el territorio nacional.




a) Visión general:




En la perspectiva del Banco Mundial8, el sistema político en Bosnia y Herzegovina es complejo, reflejando las exigencias de la constitución del país. Basado en ello, cabe recordar que, en julio de 2015, el Consejo de Ministros de Bosnia y Herzegovina, el Gobierno de la República de Srpska (RS) y el Gobierno de la Federación de Bosnia y Herzegovina (FBYH) adoptaron un programa conjunto de reformas estructurales conocido como programa de reformas. Este es una agenda de reformas estructurales en BYH, respaldadas por un amplio consenso nacional sobre los desafíos y prioridades fundamentales del país y el apoyo sostenido de los principales asociados para el desarrollo, ya que el desafío económico clave de esta es el desequilibrio de su modelo económico: las políticas públicas y los incentivos que están sesgados hacia el sector público. Todo esto, porque el país necesita cambiar a un ambiente de negocios, superando los desequilibrios y garantizando la sostenibilidad y la inclusión del crecimiento futuro.




b) Estrategia socioeconómica:




La estrategia socioeconómica está orientada bajo el marco de asociación del Grupo del Banco Mundial (sigla en inglés WBG) para el periodo 2016 - 2020, la que proporciona un análisis, asesoramiento y apoyo para acelerar la implementación de reformas diseñadas para promover el crecimiento económico.9




La conclusión fundamental es que BYH puede alcanzar el potencial de crecimiento del sector privado. A través del marco estratégico, el WBG quiere reformas de apoyo en tres áreas:




- Aumento de la eficiencia y la eficacia del sector público.




- Creación de condiciones para acelerar el crecimiento del sector privado.




- Construcción de resiliencia a catástrofes naturales.




El compromiso clave de BYH es, en este sentido, mejorar la conectividad vial y la seguridad, mediante un préstamo de 58 millones de euros para el Proyecto de Modernización del Sector de Carreteras de la Federación, aprobado en agosto de 2016, cofinanciado por el Banco Europeo de Inversiones y el Banco Mundial. Este proyecto es la primera operación bancaria en el sector del transporte en BYH desde 2007, lo que refleja un renovado enfoque en la conectividad.




El objetivo del proyecto es mejorar la seguridad vial de toda la red de carreteras de la FBYH. Se rehabilitarán 178 kilómetros de carreteras, incluyendo tres túneles y nueve puentes, además, la construcción de la nueva ruta M17.3 (carretera Neum- Stolac).




Además de las obras de infraestructura, el proyecto tiene como objetivo proporcionar una mejor comprensión del camino hacia el futuro, vulnerabilidades potenciales a condiciones meteorológicas extremas y cambio climático. El proyecto es la primera fase del Programa de Modernización del Sector de Transporte de BYH y se llevará a cabo en la FBYH. El programa, organizado como una serie de proyectos, tiene como objetivo proporcionar un apoyo flexible para el desarrollo a largo plazo del transporte en BYH.




c) Perspectiva económica:




La evolución reciente de la economía de BYH da cuenta de un crecimiento económico de 2,8% en 2016, impulsado principalmente por el consumo, pero también por las inversiones. La contribución del ingreso laboral a la reducción de la pobreza está estancada. A medida que avanza la agenda de reformas, se proyecta que el crecimiento económico se acelere a un 4% a mediano plazo.




El desempleo sigue siendo elevado, con modestas mejoras en el mercado de trabajo. La tasa de desempleo cayó de 27,7% en 2015 a 25,4% en 2016. El desempleo entre los jóvenes ha disminuido un 54,3%.




El saldo fiscal de Bosnia y Herzegovina se situó en un superávit positivo del 0,7% del PIB en 2015. Con la proyección de que el ratio ingresos / PIB de 2016 se mantendría, se estima que el aumento del gasto social y la recuperación del gasto de capital han movido el saldo fiscal a un déficit del 0,6% del PIB en 2016.




La perspectiva económica de BYH comprende, por una parte, una fuerte inversión en un entorno empresarial, un crecimiento en el valor de la economía, transporte y turismo; y, por otra, mayor consumo debido al flujo constante de remesas, deflación persistente y bajos precios del petróleo.




A medida que el gobierno continúa con el ajuste fiscal, el saldo fiscal global consolidado se proyecta que pasará a un superávit del 1,6% del PIB en 2019. En 2019 se proyecta un presupuesto equilibrado, en el supuesto de que se avance en el programa de reformas estructurales.




4. Misión ALTHEA:




La operación militar ALTHEA en Bosnia y Herzegovina (BYH), comienza el 2 de diciembre de 2004, para brindar seguridad en BYH. El lanzamiento de la operación ALTHEA, reemplazante de la operación SFOR, es adoptada por el Consejo de Seguridad de la ONU mediante la resolución 1575 que autoriza el despliegue de una fuerza de la UE (EUFOR) en BYH. La operación ALTHEA se lleva a cabo con uso de medios y capacidades de la OTAN, bajo el régimen de “Berlín Plus".




Los principales objetivos de la operación ALTHEA son:




- Proporcionar la creación de capacidad y la formación de las Fuerzas Armadas de Bosnia y Herzegovina.




- Apoyar los esfuerzos de Bosnia y Herzegovina para mantener el entorno seguro.




- Prestar apoyo a la estrategia global de la UE para Bosnia y Herzegovina.




La operación ALTHEA monitorea y apoya a las autoridades locales en la realización de las tareas derivadas del Acuerdo de Dayton, tales como: actividades de desminado, control de movimientos militares y civiles de armas, municiones y sustancias explosivas, así como la gestión de las armas y los lugares de almacenamiento de municiones.




La operación ALTHEA se distribuye operativamente a través del enlace y los equipos de observación (LOT). Las unidades de maniobra, con base en Camp Butmir, Sarajevo, están compuestas por tropas de Austria, Hungría y Turquía.




Los países que aportan con tropas a la operación no miembros de la UE son Albania, República de Macedonia de la ex Yugoslavia, Suiza, Turquía y Chile, siendo nuestro país el único representante latinoamericano en esta misión.




5. Situación Política Internacional:




El estado de BYH está tensionado entre las preferencias de la entidad de la Federación de Bosnia y Herzegovina (FBYH), que se orienta hacia la OTAN y la entidad de la República Srpska (RS) que es pro-rusa. Esta tensión hace de la política internacional de BYH un asunto extremadamente complejo, dependiente de cada gobierno rotativo. A su vez, el ingreso a la Unión Europea que es algo claramente más consensuado en BYH, se ve cuestionado cuando los líderes de la FBYH lo presentan al mismo tiempo con el ingreso a la OTAN, como si formara parte de una misma negociación.




6. Situación de países vecinos:




Los líderes políticos serbios en Montenegro hicieron saber el 11 de agosto de 2017, que ellos se unirán a la iniciativa propuesta por el Presidente de Serbia, Aleksandar Vučić y el Presidente de la entidad de la República Srpska, Milorad Dodik, que apunta a preparar una declaración donde se asegure la supervivencia de la identidad cultural serbia a través de la ex-Yugoslavia.10





El Vicepresidente de Estados Unidos visitó Montenegro el 2 de agosto de 2017, con motivo de la cumbre "The Adriatic Charter", asociación fundada el 2003, donde se reúnen los miembros aspirantes a la OTAN en los Balcanes. El Vicepresidente alabó a los líderes de Montenegro por haber soportado las presiones de Rusia.




C. Fundamentos para la renovación del mandato:




Bosnia y Herzegovina, si bien presenta mejores indicadores socioeconómicos, las controversias políticas etno-nacionalistas la hacen un país altamente complejo en su desarrollo político. En este sentido, la interpretación del Acuerdo de Dayton respecto de procedimientos institucionales es fundamental, ya que cada entidad puede mostrar sospecha ante la creación de nuevas instituciones públicas que se perciban favorables para algunos intereses, pero no para otros. Esto hace que el trabajo por la paz y estabilidad en BYH sea una constante gestión de habilidad y buena voluntad política.




1. Incorporación de Chile al Sistema de Gestión de Crisis de la U.E.:




En mayo de 2013 se alcanzó un acuerdo general con la Unión Europea, el cual fue refrendado por el Consejo de la Unión Europea el 18 de noviembre de 2013. El acuerdo fue finalmente firmado en Bruselas el 30 de enero de 2014 por el Embajador de Chile ante la UE, Carlos Applegreen, y el Secretario General Ejecutivo del Servicio Europeo de Acción Externa, Pierre Vimont. Mediante este instrumento, Chile se transformó en el primer país latinoamericano en ingresar como asociado al sistema de operaciones de gestión de crisis de la Unión Europea.




En relación a lo anterior, con fecha 10 de septiembre de 2015, el Ministerio de Relaciones Exteriores, informó a la Delegada de la Unión Europea en Chile, que se cumplieron en Chile los procedimientos internos nacionales necesarios, para entrada en vigor del acuerdo Marco para la participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, descrito en el punto anterior (Ratificado por el Congreso Nacional), por lo que el acuerdo en comento, entró en vigor a partir del 01 de octubre de 2015.




Finalmente, con la firma el presente año del Acuerdo Marco de Gestión de Crisis con la UE, se considera de gran importancia política continuar cooperando con ese organismo internacional a través de la Operación ALTHEA, la cual es una de las operaciones constitutivas del Sistema de Gestión de Crisis de la U.E.




2. Importancia para la Política Exterior




La participación de militares chilenos en esta Misión, es la prueba del compromiso nacional con la paz y seguridad mundial, la que adquiere mayor relevancia luego del retiro de las tropas chilenas de Haití.




El Subsecretario de Relaciones Exteriores de Chile, Edgardo Riveros, el pasado 27 de agosto, visitó al contingente chileno en EUFOR-ALTHEA en las ciudades de Sarajevo y Banja Luka, recibiendo muestras de agradecimiento por parte de los Jefes de La Misión, como también comprobando el prestigio alcanzado por las fuerzas nacionales gracias a su profesionalismo y dedicación. Además, destacó que la participación de Chile en EUFOR-ALTHEA, único país no europeo, se percibe como un interés genuino y desinteresado por la situación interna del país.




3. Beneficios para las Fuerzas Armadas:




La labor profesional del contingente militar chileno en BYH como parte del contingente internacional de la Unión Europea para la gestión de crisis en la Operación "ALTHEA", se considera de alto impacto político y estratégico, ya que junto con el aprendizaje de las diversas experiencias operativas que logra el contingente nacional, las implicancias tanto a nivel nacional como internacional son de un valor altamente significativo, dado que Chile está en condiciones de aportar a la Unión Europea, en cuanto a las apreciaciones sobre la realidad y perspectiva de BYH y la región de los Balcanes.




La preparación y la experiencia profesional que el contingente chileno adquiere al interactuar con efectivos militares de diversos países miembros de la UE bajo las normas militares de la OTAN11, tiene consecuencias de gran importancia para las FFAA. Junto con ello, obtener experiencias y aprendizajes con particular valor en el marco de futuras operaciones de paz de Naciones Unidas y de la Unión Europea en que participe Chile.




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD:




En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle y en consideración a los fundamentos expuestos, la solicitud de prórroga de la autorización para la permanencia de tropas y medios nacionales en la misión de EUFOR, ALTHEA en Bosnia y Herzegovina, se hace al Honorable Senado de la República por el plazo de doce (12) meses, a partir del 1 enero y hasta el 31 de diciembre del año 2018.




IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD:




A. En términos de procedimientos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz, se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley 19.067, modificada por la Ley 20.297, que "Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo", particularmente a través de su Párrafo II.




B. En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional, para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo "B"), promulgada mediante Decreto Supremo (G) N° 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, el documento explícita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el Estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.




C. Naciones Unidas, mediante la Resolución N° 2247 del 10 de noviembre de 2015, al igual que sus resoluciones anteriores, otorga el marco jurídico a la Operación EUFOR (European Force) "Althea" y en consecuencia autoriza el empleo legítimo de la fuerza en caso de necesidad. Lo anterior, basado en las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas.




D. Específicamente, para la misión EUFOR "ALTHEA ", se encuentra en vigencia la resolución N° 2384 del 7 de noviembre de 2017, la cual autoriza a los estados miembros a continuar apoyando el proceso de paz en BYH.




E. Las reglas de enfrentamiento que operan para este caso son las generales de las Naciones Unidas y las de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales sólo se emplean para autodefensa inmediata.




F. En el caso del contingente nacional, por tratarse de efectivos cuya función principal es la de "observación y enlace", no se contempla un empleo coercitivo, por lo que todo el personal opera sin armamento de guerra, con la sola excepción del arma de puño, la que es utilizada sólo en caso de defensa propia.




V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS EN EL ÁREA DE MISIÓN:




A. Fuerza Europea en Bosnia-Herzegovina:




En la actualidad, EUFOR en BYH cuenta con 878 hombres y mujeres, desplegados bajo el mando de un Oficial General de División y con la siguiente estructura de fuerzas:




1. 1 Cuartel General Multinacional.




2. 1 Batallón Multinacional.




3. 1 Centro de Coordinación de Casas LOT (Liasson Observation Team, Equipos de observación y enlace).




Es importante mencionar que la misión cuenta con 17 casas LOT en las principales ciudades de Bosnia - Herzegovina.




Además, EUFOR cuenta con las siguientes capacidades en Sarajevo:




1. Unidad Médica.




2. Unidad de Aviación.





3. Sistemas de búsqueda de información y de observación.




4. Comunicaciones integradas.





5. Logística integrada.





6. Protección de la Fuerza.





7. Eliminación de explosivos.





EUFOR cuenta con Reservas Militares Generales ubicadas en otros países europeos, las cuales se encuentran previstas que actúen en diferentes fases, conforme al deterioro de la situación de seguridad:





1. Fase N° 1, actúan fuerzas en presencia en Bosnia y Herzegovina.





2. Fase N° 2, actúan fuerzas de reserva intermedia (Inglaterra, Bulgaria, Hungría y Rumania)





3. Fase N° 3, actúan fuerzas bajo el concepto "Over the Horizon Forces", Italia.





4. Fase N° 4, actúan fuerzas de reserva Estratégica.




Todas en condiciones de concurrir a Bosnia - Herzegovina o a la zona de conflicto, de acuerdo a la necesidad de la fuerza aplicable.




La Fuerza EUFOR está al Mando de un General de División austríaco y su Segundo Comandante es un General de Brigada húngaro. El Cuartel General cuenta con las siguientes Divisiones: División de Operaciones; División de Generación de Capacidades y Entrenamiento; y la División de Apoyo; cada una al mando de un Oficial Superior (Coronel o equivalente).




B. Fuerza Chilena en la Misión de BYH:




El personal considerado el año 2018 para esta Operación, es de 16 efectivos militares, de acuerdo al siguiente detalle:




1. En el Cuartel General de EUFOR en la Base "Butmir" de Sarajevo:





a. 1 Oficial, Comandante de Contingente y Jefe de la Sección Obtención en el Departamento J2. (OF-4).





b. 1 Oficial, Jefe de la Sección Planificación en el Departamento J2. (OF- 4).





c. 1 Oficial, Segundo Comandante de Contingente y Jefe de la Mesa de Coordinación de Equipos de Observación y Enlace. (OF- 4).





d. 1 Oficial Especialista en Mantenimiento.





e. 1 Oficial Administrativo.





f. 1 Oficial Controlador de Operaciones Conjuntas.





g. 1 Suboficial Registrador de Documentación Secreta.





h. 1 Suboficial Asistente de la Mesa de Coordinación de Equipos de Observación y Enlace.





Sub total: 8 efectivos. 





2. En el Equipo de Observación y Enlace (LOT), en la ciudad de Banja Luka:





a. 1 Oficial Comandante del Equipo de Observación y Enlace.





b. 2 Oficiales Jefes de Patrullas de Observación y Enlace.





c. 1 Suboficial de sostenimiento.





d. 4 Suboficiales patrulleros.





Sub total: 8 efectivos.





Total del contingente: 16 efectivos.





3. Tareas:





a. El Contingente nacional que se desempeña en el Cuartel General, se desempeña principalmente en dos áreas:





1) Miembros de la División de Operaciones, departamento de J2, lugar donde se realiza la planificación, obtención, análisis y difusión de la información de seguridad que presenta Bosnia - Herzegovina. Con esta información se evalúa la situación que presenta el país y de ser necesario el Comandante de la operación solicita la concurrencia de fuerzas "Over the Horizon Forces", para evitar escaladas de violencia y en consecuencia mantener la seguridad.




2) Miembros de la División de Generación de Capacidades y Entrenamiento, desarrollan actividades destinadas a la formación de efectivos de las Fuerzas Armadas de BYH y consolidación de sus capacidades.





b. El personal chileno que se desempeña en el sistema de casas LOT (Equipo de Observación y Enlace), tiene un rol importante en la provisión de información diaria para contar con una evaluación general de la situación de seguridad en BYH, en consecuencia, que el comandante de la operación tenga el tiempo necesario para solicitar el apoyo de fuerzas en las diferentes fases en caso de ser necesario.





c. Las tareas de los Equipos de Observación y Enlace (casas LOT) son las de recolección de información de fuentes abiertas mediante un proceso de contacto permanente con la población y autoridades locales, organismos internacionales y ONG's. Las principales tareas desarrolladas por el contingente chileno durante el presente año son las siguientes:





1) Reuniones con autoridades Municipales y Policiales: 238 anualmente.





2) Reuniones con personas civiles (bomberos, juntas vecinales, personas locales destacadas y otros): 136 anualmente.





3) Patrullajes motorizados: 351 anualmente.





VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO:





A. Organización de mando:





1. Todo el personal que está desplegado en Bosnia Herzegovina, se encuentra bajo el mando de las autoridades nacionales. En lo que respecta a lo operacional, las tropas chilenas en BYH, dependen del Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su rol de Autoridad Militar Nacional para Operaciones de Paz, quien a su vez delega la coordinación operacional en el Director de Operaciones y Conducción Conjunta del EMCO (DOPCON).





2. En conformidad a la legislación chilena, el mando de las tropas desplegadas en BYH dentro del área de misión le corresponde al Comandante del Contingente, que es un Oficial del grado de Teniente Coronel quien, como fuera señalado, reporta directamente al Jefe del Estado Mayor Conjunto.





3. En cuanto a las relaciones de mando y coordinación con la Fuerza Europea, el contingente nacional se encuentra bajo el "Control Operacional" del Comandante de EUFOR. Este tipo de subordinación no es total, ya que como fuera señalado anteriormente, el mando total depende de Chile. En otras palabras, nuestro personal cumple sólo aquellas tareas operacionales que no vayan en contra de nuestra legislación nacional.





B. Equipamiento y material de apoyo.





1. Vehículos, 05 Camionetas SUV para patrullaje y actividades administrativas. Arrendadas a empresa local.





2. Armamento, 08 pistolas Glock 9mm. con munición. Arrendadas al Ejército de Austria.





3. Equipamiento individual para 16 personas (Casco Kevlar, Chaleco anti esquirlas, máscara de gas, protección de codos y rodillas, paquete sanitario, funda de pistola). 





4. Arriendo de casa en la ciudad de Banja Luka.





5. Dependencias Chilenas en Camp Butmir (National Support Element) 06 contenedores de oficinas y baños.





6. 04 Contenedores bodegas.





VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ Y LAS FUENTES DE FINANCIAMIENTO:





Los montos que a continuación se describen se encuentran solicitados para financiar el año 2018, de acuerdo al presupuesto presentado por el Estado Mayor Conjunto al Ministerio de Hacienda, se desglosan como sigue:

Remuneraciones:

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL 2018

	Sueldo para 16 funcionarios del Ejército (Ene.-Dic. 2018)
	USD 1.052.495

	TOTAL REMUNERACIONES 2018
	USD 1.052.495

	Pasajes:



	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL 2018

	Pasajes aéreos ida y regreso 2018 (2 relevos)
	USD 110.010

	TOTAL PASAJES 2018
	USD 110.010

	Operación y Funcionamiento:



	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL 2018

	Viáticos
	USD 22.712

	Remuneraciones Intérpretes
	USD 63.000

	Alimentación
	USD 175.800

	Combustible para Vehículos
	USD 27.300

	Materiales de Oficina
	USD 2.100

	Materiales y Útiles de Aseo
	USD 5.250

	Consumos Básicos - Electricidad
	USD 4.200

	Consumos Básicos - Telefonía Fija
	USD 2.100

	Consumos Básicos - Telefonía Celular
	USD 12.600

	Consumos Básicos - Internet
	USD 3.570

	Televisión por Cable
	USD 4.410

	Mantenimiento y Reparación De Edificios
	USD 8.190

	Mantención y Reparación De Mobiliarios
	USD 2.205

	Servicios de Aseo
	USD 1.050

	Pasajes y Fletes
	USD 1.050

	Arriendo de Edificios
	USD 30.000

	Arriendo de Vehículos
	USD 68.250

	Primas y Seguros
	USD 105

	Gastos Bancarios
	USD 525

	Otros Serv. Financieros
	USD 315

	Gastos Menores
	USD 2.100

	Otros (Alojamiento - Médicos - Lavandería)
	USD 5.250

	TOTAL FUNCIONAMIENTO 2018
	USD 442.082

	Reembolsos:



	DESCRIPCION
	

	Total reembolsos 2018 por pasajes personal en el Cuartel General EUFOR en Bosnia y Herzegovina
	USD 23.714

	TOTAL GENERAL AÑO 2018
	USD 1.580.873


- - -
DISCUSIÓN





El Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo, explicó que la Misión EUFOR ALTHEA tiene por finalidad prestar apoyo para la estabilización, en relación con los aspectos militares, del Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina. Agregó que Chile ha participado en esta instancia desde 2005, siendo el único estado latinoamericano que la integra.




Planteó que el país balcánico atraviesa por una situación de relativa tranquilidad, considerando que, luego de las elecciones de 2015, se ha instalado una agenda de acercamiento a la Unión Europea y a la OTAN, y de restructuración económica. En relación a temas de seguridad, expresó que el terrorismo es un fenómeno aislado, puesto que el territorio bosnio constituye un lugar de tránsito más que un objetivo de ataque.





Sin embargo, indicó que el complejo momento político, marcado por tensiones etno-nacionalistas, implica una amenaza al sistema instaurado por el acuerdo de Dayton. Añadió que, como consecuencia de lo anterior, el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, en virtud de la resolución N° 2384, de 2017, autorizó a los Estados miembros a prolongar su colaboración en la operación por un nuevo período de doce meses.




Precisó que la prórroga de permanencia de tropas y medios, solicitada desde el 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2018, tiene por objeto consolidar la cooperación con la Unión Europea, la cual se ha visto reflejada en el ingreso de Chile, como asociado, al sistema de operaciones de gestión de crisis de dicho organismo. Agregó que también tiene como finalidad reafirmar el compromiso de nuestro país con la paz y seguridad internacional.





Subrayó que, tanto autoridades políticas como militares, han reconocido la labor realizada por los representantes nacionales. Destacó que la presencia en Bosnia y Herzegovina adquiere mayor relevancia luego del retiro de tropas de Haití, pues constituye nuestra mayor contribución a una operación de paz.





Manifestó que otro propósito de la misión es reforzar las capacidades, operativas y logísticas, de los miembros de las Fuerzas Armadas. Al respecto, aseguró que la interacción con personal militar europeo en un escenario real, de acuerdo a las normas militares de la OTAN, significa un gran aporte en este sentido.




Luego, informó que el contingente considerado para el próximo año comprende un total de 16 efectivos -ocho en el cuartel general de EUFOR en Sarajevo, y ocho en el equipo de observación y enlace (LOT) en Banja Luka-, todos bajo el mando de las autoridades chilenas.





A continuación, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de Aviación, señor Arturo Merino, profundizó en las funciones que se desarrollan en las diferentes localidades. Señaló que en Sarajevo se desempeñan la división de operaciones, dedicada a actividades de inteligencia en apoyo del Comandante de la EUFOR, y la división de generación de capacidades y entrenamiento, orientada a la formación del personal. Relató que en Banja Luka se cumplen funciones de observación, en el sistema de casas LOT.




Añadió que la operación reporta importantes beneficios en materia de experiencia, toda vez que permite el intercambio de aprendizaje con los demás participantes de la misión, en el marco de los estándares de la OTAN.




Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier reconoció las ventajas que tiene para el país la participación en estas actividades. Estimó que el estado de relativa tranquilidad, que se ha descrito, permite reflexionar acerca de un eventual término de la misión y abrir la discusión sobre futuros destinos de colaboración internacional. Luego, solicitó información sobre el estado de la seguridad en la nación balcánica.





Por su parte, el Honorable Senador señor Pérez Varela también manifestó su preocupación por el ámbito de la seguridad. Resaltó que los elementos más delicados en esta materia son: las protestas, la criminalidad y el terrorismo. Por lo anterior, pidió que se entregaran mayores antecedentes, especialmente en relación con este último factor.





A su vez, el Honorable Senador señor Larraín aseguró que, pese a tratarse de un contingente reducido, la presencia en esta actividad proyecta a Chile a nivel internacional y genera los beneficios comentados previamente.





Sin embargo, señaló que el tenso clima político, derivado de los conflictos étnico-nacionalistas, se ha mantenido en el tiempo, sin presentar avances considerables. Añadió que a ello se suma la debilidad institucional, el retraso en el aspecto socioeconómico, y problemas de seguridad interna, por lo que, en su opinión, los objetivos de la misión no se están cumpliendo íntegramente. Al respecto, consultó cuándo se espera que se produzca un progreso sustancial que permita pensar en el fin de la operación.




Frente a los temas planteados, el Subsecretario de Defensa, señor Robledo, puntualizó que el nivel de acuerdo político dentro de Bosnia y Herzegovina es precario. A modo ejemplar, indicó que la intención del Gobierno de incorporar a Bosnia Herzegovina a la Unión Europea y a la OTAN, ha encontrado una postura reticente en la oposición. Agregó que, a lo anterior, se ha sumado la influencia que Rusia ejerce en este ámbito.




Argumentó que, al no haberse eliminado los riesgos políticos y de seguridad, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas decidió continuar con la misión, la cual se traduce en personal militar asentado en ciudades bosnias y en fuerzas de reserva, estas últimas con base en diferentes países europeos, preparadas para intervenir según se menoscabe la situación de seguridad.




Consideró que resulta difícil predecir hasta qué momento será necesaria la colaboración y aseveró que se trata de una decisión política que deben adoptar las autoridades nacionales. Añadió que éstas deben resolver qué tipo de participación debe tener Chile en este u otro contexto. Indicó que el balance entre esfuerzos y resultados ha sido positivo en este caso, puesto que se han fortalecido alianzas políticas y se ha posicionado al país en un lugar importante dentro del marco de Naciones Unidas.




En el campo de la seguridad, respondió que las organizaciones que generan inquietud desde el punto de vista internacional, como ISIS, no han definido a Bosnia y Herzegovina como un blanco de ataques y, por lo tanto, no afectan de manera seria a la misión ni a sus miembros.




Luego, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General señor Merino, hizo presente que toda operación de paz conlleva riesgos. No obstante, apuntó que hace algunas semanas el Director de Operaciones Conjuntas del Estado Mayor Conjunto constató que las áreas en que se encuentran los militares chilenos gozan de relativa tranquilidad.





Explicó que la diversidad étnica y religiosa constituye una fuente de constantes disputas. Ilustró la afirmación con los siguientes datos: un 37% de la población corresponde a serbios cristianos ortodoxos; un 14% a bosnios croatas católicos; un 48% a bosnios musulmanes; y un 1% a otros grupos.




Finalmente, el Director de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Frank Tressler concordó con el diagnóstico de una difícil y lenta consolidación de la paz, en un territorio con la diversidad étnica, cultural y religiosa descrita. Hizo presente que la situación se agrava por el ambiente global de fricción entre Occidente y Rusia, lo cual se refleja en la resistencia que oponen los sectores serbios a la integración a la Unión Europea y a la OTAN, arguyendo que tal determinación implicaría un deterioro a la identidad serbia.

En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Larraín, Letelier, Pérez (don Víctor), Pizarro, Prokurica (como miembro de la Comisión de Defensa Nacional, y en reemplazo del Honorable Senador señor  Chahuán, en la de Relaciones Exteriores), recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 12 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica (Francisco Chahuán Chahuán).




Sala de las Comisiones unidas, a 12 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.


1 La Operación "ALTHEA" tiene por objetivo apoyar los procesos políticos por medio de capacidades militares disuasivas que generen un ambiente seguro y fortalezcan las capacidades de las Fuerzas Armadas de BYH, de modo que puedan asumir las responsabilidades de seguridad del territorio bosnio.
2 Informe CHILFOR-28 del 31 de Julio.
3 La Operación "Tormenta" u "Oluja" fue una operación militar llevada a cabo en 1995 contra la población serbia que habitaba en Croacia para expulsarlos de dicho territorio. 667 muertos acorde al Comité Helsinki y más de 250.000 desplazados fue el saldo final de dicha acción bélica.
4 La Agencia de Inteligencia y Seguridad de Bosnia y Herzegovina, comúnmente conocida por sus siglas OSA-OBA, es la principal agencia de inteligencia de Bosnia y Herzegovina. Fue creada en 2004 por la Cámara de Representantes de Bosnia y la Cámara de los Pueblos en marzo de 2004.
5 Informe CHILFOR-28 del 30 de junio de 2017.
6 Op. cit.: del 31 de julio de 2017.
7 En septiembre de 2014, la policía antiterrorista de BYH (State Investigation and Protection Agency, SIPA) inició la operación "Damasco" en un amplio territorio de Bosnia y Herzegovina. En esta operación, 16 personas fueron arrestadas. Todos los individuos son sospechosos de haber cometido delitos de financiación de actividades terroristas, la incitación pública a las actividades terroristas, reclutamiento para actividades terroristas, organización de un grupo terrorista, todos ellos en relación con el delito de terrorismo.
8 http://www.worldbank.org/en/country/bosniaandherzegovina/overview
9 http://www.worldbank.org/en/country/bosniaandherzegovina/overview#2
10 Informe CHILFOR-28 del 31 de agosto.
11 Debe considerarse además que esta contribución se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas
3
MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, PARA INCORPORAR LA CONCILIACIÓN EN LOS JUICIOS SOBRE PARTICIÓN DE BIENES

 (11.537-07)
Una de las instituciones más importantes y a la cual nuestro ordenamiento jurídico le dedica mayor atención, es la sucesión por causa de muerte. En ella se regula que una vez abierta una sucesión producto de la muerte de una persona, se genera entre sus herederos una comunidad hereditaria, la cual, en la práctica, tiene características particulares en relación a su representación y administración.
Sin embargo, el legislador siempre ha mirado con recelo las normas que impidan la libre circulación de los bienes, un ejemplo de aquello es que se prohíben expresamente cláusulas que nieguen la posibilidad de enajenación de bienes.
Así las cosas, en la actualidad, la liquidación y posterior disolución de esta masa hereditaria puede ser motivada mediante la denominada "acción de partición" la cual le compete a los mismos partícipes y a sus herederos.
Esta acción tiene las siguientes características, en primer lugar es personal, en consecuencia, se debe entablar en contra de todos los restantes comuneros, siendo inoponible a los cuales no se les incluya. Segundo, es imprescriptible e irrenunciable. Y finalmente esta acción de partición no viene, como ocurre generalmente con las acciones judiciales, a declarar una situación ya existente, pero controvertida, sino que produce una verdadera transformación de la situación jurídica anterior: el derecho de los coasignatarios sobre los bienes indivisos se radica en cosas determinadas
Dentro de este mismo orden de cosas, los modos de efectuar una partición son los siguientes:
a) La acción de partición puede ser iniciada por el causante o testador: así lo dispone el artículo 1318 del Código Civil, que establece que el difunto puede realizar la partición "por acto entre vivos o por testamento".

b) La partición puede también ser hecha por los mismos interesados, artículo 1.325 del Código Civil, con el requisito de que todos los partícipes concurran al mismo acto. Debe además, haber total acuerdo sobre la manera de hacer la división y que los bienes se tasen por peritos. Finalmente, se debe aprobar la partición judicialmente, del mismo modo que si se procediere ante un partidor.
c) La tercera manera de accionar una partición de herencia es a través de un juez partidor.
A propósito de este último punto, es que nace el presente proyecto de ley, el cual tiene como objetivo integrar, al procedimiento de designación de juez partidor, una instancia procesal previa, denominada "conciliación obligatoria" entre los coasignatarios.
La institución descrita en el párrafo anterior ha demostrado empíricamente que cuando las partes tienen una controversia en el marco de una relación jurídica que se prolongará en el tiempo, sea del tipo que sea, familiar, contractual o empresarial, incluso de vecinos, la conciliación se configura como el instrumento idóneo para gestionarla y resolver sus posibles alcances, pues favorece el diálogo entre ellas y que alcancen por ellas mismas opciones de solución, preservando dicha relación.
En este orden de cosas, se puede argumentar que la mediación, va en directa relación con un mayor acceso a la justicia. Y esto, consecuencialmente, tiene su correspondencia en el principio de igualdad ante la ley ya que es un hecho que para que los ciudadanos soliciten la acción de un juez árbitro es necesario costear sus gastos, lo que no ocurre en procesos judiciales ventilados a través de los tribunales de justicia ordinarios, los cuales son abiertos a la ciudadanía.
Este mismo argumento -el mayor costo asociado al procedimiento arbitral- se transforma en un elemento disuasivo en muchas oportunidades. Pongamos por ejemplo el de una familia de cinco hermanos, todos los cuales viven solos con sus respectivas familias, y sufren la pérdida de sus dos padres. Los causantes que dieron origen a la sucesión tenían como único patrimonio la casa en donde vivían y un auto. En la situación jurídica actual, si es que no existe acuerdo entre los herederos, obligatoriamente se debe designar un árbitro. ¿Qué ocurriría si el inmueble y el auto tienen un valor menor a los honorarios de los abogados y el juez árbitro que la ley el día de hoy obliga? En esta circunstancia, para no dejar en la indefensión a los demás herederos es que creemos que el ordenamiento jurídico debe propender siempre, como fin último, alcanzar una solución eficaz.
En ese orden de cosas, el procedimiento de conciliación propuesto, se traduce en la práctica en un incentivo a llegar a un acuerdo, en post de evitar que tener que comenzar un procedimiento de partición, garantizando de esta manera el acceso a la justicia.
Existe, además, una corriente global que está instando a fortalecer la solución de conflictos de manera más expedita, de una forma u otra se está practicando en distintos países europeos, sobre todo entrando los años noventa, en donde la mediación fue regulada legalmente.
En temas de familia, Inglaterra y Francia han culminado una regulación con cierto detalle de la mediación familiar, y su práctica ha adquirido ya un cierto arraigo en diversos países, por ejemplo, Alemania, Países Bajos o Noruega. En España, la mediación familiar comienza a utilizarse en los juzgados a fines de los años noventa, siempre de forma voluntaria. Actualmente se han producido grandes avances, lo que se debe en gran medida al interés de la Comunidad Europea en promover procesos de mediación en toda Europa, no sólo en materia familia, sino también en otras áreas, como en materia laboral, comercial y comunitaria.
Ahora bien, qué es lo que entendemos por "conciliación" este concepto lo define el ex presidente de la República, Patricio Aylwin, en su conocido libro sobre arbitraje, el cual señala que es un: "procedimiento que tiene por objeto solucionar buenamente las dificultades que median entre partes y evitar de este modo un pleito, mediante la intervención de un tercero, llamado conciliador, que procura producir un avenimiento o arreglo.
En este sentido, es correcto mirar cual ha sido la experiencia en Chile en relación a los procedimientos judiciales en los cuales se contemplan distintos mecanismos de solución de controversias anticipadas:
1. Causas de Familia

En la siguiente tabla se observa que las causas en los Juzgados de Competencia de Familia ingresan más de 680 mil causas y terminan más 580 mil al año, siendo el motivo de termino la Mediación más del 38% y la Conciliación más del 6%.
Tabla 12: Cantidad de causas ingresadas y terminadas en Juzgados de Competencia en Causas de Familia total y por motivo de término Conciliación y Mediación
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1. Causas de Familia

En la siguiente tabla se observa que las causas en los Juzgados de Competencia de Familia
ingresan mas de 680 mil causas y terminan mas 580 mil al afio, siendo el motivo de termino la
Mediaciéon mas del 38% y la Conciliacidon mas del 6%.

Tabla 1% Cantidad de causas ingresadas y terminadas en Juzgados de Competencia en

Causas de Familia total y por motivo de término Conciliacion y Mediacion

Motivo del término
Conciliacion Mediacién
Causas Causas % respecto % respecto
Afo |ingresadas terminadas N° C. terminadas N° C. terminadas
2014 |684.576 581.183 35.980 |6,2 232.004 |39,9
2015 {710.901 585.560 38.698 |6,6 230.405 |39,3
2016 |706.437 577.352 38.409 |6,7 224583 |38,9

2.- Causas laborales

En la siguiente tabla se observa que las causas en los Juzgados con Competencia Laboral
ingresan mas de 300 mil causas y terminan casi la misma cantidad al afio, siendo el Motivo de
termino la Conciliacién el 39,7 % el afio 2014 y mas del 41% los afios 2015 y 2016.

! patricio Aylwin Azocar, El juicio Arbitral, pag. 30. Editorial Juridica de Chile.
2 Fuente: Informe Anual de Justicia, INE





2.- Causas laborales

En la siguiente tabla se observa que las causas en los Juzgados con Competencia Laboral ingresan más de 300 mil causas y terminan casi la misma cantidad al año, siendo el Motivo de termino la Conciliación el 39,7 % el año 2014 y más del 41% los años 2015 y 2016.
Tabla 23: Cantidad de causas ingresadas y terminadas en Juzgados con Competencia Laboral (Reforma Laboral) total y por motivo de término Conciliación.
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Motivo de término
Causas Causas Conciliacion
Afo ingresadas terminadas N° % de C. terminadas
2014 |308.838 299.102 118.841 |39,7
2015 |316.869 318.595 131.025 |41,
2016 |367.357 367.774 153.602 |41,8

3.- Causas Civiles

La tabla que se adjuntarda mas adelante, pone de manifiesto un hecho que es crucial en el
presente proyecto de ley, en el se denota que en las causas civiles en los Juzgados del pais

bordean los 2 millones de ingresos, siendo el motivo de término la Conciliacion solo el 0,1%.

Tabla 3*: Cantidad de causas civiles ingresadas y terminadas en Juzgados del pais, total y por

motivo de término Conciliacion

Motivo de término
Causas Causas Conciliacion
Afo Ingresadas Terminadas N° % de C. terminadas
2014 1.801.912 1.325.546 1.437 10,1
2015 2.234.063 1.717.711 1.640 | 0,1
2016 2.220.401 1.782.957 1.477 | 0,1

Como vemos, existe un positivo balance respecto a los procedimientos en los cuales se ha
integrado ya sea un proceso de mediacién o una instancia de mediacion, de ello dan cuenta los

porcentajes de las tablas uno y dos.

Sin embargo, ocurre algo diametralmente distinto en los resultados de las causas civiles, en las
cuales, el porcentaje en que se llega a un acuerdo es solamente un 0,1%, nimero infimo en

relacion a la cantidad de las causas ingresadas.

® Fuente: Informe Anual de Justicia, INE
* Fuente: Informe Anual de Justicia, INE





3.- Causas Civiles
La tabla que se adjuntará más adelante, pone de manifiesto un hecho que es crucial en el presente proyecto de ley, en el se denota que en las causas civiles en los Juzgados del país bordean los 2 millones de ingresos, siendo el motivo de término la Conciliación solo el 0,1%.
Tabla 34: Cantidad de causas civiles ingresadas y terminadas en Juzgados del país, total y por motivo de término Conciliación
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Causas Causas Conciliacion
Afo Ingresadas Terminadas N° % de C. terminadas
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Como vemos, existe un positivo balance respecto a los procedimientos en los cuales se ha integrado ya sea un proceso de mediación o una instancia de mediación, de ello dan cuenta los porcentajes de las tablas uno y dos.
Sin embargo, ocurre algo diametralmente distinto en los resultados de las causas civiles, en las cuales, el porcentaje en que se llega a un acuerdo es solamente un 0,1%, número ínfimo en relación a la cantidad de las causas ingresadas.
Finalmente, teniendo en consideración lo antes mencionado y sobre todo para otorgar a la ciudadanía un mayor acceso a la justicia y nuevas vías alternativas en la solución de conflictos de interés jurídico es que proponemos el siguiente:
Proyecto de ley

Artículo 1: Sustitúyase el artículo 646 del Código de Procedimiento Civil por el siguiente artículo 646 nuevo:

"Art. 646. (803). Cuando sea procedente nombrar un partidor, cualquiera de los comuneros ocurrirá al tribunal que corresponda, pidiéndole que cite a todos los interesados a fin de celebrar una audiencia de conciliación, para luego, y sola una vez frustrada ésta, hacer la designación y se procederá a ella en la forma establecida para el nombramiento de peritos.
Si hay partidor nombrado por los interesados o por el difunto en el caso del artículo 1324 del Código Civil, y es necesaria la aprobación judicial del nombramiento en conformidad a la ley, bastará el fallo que la conceda para que el partidor pueda ejercer sus funciones, previa su aceptación y el juramento legal"
Artículo 2: Sustitúyase el artículo 1325 del Código Civil por el siguiente artículo 1325 nuevo:

Art. 1325. Los coasignatarios podrán hacer la partición por sí mismos si todos concurren al acto, aunque entre ellos haya personas que no tengan la libre disposición de sus bienes, siempre que no se presenten cuestiones que resolver y todos estén de acuerdo sobre la manera de hacerla división.
Serán, sin embargo, necesarias en este caso la tasación de los bienes por peritos y la aprobación de la partición por la justicia ordinaria del mismo modo que lo serían si se procediere ante un partidor.
Los coasignatarios, aunque no tengan la libre disposición de sus bienes, podrán nombrar de común acuerdo un partidor. Esta designación podrá recaer también en alguna de las personas a que se refiere el artículo anterior, con tal que dicha persona reúna los demás requisitos legales.
Los partidores nombrados por los interesados no pueden ser inhabilitados sino por causas de implicancia o recusación que hayan sobrevenido a su nombramiento.
Si no se acuerdan en la designación, el juez, a petición de cualquiera de ellos, previa audiencia de conciliación, procederá a nombrar un partidor que reúna los requisitos legales, con sujeción a las reglas del Código de Procedimiento Civil.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.


1 Patricio Aylwin Azocar, El juicio Arbitral, pag. 30. Editorial Jurídica de Chile.
2 Fuente: Informe Anual de Justicia, INE

3 Fuente: Informe Anual de Justicia, INE
4 Fuente: Informe Anual de Justicia, INE
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE, MUÑOZ Y LILY PÉREZ, Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, COLOMA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, GUILLIER, LAGOS, LARRAÍN, MATTA, MONTES, NAVARRO, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, QUINTANA, QUINTEROS, TURNA, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, DISPONGA LA ASIGNACIÓN DE UN PORCENTAJE DE LOS RECURSOS CONTEMPLADOS PARA EL FONDO DE ADMINISTRACIÓN PESQUERA EN LA LEY DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2018, PARA LOS EX TRIPULANTES PESQUEROS DESPLAZADOS DURANTE LA VIGENCIA DE LA LEY N° 19.713 

(S 1.958-12)
Consideraciones:

• Que la constitución Política de la República, impide a autoridades y funcionarios públicos efectuar actos que importen, algún tipo de discriminación arbitraria, según lo prevenido en el art. 19 N°2 de la Constitución Política de la República.
• Que se hace necesario establecer algún tipo de resarcimiento, ayuda y/o contribución a los Tripulantes Exonerados durante la vigencia de la Ley 19.713, y sus familias (viudas), dada su desmejorada situación, en comparación con otras compensaciones y ayuda estatal entregada a otros sectores.
• Dado que el Estado debe propender al bien común, es por ello que se necesita una medida que permita a los Ex tripulantes y sus familias, puedan optar a tal beneficio puesto que, el Articulo N° 173 de la ley N° 19.849, crea a través del incremento por el pago de las Patentes Pesqueras, el Fondo de Administración Pesquera en el Ministerio de Economía. Fomento y Reconstrucción, destinado entre otros a financiar Programas de Capacitación, Apoyo Social Y Reconversión Laboral para los trabajadores que, durante la vigencia de la ley N° 19713, hayan perdido su empleo.
• Que con fecha 15 de septiembre, esta Corporación aprobó por unanimidad el Proyecto de Acuerdo S 1828-12, mediante el cual se solicitó al Ministro de Hacienda que considerada destinar recursos en el próximo presupuesto anual de la nación para abordar y resolver los problemas generados a los ex tripulantes de la flota industrial pesquera que fueron desplazados durante la vigencia de la Ley N° 19.713 del año 2001, petición que tuvo una respuesta positiva por parte de dicha autoridad.
• Que en el marco de la discusión presupuestaria para el año 2018, en particular, la Partida 07, Programa 02 sobre el Fondo de Administración Pesquera (FAP), se llevó a cabo un intenso debate por los distintos Senadores puesto que en la glosa N° 4, se aprueba un Programa de Capacitación, Apoyo Social y Reconversión Laboral para Tripulantes Desplazados conforme a la Ley N° 19.713, pero no así la cantidad de recursos para dicho Programa, quedando las inquietudes sobre ¿Cómo se distribuirían los recursos asignados a esta partida para el año 2018? Puesto que éstos montos bordearían la cantidad de $ 8.882.700.000.- (ocho mil ochocientos ochenta y dos millones setecientos mil pesos), lográndose una asignación con un aumento bastante significativo con respecto a los dos años anteriores, bordeando un promedio anual de $4.834.026.000.- (cuatro mil ochocientos treinta y cuatro millones veintiséis mil pesos) para el año 2016 y de $4.979.047.000.- (cuatro mil novecientos setenta y nueve millones cuarenta y siete mil pesos) para el año 2017. Lo que representa un incremento para el año 2018 de $3.976.163.500.- (Tres mil novecientos setenta y seis millones ciento sesenta y tres mil quinientos pesos) aproximadamente.
• En el seno de la discusión presupuestaria para el año 2018, se hizo ingreso de una indicación cuya materia es destinar el 30 % de estos recursos al programa destinado a los trabajadores desplazados durante la vigencia de la Ley 19.713, indicación que contó con gran apoyo por parte de la sala del Senado, pero que a la postre fuera declarada inadmisible por ser materia privativa del ejecutivo.
En mérito a las consideraciones que anteceden,
El Senado De La Republica Acuerda:
Solicitar a S.E. la Presidenta de la Republica, tenga a bien instruir la asignación de recursos por 30% de lo se contempla en la partida 07, programa 02 sobre el Fondo de Administración Pesquera para los Tripulantes Pesqueros desplazados durante la Vigencia de la Ley 19.713.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE SEÑALA QUE TOMÓ CONOCIMIENTO QUE EL SENADO RECHAZÓ ALGUNAS DE LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR ESA CORPORACIÓN AL PROYECTO DE LEY DESPACHADO POR EL SENADO QUE CREA UNA SOCIEDAD ANÓNIMA DEL ESTADO DENOMINADA “FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.”, Y COMUNICA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE CONCURRIRÁN A LA FORMACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

 (10.647-09)
Oficio Nº 13.652
VALPARAÍSO, 13 de diciembre de 2017
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que el H. Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”., correspondiente al boletín N° 10.647-09.
En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- doña Loreto Carvajal Ambiado
- don Gustavo Hasbún Selume

- doña Denise Pascal Allende

- don Leopoldo Pérez Lahsen
- don Mario Venegas Cárdenas
Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 258/SEC/17, de 13 de diciembre de 2017.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados, Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR MIEMBROS DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA, POR EL PERÍODO QUE SE INDICA, A LA SEÑORA GLORIA ALEJANDRA DE LA FUENTE GONZÁLEZ Y AL SEÑOR FRANCISCO JAVIER LETURIA INFANTE

(S 1.955-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia a la señora Gloria Alejandra de la Fuente González y al señor Francisco Javier Leturia Infante.


A la sesión en que se consideró esta proposición concurrió, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro señor Gabriel de la Fuente.


Por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos asistió el Jefe de la División Jurídica, señor Ignacio Castillo, y los abogados asesores señora Renata Sandrini y señor Ignacio Gaete.

En representación del Consejo para la Transparencia participaron el Secretario Ejecutivo de Transparencia, señor Rodrigo Mora; el abogado analista, señor Alejandro González, y el secretario, señor José Ruiz.


Del mismo modo, estuvieron presentes los asesores señora Elvira Oyanguren y señores Luis Batallé, Fernando Carrasco, Nicolás Facuse y Giovanni Semería.

Asistieron, especialmente invitados, la señora Gloria Alejandra de la Fuente González y el señor Francisco Javier Leturia Infante.





Concurrieron, asimismo, los asesores del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega y señor Javier Sánchez; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Pablo Urquízar; el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Sergio Montes; los asesores del Comité UDI, señores Cristóbal Alzamora y Héctor Mery; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca, y el periodista del mismo Comité, señor Gabriel Muñoz.
- - - 

URGENCIA Y QUÓRUM DE APROBACIÓN

Cabe hacer presente que en su oficio Nº 1.824, de fecha 28 de noviembre del presente año, la Primera Mandataria hizo presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos por el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Del mismo modo, es dable tener en consideración que de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 36 de la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública, la proposición en estudio requiere, para ser aprobada, del voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, procediendo que la Corporación se pronuncie respecto de ella como una unidad.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO


1.1.- La ya referida ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública, regula el principio de transparencia de la función pública, el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado, los procedimientos para el ejercicio y amparo de ese derecho y las excepciones a la publicidad de la información.


El Título V de dicho cuerpo legal crea el Consejo para la Transparencia como corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por objeto promover la transparencia de la función pública, fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado y garantizar el derecho de acceso a tal información.


El artículo 36 del mencionado Título prescribe que la dirección y administración superiores de este Consejo corresponderán a un Consejo Directivo integrado por cuatro consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, el que será adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. La norma añade que la proposición del Primer Mandatario se formulará en un solo acto y que el Senado se pronunciará respecto de ella como una unidad.


Enseguida, dispone que los consejeros durarán seis años en sus cargos, pudiendo ser designados sólo para un nuevo período y procediendo que se renueven por parcialidades de tres años. Establece, además, que el Consejo Directivo elegirá de entre sus miembros a su Presidente y que para el caso en que no haya acuerdo, la designación se hará por sorteo. Agrega que la presidencia del Consejo será rotativa y que el Presidente durará dieciocho meses en el ejercicio de sus funciones, no pudiendo ser reelegido por el resto de su período como consejero.


Por su parte, el artículo 37 indica que no podrán ser designados como consejeros los Diputados y los Senadores, los miembros del Tribunal Constitucional, los Ministros de la Corte Suprema, los consejeros del Banco Central, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, ni las personas que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública. El mismo precepto añade que dichos cargos son incompatibles con los de ministro de Estado, subsecretario, intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado y miembro de los órganos de dirección de los Partidos Políticos.


1.2.- Finalmente, cabe consignar que en virtud de lo dispuesto en el artículo 205 del Reglamento del Senado, los asuntos que importen el ejercicio de alguna atribución exclusiva de esta Corporación no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO


En el ya referido Oficio N° 1.824, de 28 de noviembre del año en curso, la Primera Mandataria recuerda que la ya citada ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, crea el Consejo para la Transparencia como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.





Agrega que la dirección y administración superiores del Consejo corresponden a un Consejo Directivo, integrado por cuatro consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Hace presente que dichos consejeros duran seis años en sus cargos, pueden ser designados por un nuevo período y se renuevan por parcialidades cada tres años.





Enseguida, el oficio pone de manifiesto que el Presidente de la República debe hacer su proposición en un solo acto y que el Senado debe pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.





Indica, a continuación, que con fecha 17 de noviembre recién pasado terminaron su período los Consejeros señora Vivianne Amelia Blanlot Soza y señor José Luis Santa María Zañartu, quienes fueron designados en sus cargos mediante decreto supremo N° 92, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de fecha 17 de noviembre de 2011.





En mérito de lo anterior, la señora Presidenta de la República viene en solicitar el acuerdo del Senado para nombrar en el cargo de Consejeros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período de seis años, que vence el año 2023, a la señora GLORIA ALEJANDRA DE LA FUENTE GONZÁLEZ, C.I. N° 13.271.539-4, y al señor FRANCISCO JAVIER LETURIA INFANTE, C.I. N° 8.579.979-7.





Finalmente, atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esta Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hace presente urgencia en el despacho de esta materia en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.


A continuación, se transcriben los antecedentes curriculares de los postulantes que se han adjuntado al oficio presidencial.


Son los siguientes:
“Gloria de la Fuente

Directora Ejecutiva en Fundación Chile 21

Summary

Directora Ejecutiva Fundación Chile 21, ha sido también directora del Programa Calidad de la Política de la misma institución. Sus áreas de trabajo son: transparencia y acceso a la información pública, calidad de la democracia y participación ciudadana.

En el ámbito académico, ha sido pasante de investigación en la Universidad Luigi Carli (LUISS) en Roma, docente en la Universidad de Chile (Escuela de Gobierno y Sociología), Universidad Alberto Hurtado (Escuela de Ciencia Política), USACH (Estudios Internacionales), Universidad Católica de Temuco (Ciencia Política y Gestión Pública), Universidad Arcis (Ciencia Política) y Universidad Academia de Humanismo Cristiano (Ciencia Política).

Se ha desempeñado como analista de la División de Estudios del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, siendo también asesora ministerial en materias de género y jefa de gabinete.

Es Doctora en Ciencias Sociales de la Universidad de Chile; Cientista Política de la Universidad Católica de Chile; Diplomada en Estudios Políticos (INAP) y Gerencia Pública (DII) de la Universidad de Chile. Ha participado en diversas actividades de formación a nivel internacional sobre evaluación de políticas públicas (ENAP-CLAD/Uruguay), liderazgo y gobernabilidad democrática (F. Pablo Iglesias/Madrid) y Gerencia Social (INDES-BID/EE.UU.).

Columnista sitio electrónico diario La Tercera (http://voces.latercera.com/autor/gloria-de-la-fuente/), Canal 13 (http://www.t13.cl/blog/democracia-con-mayuscula), El Mostrador (www.elmostrador.cl), El Dínamo (www.eldinamo.cl), La Segunda (http://blogs.lasegunda.com/thinktank/fundacion-chile-21/de-la-fuente-gloria/), América Economía (http://www.americaeconomia.com/columnista/gloria-de-la-fuente). Participa frecuentemente también como panelista de radio y televisión en programas de actualidad y debate político.

Experience

Directora Ejecutiva at Fundación Chile 21
Agosto de 2016 - present

Gestión institucional y estratégica

Consultora at Consejo para la Transparencia

septiembre de 2016 - noviembre de 2016 (3 meses)

• Consultoría actualización y aplicación de modelo de medición de transparencia de cinco países de la RTA.

Directora de Proyecto - Chile Transparente Capítulo chileno de TI at Chile Transparente
julio de 2015 - julio de 2016 (1 año 1 mes)

• Directora de proyecto "Apoyo en transparencia y participación iniciativa SOMOS CHOAPA" Minera Los Pelambres/ Antofagasta Minerals.
Directora Programa Calidad de la Política at Fundación Chile 21

agosto de 2010 - julio de 2016 (6 años)

Miembro de la Red de Estudios sobre Calidad de la Democracia en América Latina

Consultora internacional modelo de medición internacional de transparencia para la RTA y Eurosocial at Fundación CEDDET.

mayo de 2014 - diciembre de 2015 (1 año 8 meses)

Consultora internacional experta en proyecto "modelo de medición internacional de transparencia para los países de la RTA".

- Elabora modelo de medición internacional de transparencia y acceso a la información y sistematiza información por país

- Elabora diagnóstico sobre modelos de medición existentes en materia de transparencia y acceso a la información

- Elabora diagnóstico institucional en base a procesos y normativa en materia de transparencia para los países de la RTA

- Organiza y conduce talleres con representantes de organismos de RTA para levantar información y validar instrumento

- Realiza visitas técnicas a instituciones encargadas de acceso a la información en países de la RTA: México, Brasil, El Salvador y Chile

Informe final de consultoría disponible en: https://redrta.org/modelo-indicadores-rta/

Académica colaboradora at Universidad Alberto Hurtado

enero de 2011 - julio de 2014 (3 años 7 meses)

• "Calidad de la Democracia" (2014), cátedra para alumnos carrera de ciencia política y relaciones internacionales.
Dirige Taller de Memoria (2012-2013)

• "Los gobiernos de la Concertación", cátedra de inducción en pasantía para estudiantes de post grado.
Convenio Universidad Alberto Hurtado (Chile) y Universidad de Georgetown (Estados Unidos). Primer semestre (2011).
• Curso "Análisis Político" carrera de Ciencia Política. Primer semestre (2012).
Analista Político

agosto de 2010 - septiembre de 2011 (1 año 2 meses)
Analista político y legislativo.
Profesional de estudios at Ministerio Secretaría General de la Presidencia

marzo de 2006 - agosto de 2010 (4 años 6 meses)

Analista político, contraparte de estudios en materia de transparencia y asesora ministerial de género.
Education

Universidad de Chile

Doctora en Ciencias Sociales, Ciencias Sociales, 2012 - 2017 

Universidad de Chile

Postítulo en gerencia pública, gestión pública, 2009 - 2009
Pontificia Universidad Católica de Chile

Cientista Político, Ciencia Política, 1996 – 2002
Activities and Societies
Centro de Estudiantes Literatura 1996-1997.”.
“Curriculum Vitae

Francisco Javier Leturia Infante

16-01-1974 (42 años)
Casado, 3 hijos
I.- Título profesional

1.- Doctor en Derecho Universidad de Salamanca, España (2015). Calificada con Sobresaliente Cum Laude por Unanimidad.
Esta tesis Recibió el Premio Extraordinario de la Universidad de Salamanca del bienio 2014-2015.

2.- Master en Derecho (UC, 2009).

3.- Abogado UC (1998).
II.- Actividades actuales
1.- Presidente Centro Nacional de Arbitrajes (Chile).

2.- Profesor Facultad de Derecho UC (Chile) (investigador, 44 horas).

II.- Algunas actividades profesionales y académicas previas
1.- Agregado ante Naciones Unidas, Misión Chile ante Naciones Unidas (Ginebra, Suiza), (2010-1014).
2.- Profesor Visitante Universidad de Bologna, Génova, Salamanca, Universidad Autónoma de Madrid y del País Vasco. Profesor Facultad de Derecho UDP. Profesor Facultad Economía UC.

3.- Fiscal y Gerente Gremial Sociedad Nacional de Minería FG. (1998-2004). Secretario Ejecutivo Sociedad Interamericana de Minería (1998-2001). Miembro de la Comisión Internacional y Laboral de la Confederación de la Producción y del Comercio (2000-2001). Consejero de la Confederación de la Producción y del Comercio (2001-2004). Delegado ante la OIT (Ginebra, 2001-2004).

4.- Colaborador y Periodista Diario El Mercurio, sección Artes y Letras (1995-1998).

5.- Participación como expositor en numerosos cursos, talleres, seminarios, etc1. Organizador de numerosos seminarios y actividades de extensión. Director docente Diplomados y Cursos especialización UC2.
III. Publicaciones relevantes
1.- "Tributación y Minería en Chile: Antecedentes para un debate informado". Revista Estudios Públicos N° 95, año 2004.

2.- "Justicia Civil: Una reforma Pendiente". Serie Informes Instituto LyD. Marzo 2005. (en colaboración con José Francisco García).

3.- "La Justicia Civil y Comercial Chilena en crisis: bases para el diseño de su reforma". Serie Informes Instituto LyD. Octubre 2006, (en colaboración con José Francisco García).

4.- "Reforma a la Justicia Civil y Comercial en Chile: Diagnóstico, Antecedentes y Lineamientos Generales", Revista Chilena de Derecho. Volumen II (noviembre 2006), (en colaboración con José Francisco García).

5.- "Ampliación del ámbito del Arbitraje" Capítulo de libro "JUSTICIA CIVIL Y COMERCIAL: UNA REFORMA PENDIENTE. BASES PARA EL DISEÑO DE LA REFORMA PROCESAL CIVIL", publicado en conjunto por las Facultades de Derecho de la UC y la U. Autónoma de Madrid, y Libertad y Desarrollo.

6.- "Justicia Civil y Comercial: bases para el diseño de su reforma", (en colaboración con José Francisco García). Capítulo de libro ""JUSTICIA CIVIL Y COMERCIAL: UNA REFORMA PENDIENTE. BASES PARA EL DISEÑO DE LA REFORMA PROCESAL CIVIL", publicado en conjunto por las Facultades de Derecho de la UC y la U. Autónoma de Madrid, y Libertad y Desarrollo.
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AUDIENCIA DE LA COMISIÓN

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio por iniciada la sesión, agradeciendo la participación de las autoridades presentes y de los candidatos invitados y procedió a otorgarles el uso de la palabra.


En primer término, intervino el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, quien, en nombre del Gobierno, agradeció la invitación cursada y manifestó que las personas postuladas en esta oportunidad como integrantes del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, cumplen con los requisitos legales para ocupar esos altos cargos y que, además, pueden ser un gran aporte en aquella instancia dada su destacada experiencia.





Expresó que esa institución cumple un rol fundamental para nuestra democracia, asegurando el derecho de acceso a la información pública por parte de la ciudadanía y poniendo a disposición de ella una acción de amparo cuando esa prerrogativa se ve amagada.





Enseguida, se ofreció el uso de la palabra a la candidata señora Gloria de la Fuente González, nominada por la Primera Mandataria para integrar el ya mencionado Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia.





La señora de la Fuente agradeció la postulación formulada por el Ejecutivo e inició su presentación señalando que lleva varios años desempeñándose en labores vinculadas con los ámbitos de actuación del Consejo para la Transparencia, desde la sociedad civil, la academia y el ejercicio profesional, este último a través de consultorías nacionales e internacionales.





Recordó que el próximo año se cumplen 10 años desde la promulgación de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, y 9 desde que se instalara el primer Consejo para la Transparencia, que es su órgano garante.





Expresó que también en este período las normas sobre transparencia y acceso a la información pública han ganado mucho en la región, pues buena parte de las naciones de América Latina han incorporado en sus legislaciones estas regulaciones, fenómeno en el que Chile ha actuado como país referente.





Manifestó que el momento en que el sistema cumpla una década de vigencia en Chile, constituirá una gran oportunidad para hacer un balance de lo realizado y plantear nuevas metas para los próximos años.





Indicó que las políticas de transparencia y el derecho de acceso a la información pública se han transformado en medidas que han adoptado de manera creciente diversas democracias en el mundo, con el propósito fundamental de generar mecanismos de rendición de cuentas o accountability. Ello, a su vez, permite que la ciudadanía pueda realizar un escrutinio público de la actividad del Estado y de su aparato administrativo. También refleja que los derechos de libertad de expresión y el de acceso a la información son prerrogativas fundamentales reconocidas por el derecho internacional de los derechos humanos. Añadió que dan cuenta de ello la Resolución Nº 59 de la Asamblea General de Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1966 y el informe anual de Naciones Unidades para la libertad de expresión, entre otros instrumentos.





En la misma línea, sostuvo que en el año 2004 la Asamblea General de Estados Americanos -en su sesión Nº 34-, adoptó una resolución que afirma que el acceso a la información pública es un requisito indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia, reiterando que los Estados tienen la obligación de respetarlo y de hacerlo respetar. Hizo presente que el principio que amparó a esta declaración fue el reconocimiento de que los organismos de Estado mantienen información en tanto custodios del bien público. En tal sentido, las medidas de libertad y acceso a la información reflejan la idea fundamental de que el ciudadano constituye un agente y que en esa calidad es portador de prerrogativas jurídicas que son inalienables.





Sostuvo que en otro orden de cosas, el derecho al acceso a la información no es solo una prerrogativa que deriva del derecho a la libertad de opinión, sino que también es una política contra la corrupción. Fundamentó la afirmación anterior recordando que la Convención Interamericana Contra la Corrupción del año 1996 establece, en su artículo 3.11, el rol de acceso a la información pública como una herramienta de la sociedad civil destinada a colaborar en los esfuerzos sociales para prevenir la corrupción, en una suerte de accountability social. De la misma forma, la Convención de Naciones Unidas contra la corrupción del año 2003 contempla en su artículo 10 la obligación de los Estados de establecer procedimientos que permitan el acceso a la información.





Como recapitulación de lo anterior, expresó que las políticas de transparencia y acceso a la información han sido concebidas como una herramienta y una manera de generar mecanismo de rendición de cuentas para que la ciudadanía pueda realizar un escrutinio público de la acción del Estado y del aparato administrativo, logrando con ello restringir el ámbito de la corrupción, el tráfico de influencias, la incidencia del dinero en la política y el clientelismo.





En otro orden de materias, opinó que el derecho de acceso a la información pública es un derecho llave que habilita a la ciudadanía para el ejercicio de otros derechos y que, en consecuencia, es un elemento clave para la democracia.





Volviendo a la realidad nacional y teniendo en vista que dentro de poco se cumplirá la primera década de existencia del sistema de transparencia y acceso a la información pública, expresó que vale la pena preguntarse por sus resultados, particularmente en un contexto en el cual el conjunto del sistema político experimenta una creciente desconfianza por parte de la ciudadanía, la que también abarca a las instituciones clásicas de la democracia representativa. En este marco, concluyó que es clave identificar una agenda que sea pertinente para enfrentar una reforma en materia de transparencia, de acceso a la información, de probidad y políticas anticorrupción, que sea sustantiva y significativa para los próximos años.





Puso de relieve que de acuerdo a datos del propio Consejo para la Transparencia derivados de su encuesta nacional anual, apenas un 25% de las personas conoce la existencia de su derecho de acceso a la información y de ellas, apenas un 20% sabe de la existencia del Consejo para la Transparencia.




Afirmó que si bien ha habido una evolución desde el inicio de esta medición, parece de Perogrullo señalar que es difícil que los ciudadanos puedan ejercer este derecho llave si no lo conocen. Añadió que para el año 2016, más del 60% de las personas encuestadas por este instrumento señalaba no conocer los procedimientos mediante los cuales se podía conceder una solicitud de acceso, en tanto que apenas un 24% opinaba que si una institución le negase la información solicitada, estaría dispuesta a realizar un reclamo.





Indicó que el cuadro anterior es aún más relevante si se considera la realidad de los funcionarios, de los cuales un 67% dice conocer la ley y un 65% indica que también sabe de la existencia del Consejo.





Expresó que de las estadísticas del Consejo para la Transparencia también se constata cierta elitización en el uso del derecho, que es una discusión que también está presente en el resto de los países de Latinoamérica que tienen una legislación de estas características, en las que se constata que dicha prerrogativa es ejercida principalmente por los medios de comunicación y por la propia Administración.





A la vez, connotó que un 53% de las personas encuestadas considera útil la transparencia en el Estado, lo que ha significado un retroceso de esta percepción, puesto que esta misma cifra en el año 2013 era de un 71%.





Manifestó que, en consecuencia, el desafío clave del Consejo para la Transparencia en los próximos años es aproximar el derecho de acceso a la información pública a los ciudadanos, porque hay allí una posibilidad de acercar el Estado a la ciudadanía, de habilitarla para el ejercicio de sus derechos y de contribuir a una forma de relacionamiento entre las personas que mejore la calidad de la democracia. Lo anterior, agregó, es una conclusión similar a las del informe de la Comisión Engel, que en la mayor parte de sus proposiciones consideró la mejoría de las formas de acceso a los distintos tipos de información pública.





Indicó, enseguida, que la política de transparencia en Chile es más que la agenda de acceso y es parte de los avances significativos que se han implementado en materia de probidad y combate a la corrupción, cuestión en la que el Consejo para la Transparencia ha tenido un rol fundamental, que, sin embargo, debe necesariamente ser potenciado. En razón de lo anterior, sostuvo que es necesario identificar los desafíos y logros del sistema.




Entre los primeros, destacó el reconocimiento de la reforma constitucional que establece expresamente el derecho a la información pública en nuestra Constitución Política, lo que, entre otras cosas, significa abrir una puerta para la discusión de otras materias relevantes, como es el caso de los sujetos obligados en materia de transparencia.





A continuación, tras una década de vigencia del sistema de información pública en Chile, consideró que cabía identificar los siguientes desafíos:




En primer lugar, apuntó a la pertinencia de avanzar y fortalecer el portal de la transparencia del Estado, de manera que los ciudadanos tengan mayor oportunidad de ejercer su derecho. Explicó que esto incluye la transparencia activa, en que se impone la necesidad de estándares de datos abiertos, y las solicitudes de acceso, ámbito en el cual se debe avanzar a un portal único que permita hacer presentaciones respecto de cualquier entidad del Estado, incluyendo los organismos autónomos.





Luego, mencionó la necesidad de mejorar la implementación de la ley del lobby, reconociendo el éxito que ha tenido esa iniciativa gracias a la gestión del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en especial respecto de la información que se entrega al Consejo para la Transparencia. Indicó que si el propósito fundamental de ese cuerpo legal es regular los conflictos de interés y evitar cuestiones como el tráfico de influencias, parece importante -a un par de años desde su implementación-, evaluar si se han cumplido los objetivos trazados.





En tercer lugar, anotó el cumplimiento de las capacitaciones en materia de probidad.





Enseguida, destacó la procedencia de evaluar si la ampliación de los sujetos obligados a emitir una declaración de patrimonio e intereses ha logrado el cometido de reducir los conflictos de interés, evitar el aumento ilícito del patrimonio y efectivamente lograr transparentar la relación entre política y negocios.





Luego, se refirió a la pertinencia de considerar la ampliación de la nómina de los sujetos obligados a la totalidad o a algunas de las disposiciones en materia de transparencia, en tanto cumplan funciones públicas. En este punto, destacó los proyectos de ley actualmente en tramitación en el Congreso Nacional que incluyen a sujetos privados dentro del listado de obligados a transparentar su información en razón del interés público, citando como ejemplos a los gremios empresariales, las agrupaciones de trabajadores, las ONGs, etc., en cuanto desarrollan funciones públicas.





Respecto de los datos personales, señaló que aunque existe una ley vigente en la materia, no debe perderse de vista la forma como su implementación equilibra los derechos fundamentales de acceso a la información pública, por una parte, y de intimidad, por la otra. Observó que en la experiencia internacional hay casos de instituciones independientes entre sí que están dedicadas a proteger cada una de estas garantías, en tanto que en otros la misma entidad se dedica a ambas temáticas.





En materia de Parlamento Abierto, señaló que el Consejo para la Transparencia ha asumido una serie de compromisos a partir del año 2011, los cuales exigen una evaluación consistente y permanente. Señaló que a lo anterior debe sumarse un plan de acción a lo menos en los siguientes aspectos: transparencia en el trabajo de las Comisiones, apertura de las sesiones, un avance significativo hacia las audiencias participativas y regulación de la forma como se desarrollan las audiencias.





A modo de conclusión, planteó que en la antesala de la primera década de funcionamiento del Consejo para la Transparencia y asumiendo que la transparencia es una política pública que ha llegado para quedarse, se abre un enorme camino para seguir profundizándola y para que contribuya en los aspectos sustantivos de una democracia de calidad. Sostuvo que para tales efectos es clave la alianza de todos los Poderes y agencias del Estado con la sociedad civil organizada, porque sin el involucramiento de la totalidad de los actores en el proceso, será imposible dar un salto cualitativo en esta materia.





A continuación, se ofreció el uso de la palabra al candidato señor Francisco Javier Leturia Infante.





El señor Leturia agradeció la consideración del Ejecutivo de nominarlo como candidato para integrar el Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, así como la invitación cursada por la Comisión.





Inició su presentación expresando que entiende la transparencia en un doble aspecto. En primer término, como un elemento con un fin instrumental, destinado a desincentivar la corrupción, evitar las malas prácticas e incentivar la buena gestión en los organismos públicos. 
Añadió que, además, tiene un aspecto más profundo, en el sentido de que la transparencia es un requisito para la democracia.




Explicó que si la ciudadanía no tiene información o ella no es de calidad, oportuna y suficiente, las personas no pueden formarse una idea real de la vida política de su país, de manera que el proceso de toma de decisiones se vuelve vulnerable. Destacó que, en suma, el sufragio universal sin información adecuada no tiene mucho sentido.





En otro orden de ideas, expresó que tras la noción de transparencia hay un cambio cultural importante que se expresa de dos maneras, a saber, la forma de entender la democracia y la soberanía y las consecuencias que ello conlleva.





Recordó que en las monarquías absolutas y en las tiranías no había ningún interés en que la ciudadanía estuviese informada, se empoderase o fuese crítica o deliberante. Posteriormente, cuando aparecieron los Parlamentos en las monarquías constitucionales, la idea era que un conjunto pequeño de personas -generalmente nobles-, se ocuparan de los asuntos públicos, razón por la cual debían tener acceso a la información y a la libertad garantizada de opinión. Manifestó que ese concepto ha cambiado, pues hoy se reconoce constitucionalmente que toda la ciudadanía es soberana y que en esa calidad todos deliberamos, razón por la cual todos debemos tener acceso a la información.





Indicó que la otra forma en que se expresa este cambio cultural es que como consecuencia de la disponibilidad de la información, cambia radicalmente la relación entre la ciudadanía y el Estado. Lo anterior, dijo, es bastante contraproducente para la forma tradicional según la cual se han llevado los asuntos públicos en todos los ámbitos de nuestra historia pública, en que ha imperado una cultura de secreto, de reticencia de la autoridad a la crítica y de mucha verticalidad. Señaló que lo anterior se manifestaba de maneras tales como la existencia de los delitos de desacato y sensacionalismo y en el tratamiento que daban nuestros tribunales de justicia a la honra y la privacidad en casos de notorio interés público. Recordó que por esta práctica, que fue cotidiana hasta avanzada la década de los noventa, Chile fue condenado reiteradamente por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Afirmó que afortunadamente esos criterios cambiaron y que hoy existe bastante consenso en cuanto a cómo debe ser entendido este tipo de cosas.





Consideró que gracias a la evolución anteriormente reseñada se ha formado en Chile una cultura de la transparencia que va más allá de los actos del Consejo y del Estado y que, de alguna forma, engarza con el avance ocurrido tras la primera década del sistema normativo nacional relativo a este tópico.





Indicó que en el marco de este aniversario, posiblemente se planteará una serie de modificaciones respecto de las cuales debe adoptarse un enfoque de diálogo, de persuasión y de cuidado. A su juicio, hay dos asuntos que encabezarán la agenda en este ámbito, que son:




1) La extensión de las normas de transparencia a todos los ámbitos donde se desarrolle un interés público, aunque no formen parte del mundo estatal. A este respecto, añadió que en la práctica ello se ha ido dando de forma espontánea en algunas instituciones privadas o estatales que no están formalmente vinculadas al estatuto legal de la transparencia.





2) Como contrapartida al fenómeno anterior, apuntó a la necesidad de establecer un límite al derecho de acceso a la información respecto de los datos reservados de las personas que maneja el Estado. Señaló que en esta materia el interés público comprometido es menor en comparación a otras garantías constitucionales involucradas.




A continuación, puntualizó que trazar la línea divisoria entre lo que es público y debe estar en conocimiento de la ciudadanía importa también definir los que debe ser privado y protegido. Señaló que este balance entre lo público y lo privado importa las dos caras de una misma moneda, razón por la cual su determinación también puede ser entregada al Consejo como una nueva competencia. Señaló que si se opta por una vía institucional autónoma, es importante que el ámbito que abarque ese organismo y los criterios de protección que utilice sean consistentes con las decisiones sostenidas por el Consejo para la Transparencia, de modo que ambos sean congruentes con los criterios judiciales pertinentes en esta materia.





Finalmente, planteó que existe una serie de asuntos menores que es conveniente ir identificando para solucionarlos. A vía de ejemplos, mencionó la información acerca de los sueldos del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores que labora en el extranjero y que percibe asignaciones de zona, y las declaraciones de intereses y patrimonio de funcionarios públicos casados bajo el régimen de sociedad conyugal con mujeres que tienen patrimonio reservado producto de su peculio profesional.





Al cerrar su exposición, manifestó su satisfacción ante la posibilidad de colaborar en esta tarea y de conformar un equipo con profesionales con los cuales habrá una afinidad de miradas.





A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció las exposiciones realizadas y ofreció el uso de la palabra a los señores Senadores presentes.





El Honorable Senador señor Larraín agradeció a ambos candidatos su asistencia y sus exposiciones y les consultó qué debilidades y necesidades de cambio en la ley de transparencia observan ellos tras 10 años de su dictación y sobre el rol de liderazgo le compete al Consejo para la Transparencia a este respecto.





En relación con la iniciativa actualmente en trámite sobre protección de datos personales, manifestó que si bien existe un entendimiento político transversal respecto a la necesidad de legislar en esta materia, aún no hay claridad sobre cuál será la sede institucional para ello. Hizo presente que algunos han planteado que sea el propio Consejo para la Transparencia el destinatario de esta nueva tarea, en tanto que otros destacan la necesidad de crear una nueva autoridad para estos fines.




Observó que la segunda opción presenta también otro asunto a dilucidar, en cuanto a si se seguirá el modelo antiguo de una agencia unipersonal o se optará por la forma moderna, que considera la creación de un consejo autónomo. Al respecto, planteó que la segunda forma se aviene más a un modelo estándar de institucionalidad administrativa.





Requirió la opinión de ambos candidatos sobre los asuntos anteriormente expuestos.





Por su parte, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, expresó que aunque la institucionalidad de la transparencia en Chile no es ampliamente conocida por las personas, sin lugar a dudas la ley que la regula, tras diez años desde su dictación, ha logrado cambiar totalmente la relación entre el Estado y la ciudadanía. Manifestó que gran parte de las denuncias de conflictos de interés de actores políticos que se han conocido en el último tiempo proviene de la disponibilidad pública de información que maneja el Estado, lo que consideró un beneficio para la democracia.





Sostuvo que tras una década de funcionamiento del sistema de transparencia es hora de hacer evaluaciones y proponer cambios, por lo que se sumó a la primera consulta del Honorable Senador señor Larraín respecto de la opinión de los candidatos sobre dicho punto.





Enseguida, manifestó que el señor Senador recién mencionado ha impulsado una iniciativa de ley que extiende las normas de transparencia y acceso a la información a ciertas entidades privadas que cumplen algunas funciones públicas, como las asociaciones gremiales, las organizaciones sindicales y las empresas que se dedican al lobby. Al igual que en cuanto al punto anterior, consultó la posición de los candidatos sobre el particular.





A continuación, aludió al tema de la protección de datos personales y la sede institucional que debe encargarse de ello. Sobre el punto, comentó que la experiencia internacional es variada, sin perjuicio de que en el mundo actual, donde el tráfico y la economía de datos es cada día más relevante, la función institucional de cautela de la intimidad impone una cantidad y un ritmo de trabajo crecientes. Expresó que por lo anterior, hay que tener cuidado a la hora de radicar esta competencia en una institución que cumple otras funciones -como sería el caso del Consejo para la Transparencia-, pues fácilmente la labor de protección de la intimidad puede absorber todos los recursos institucionales, lo que implicaría descuidar las otras actividades. Sobre el punto anterior también requirió la opinión de los candidatos.





En otro orden de materias, planteó que hace un tiempo se produjo una polémica sobre el régimen de información de las declaraciones de intereses y patrimonio y las inhabilidades que se aplican a los Consejeros, porque se partía de la base que la naturaleza de su cargo imponía un grado mayor de transparencia. Indicó que, al parecer, esto fue materia de un acuerdo del Consejo, que estableció un criterio que posteriormente fue rebajado. Ante esta situación y en vista de que la función de los consejeros importa resolver conflictos entre los ciudadanos y el Estado en materia de acceso a la información, consultó a los candidatos si serían partidarios de imponer a los integrantes del Consejo una inhabilidad general para ejercer cargos y oficios públicos.





Adicionalmente, manifestó que el currículum vitae del candidato señor Leturia muestra una amplia experiencia en materias académicas y en el ejercicio de su profesión, en el que destaca su participación en la Sociedad Nacional de Minería y en la Confederación de la Producción y el Comercio. Al respecto, le consultó cómo compatibilizaría esas actividades con su posible calidad de miembro del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia.





A la vez, requirió del mismo candidato su opinión respecto del derecho al olvido o a la cancelación.





A continuación, los candidatos invitados se hicieron cargo de las consultas formuladas.





En primer lugar, hizo uso de la palabra la señora de la Fuente, quien, refiriéndose a la ampliación de los sujetos obligados por las normas de transparencia, informó que está de acuerdo con la misma y que le parece que la moción que la impulsa es una buena iniciativa que pone a tono la legislación chilena con la experiencia comparada, además de guardar consonancia con la próxima reforma constitucional sobre el punto. Con todo, subrayó que ello supone que el órgano a cargo tenga la capacidad de hacer cumplir la ley.





En relación con la pregunta sobre la iniciativa en discusión sobre protección de datos personales, manifestó que es importante aclarar cuál es el principio que se busca proteger y cómo lo anterior se compatibiliza con el derecho a la información pública y la transparencia.





Postuló también que cuando se legisle sobre este asunto, será necesario evitar la burocracia excesiva, añadiendo que para lograr esto y la compatibilidad antes señalada podría optarse por un modelo en el que ambas funciones estén radicadas en un mismo organismo.





Respecto del régimen de inhabilidades, opinó que los conflictos de interés son inherentes a las actividades humanas y que lo que procede es transparentarlos y administrarlos de la manera debida. Explicó que ese marco impone la necesidad de hacer valer inhabilidades específicas para los casos de colisión directa entre la función de Consejero y otras actividades.





Por su parte, el candidato señor Leturia recordó que tuvo un vínculo profesional con la Sociedad Nacional de Minería y, por ese intermedio, con la Confederación de la Producción y el Comercio al inicio de su carrera, situación que cesó hace 15 años atrás.





Respecto de la consulta que se planteara sobre las inhabilidades, señaló que se debe ser extremadamente riguroso, precisando que si el Senado acuerda su nombramiento, ha planeado asumir de forma casi exclusiva su nueva posición de Consejero.





Expresó que no hay que perder de vista que las causales de inhabilidad están establecidas en la ley, que es el marco que debe aplicarse. Con todo, añadió que los Consejeros también deben adoptar una actitud más cautelar en esta materia porque la sociedad es cada vez menos tolerante con estas situaciones.





Enseguida, se refirió a la consulta sobre el derecho al olvido. Sobre el particular, manifestó que se trata de una prerrogativa y que debe tener algún espacio, sea desde la óptica de aceptar que un hecho que en el pasado fue relevante puede haber perdido esa relevancia con el correr del tiempo por lo que el legítimo interés en hacerlo público ha decaído, o sea desde la perspectiva de internet, que implica impedir la difusión de información pasada vertida en la red respecto de la cual ya no hay interés público comprometido o derechamente no hay una afectación a la intimidad.





Respecto de la posibilidad de extender las funciones del Consejo para la Transparencia a ciertas entidades privadas, sostuvo que el principio es que lo que debe ser publicado y sometido a conocimiento de la ciudadanía no es solo la información del Estado, sino que toda la que tenga interés público, de modo que perfectamente puede tener tal calidad el material que se encuentre en manos de entidades privadas de diversa índole.





En relación a la consulta sobre la protección de los datos personales y el organismo que debería tenerla a su cargo, reiteró que correspondería que ella estuviera bajo la tutela de la misma entidad encargada de la transparencia y del acceso a la información pública, porque ambas prerrogativas son las dos caras de una misma moneda. Explicó que la línea divisoria que define qué es lo que debe ser público también establece, como contrapartida, lo que queda excluido del acceso abierto y que debe ser derechamente protegido. Señaló que si se opta por esta vía, sería necesario introducir cambios estructurales al Consejo para la Transparencia, de manera tal que pueda asumir ambas funciones.





En último término, refiriéndose a los cambios que se pueden vislumbrar a una década del establecimiento del sistema legal de transparencia pública, sostuvo que, en este ámbito, el Consejo debería asumir un mayor liderazgo en una gran cantidad de temas relativos a la publicidad de la información de interés público, incluyendo una acción más participativa y educativa en diversos rubros y promoviendo todo lo que sea necesario dentro de su ámbito de trabajo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio por finalizada la audiencia, agradeciendo una vez más la asistencia y participación de los invitados.

- - - 


En virtud de los antecedentes previamente descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Jorge Pizarro Soto, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para nombrar a la señora Gloria Alejandra de la Fuente González y al señor Francisco Javier Leturia Infante como integrantes del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 6 de diciembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Alberto Espina Otero), Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Jorge Pizarro Soto (Pedro Araya Guerrero).

Valparaíso, 12 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.


1 Ejemplos:

a.- XVII Curso Internacional Independencia Judicial, Derechos Humanos y la Carta Democrática Interamericana 31 julio al 4 de Agosto 2006. Cartagena de Indias, Colombia.

b.- Conferencia Inaugural Seminario Internacional sobre "Prevención del delito". Dirección General de Prevención del Delito. Caracas, Venezuela, Diciembre 2008.

c.- Participación en Jornadas de Derecho Minero, Derecho de Aguas, Filosofía del Derecho, Derecho Procesal, Mediación, Solución Pacífica de Controversias.

d.- Experto invitado en taller Centro Estudio de Justicias para las Américas "Reforma a la Justicia Civil y Comercial". Marzo y Noviembre 2007, Mayo 2008.

e.- Participación en Seminario Internacional "Reformas a la Justicia en Latinoamérica", Centro de Estudios de Justicia para las Américas. Noviembre 2005.

f.- Taller Políticas Públicas UC "Pertinencia de implementar la Justicia Vecinal en Chile", Octubre 2007.

g.- Participación como experto invitado en Seminario "Reforma a la justicia Civil en Latinoamérica", Mayo 2008.

h.- Miembro de la ELA "Educational Law Association"). Participación como experto invitado en los congresos de Junio 2005, Brasilia; Diciembre 2007, Lisboa, y 2012, Amberes.

i.- Participación como ponente en las jornadas de Derecho Público, Agosto 2015.

j.- Participación como ponente en las Jornadas de Derecho Natural UC, 2014.

2 Diplomado Aspectos Legales de la Empresa, Diplomado en Litigación y diversos cursos de especialización, Derecho y Comunicación, Justicia Laboral, Justicia Tributaria, entre otros.
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